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Presentación 

Históricamente, las relaciones entre Pueblos Indígenas 
y organizaciones de carácter privado se han caracteri-
zado por su asimetría, en las que los Pueblos Indígenas  
han visto mermados sus derechos y, como reconocen 
organizaciones internacionales de diverso origen: “han 
sufrido injusticias históricas como resultado, entre otras 
cosas, de la colonización y de haber sido desposeídos 
de sus tierras, territorios y recursos, lo que les ha impe-
dido ejercer, en particular, su derecho al desarrollo de 
conformidad con sus propias necesidades e intereses” 
(Naciones Unidas, 2008, p.2). A ello se suma, durante 
las últimas décadas, la enorme expansión – tanto en 
términos territoriales como en la producción de bienes y 
servicios – de las empresas privadas en América Latina y 
el Caribe, lo que ha derivado en relaciones cada vez más 
complejas y desiguales.

El Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas de 
América Latina y el Caribe (FILAC) y la Organización de 
las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricul-
tura (FAO) consideraron que sería un aporte realizar 
un estudio que abordara estas relaciones y, pese a la 
dominancia de lo negativo, registrara casos destacados, 
con elementos positivos y que sirvieran para ampliar 
la reflexión en diversos espacios de diálogo o análisis y 
para inspirar al sector empresarial hasta ahora ajeno o 
indiferente a la problemática. 

El estudio constituye un hecho relevante en el ámbito del 
conocimiento y análisis de las relaciones entre ambos ac-
tores clave del desarrollo sostenible en la región, siendo 
considerado un trabajo exploratorio de carácter 
innovador, a nivel regional, que abre el camino a nuevas 
miradas sobre el respeto a los derechos de los Pueblos 
Indígenas y su contribución al desarrollo sostenible.

Además de revisar los instrumentos internacionales, el 
estudio empleó el instrumental regulatorio no obligatorio, 
aunque no por eso menos exigible, entre las entidades 
que los adoptan y las comunidades indígenas impacta-

das. En varios países, este instrumental no obligatorio 
es parte hoy de la evaluación del desempeño ambiental 
y social de las empresas, además de su relación con sus 
grupos de interés. Dichos instrumentos se materializan en 
certificaciones, principios e indicadores, y son un com-
plemento del contexto que, como se verá más adelante, 
moldea las relaciones actuales de las empresas con los 
Pueblos Indígenas.

Se seleccionaron doce experiencias, de ocho países de 
América Latina, pertenecientes a diversos sectores pro-
ductivos, como minería metálica y no metálica, alimen-
tación, turismo, gastronomía, energía e hidrocarburos. 
En estas experiencias, los Pueblos Indígenas son predo-
minantemente negociadores de acuerdos, pero también 
hay casos en que participan como socios comerciales. 
Además, el presente informe incluye casos en que el 
Estado tiene diversos rangos de participación e influencia 
en el logro de acuerdos o convenios.
Por otra parte, el presente informe incluye casos en que el 
Estado, como actor irremplazable en la aplicación de las 
normas que protegen los derechos de los Pueblos Indíge-
nas, tiene diversos rangos de participación e influencia 
en el logro de acuerdos o convenios.

En los párrafos siguientes, se desarrolla de manera 
narrativa el camino seguido para seleccionar las expe-
riencias y posteriormente destacar sus aspectos princi-
pales dentro del marco conceptual y analítico del estudio 
-marcado por la aplicación de los estándares antes
señalados-, para finalmente arribar a algunas conclusio-
nes y recomendaciones para los actores involucrados.
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Prólogo

Actualmente, en América Latina y el Caribe habitan más 
de 54 millones hombres y mujeres indígenas, equiva-
lente aproximadamente a un 8,5 % de la población de 
la región (OIT, 2019). De acuerdo con cifras de la OIT 
(2019), alrededor del 30 % de la población indígena de 
América Latina y el Caribe se encuentra en condición de 
pobreza, presentando el doble de probabilidad de ser 
pobre que las personas no indígenas. Además, los Pue-
blos Indígenas presentan mayor riesgo de malnutrición 
y desnutrición, y están particularmente expuestos a los 
efectos negativos de las alzas de precio de los alimentos 
(FAO, FIDA, OPS, PMA y UNICEF, 2023).

Por otra parte, una proporción considerable de las perso-
nas indígenas vive en medio de una pugna constante en-
tre la preservación de sus modos de vida y costumbres, y 
las maneras de vivir de las sociedades modernas, ligadas 
a la industrialización, la globalización y el desarrollo. En 
el año 2013, los conflictos entre industrias extractivas y 
Pueblos Indígenas que habitaban territorios intervenidos 
superaban la centena (CEPAL, 2014).

Pese al explícito reconocimiento de este conflicto por par-
te de los gobiernos de la región, los Pueblos Indígenas 
continúan en una posición de desventaja que amenaza 
su propia existencia.

Debido a esto, es imperante avanzar en el reconocimien-
to y protección de los derechos de los Pueblos Indígenas, 
lo que es una tarea no solo de los estados, sino de todos 
los sectores de nuestras sociedades modernas que se 
involucran de una u otra forma con estos pueblos.

Un sector fundamental es el privado, cuyas actividades 
han impactado las formas de vida originarias de nuestra 
región por décadas y, aunque hayan existido avances 
con respecto a su influencia sobre modos de vida y terri-
torios indígenas, las compañías aún tienen mucho por 
hacer en cuanto a su relacionamiento con los Pueblos 
Indígenas.

Este trabajo nos muestra que en las zonas donde operan 
las compañías privadas existen variadas y muy diversas 
maneras de evitar impactar negativamente a los Pueblos 
Indígenas, así como de colaborar para incidir positiva-
mente sobre sus vidas. Esto último se produce ya sea 
mediante la expansión de las posibilidades económicas 
de las comunidades indígenas, o a través de un aumento 
de su participación en las decisiones relativas al trato de 
la compañía del territorio, entre otras.

Alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible implica 
no dejar nadie atrás, pero lamentablemente nuestros 
Pueblos Indígenas han seguido quedando atrás. Espe-
ramos que este trabajo pueda contribuir a materializar 
avances en esta materia, que en la actualidad son de 
suma urgencia.
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1. Introducción

El Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas 
de América Latina y el Caribe (FILAC) tiene por misión 
promover, orientar, facilitar y coordinar procesos de 
desarrollo con identidad de los Pueblos Indígenas 
de América Latina y el Caribe. También es parte de 
su misión asistirlos en crear las condiciones para su 
desarrollo sostenible en el largo plazo, consistente con 
sus valores y prioridades. Basado en este predicamen-
to junto con la Organización de las Naciones Unidas 
para la Alimentación y la Agricultura (FAO) se propu-
sieron elaborar un estudio sobre uno de los aspectos 
cruciales para el desarrollo de los Pueblos Indígenas: 
su relación con las empresas privadas. 

El objetivo central de este estudio es investigar y poner 
de relieve experiencias destacadas de relaciones entre 

empresas y Pueblos Indígenas en la región, en un 
escenario tradicionalmente caracterizado por una gran 
asimetría entre ambos y en que los conflictos se detec-
tan de manera asidua. El estudio se realiza además en 
un contexto internacional de creciente reconocimiento 
de los derechos de los Pueblos Indígenas y su indispen-
sable aporte al desarrollo sostenible. Por estas razones, 
este trabajo aspira a ser un estudio que avance hacia 
la incorporación de nuevas dimensiones que forta-
lezcan la incidencia de los Pueblos Indígenas en la 
transformación de estas relaciones, haciéndolas más 
simétricas y transparentes, en beneficio de la sociedad 
en su conjunto. 

La temática del estudio tiene vínculos con la noción de 
desarrollo y en particular con el concepto de desarro-
llo sostenible. Tanto en la Cumbre de la Tierra de las 
Naciones Unidas en Río de Janeiro, en 1992,  y poste-
riormente en la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Desarrollo Sostenible (Río +20), en 2012, se 
manifestó claramente que la tarea continúa  siendo 
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aspirar a un cambio del actual modelo de desarrollo 
hacia uno que permita avanzar simultánea y sinérgica-
mente en las dimensiones social, económica y ambien-
tal, señalando  “La necesidad de transitar hacia un 
nuevo modelo de desarrollo, que tenga el valor de la 
igualdad en el centro de sus acciones y que sea capaz 
de ir adelante en forma simultánea con el desarrollo 
social, el crecimiento de la economía y la sostenibili-
dad ambiental pone a la región y al mundo ante un 
imperativo de cambio” (CEPAL, 2012, p.11). Desde esta 
perspectiva, y siguiendo los avances y reconocimiento 
ocurridos desde la aprobación de la Declaración sobre 
el Derecho al Desarrollo (Naciones Unidas, 1986), 
hoy en día es casi imposible separar al desarrollo del 
concepto “sostenible”.  Según la Comisión Interameri-
cana de Derechos Humanos,  “El valor particular del 
derecho al desarrollo es que éste debe ser sostenible; 
para ello, se debe poner necesariamente el centro de 
atención en el bienestar y derechos de las personas y 
comunidades más que en las estadísticas económicas 
y mercancías teniendo en cuenta que la definición del 
derecho al desarrollo incluye el derecho a un proceso 
particular en el que puedan realizarse plenamente 
todos los derechos humanos y las libertades funda-
mentales” (CIDH-REDESCA, 2019, p.34). 

Para cumplir el objetivo planteado, se tomó como base 
la revisión de la aplicación de instrumentos interna-
cionales como el Convenio 169 de la OIT (1989), 
la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas (2007), la Decla-
ración Americana sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas (OEA, 2016) y, en particular, los Principios 
Rectores de Naciones Unidas sobre Derechos Humanos y 
Empresas (Naciones Unidas, 2011). El conjunto de estos 
instrumentos, así como otros estándares internacio-
nales en la materia, apuntan a reafirmar los derechos 
de los Pueblos Indígenas en su relación con el resto 
de los grupos o sectores que conforman la sociedad, 
especialmente aquellos que inciden notoriamente en 
su desarrollo, incluidos sus derechos colectivos, como 
las empresas privadas. 

Además de revisar los instrumentos internacionales, el 
estudio empleó el instrumental regulatorio no obli-
gatorio, aunque no por eso menos exigible, entre las 
entidades que los adoptan y las comunidades indíge-
nas impactadas. En varios países, este instrumental no 
obligatorio es parte hoy de la evaluación del desempe-
ño ambiental y social de las empresas, además de su 
relación con sus grupos de interés. Dichos instrumentos 
se materializan en certificaciones, principios e indica-
dores, y son un complemento del contexto que, como 
se verá más adelante, moldea las relaciones actuales 
de las empresas con los Pueblos Indígenas.

Se seleccionaron doce experiencias, de ocho países 
de América Latina, pertenecientes a diversos sectores 
productivos, como minería metálica y no metálica, 
alimentación, turismo, gastronomía, energía e hidro-
carburos. En estas experiencias, los Pueblos Indígenas 
son predominantemente negociadores de acuerdos, 
pero también hay casos en que participan como socios 
comerciales. Además, el presente informe incluye casos 
en que el Estado tiene diversos rangos de participación 
e influencia en el logro de acuerdos o convenios.

Por otra parte, el presente informe incluye casos en que 
el Estado, como actor irremplazable en la aplicación 
de las normas que protegen los derechos de los Pue-
blos Indígenas, tiene diversos rangos de participación e 
influencia en el logro de acuerdos o convenios.

En los párrafos siguientes, se desarrolla de manera 
narrativa el camino seguido para seleccionar las 
experiencias y posteriormente destacar sus aspectos 
principales dentro del marco conceptual y analítico del 
estudio -marcado por la aplicación de los estándares 
antes señalados-, para finalmente arribar a algunas 
conclusiones y recomendaciones para los actores 
involucrados.
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2. Metodología
El objetivo de este estudio implicó, en términos 
metodológicos y de resultados, recabar información, 
opiniones, experiencias y documentación sobre cómo 
es posible construir nuevos escenarios sociales en los 
que el diálogo, los acuerdos, la interculturalidad y el 
respeto a las diferencias puedan ser parte de las rela-
ciones entre los Pueblos Indígenas y las empresas. 
Para la selección de experiencias se realizaron más de 

60 entrevistas semiestructuradas con personas exper-
tas o referentes en estos temas y con fuentes primarias 
relacionadas con casos específicos. Además, se revi-
saron más de setenta fuentes secundarias documen-
tales de los insumos recogidos en un foro de expertos 
sobre intercambio de experiencias sobre empresas y 
Pueblos Indígenas de Mesoamérica. El detalle de la 
metodología puede observarse en el Cuadro 1.

Cuadro 1. Resumen metodológico

Metodología del estudio-etapas

Desarrollo del marco conceptual.

Establecimiento de criterios e indicadores de selección y evaluación de casos relevantes. 

Entrevistas con personas vinculadas a organizaciones nacionales e internacionales:  expertos, miembros 
de organismos internacionales, ONGs y asociaciones indígenas, entre otros. 

Recopilación de información secundaria relativa a normativas internacionales obligatorias y voluntarias.

Entrevistas con personas vinculadas directamente a las experiencias seleccionadas:  asociaciones empresariales, 
organismos gubernamentales, organizaciones sindicales, académicas, organizaciones y Pueblos Indígenas.

Sistematización de la información recogida.

Preselección y selección de experiencias relevadas.

Elaboración de documento con la sistematización de hallazgos, conclusiones y recomendaciones.
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Normativa internacional aplicable 
sobre Pueblos Indígenas 

Principios Rectores de Naciones Unidas sobre 
Derechos Humanos y Empresas (PRDHUN) (2011).

Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
derechos de los Pueblos Indígenas (2007).

Convenio N.º 169 sobre Pueblos Indígenas y 
tribales en países independientes de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT) 
(1989).

Declaración Americana de Derechos de los 
Pueblos Indígenas (2016).

2.1. Marco conceptual

El punto de partida fue definir un marco conceptual 
que permitiera, por una parte, determinar escenarios 
iniciales sobre los que estaría basada la investigación 
y, por otra, establecer criterios e indicadores para anal-
izar las experiencias de las relaciones en función de la 
aplicación de la normativa internacional sobre Pueblos 
Indígenas aplicable (Cuadro 2).

Además, como valor agregado de este trabajo, 
se analizaron las orientaciones internas utilizadas 
crecientemente por las empresas, que incluyen total o 
parcialmente los derechos de los Pueblos Indígenas, lo 
que permitió tener una evaluación más completa de 
las experiencias de interacción entre estos actores, así 
como su incorporación a marco común de trabajo 1. 

Cuadro 2. Normativa internacional aplicable 
sobre Pueblos Indígenas

1 Estos son instrumentos de medición de desempeño que de ninguna forma reemplazan a los mínimos exigibles en términos de la protección y el respeto de los dere-
chos de los Pueblos Indígenas internacionalmente reconocidos, sino que apuntan a fortalecerlos y a veces superan sus niveles de aplicación.

2.1.1 Principios Rectores de Naciones 
Unidas sobre Derechos Humanos y 
Empresas (PRDHUN)

Uno de los instrumentos internacionales que orienta 
este estudio y que podría desempeñar un papel prepon-
derante para generar un nuevo tipo de relacionamiento 
entre empresas y los Pueblos Indígenas son los ya men-
cionados Principios Rectores de Naciones Unidas sobre 
Derechos Humanos y Empresas (PRDHUN) (Naciones 
Unidas, 2011). Debido a su relevancia, implicancias y a 
la forma en que se aplican fueron largamente consid-
erados en el análisis documental y en las consultas a 
expertos. 

La inclusión de las empresas en el ámbito de los dere-
chos humanos abrió una puerta a algunos aspectos 
que, a la luz de este trabajo, corresponde destacar.

a) En primer lugar, dentro de cualquier análisis
de desarrollo sostenible es insoslayable incluir los
derechos económicos, sociales y culturales (DESC),
que emanan del homónimo pacto internacional
(Naciones Unidas, 1976). Para incorporar a las
empresas en las dinámicas y mecanismos de
promoción del respeto a los derechos humanos
resulta clave el establecimiento de instrumentos 
internacionales, pese a que algunos de ellos sean 
voluntarios (Naciones Unidas, 2012).

b) En segundo término, si bien los PRDHUN no
incorporan explícitamente a los Pueblos Indígenas
en su contenido, los procedimientos de diligencia
debida, ejes centrales del respeto de su cum-
plimiento, requieren de una clara identificación y
diferenciación de grupos de interés. Los Pueblos
Indígenas representan un grupo de interés de gran 
relevancia, por lo tanto, son considerados por los 
PRDHUN de manera indirecta, creando oportuni-
dades de exigencia de derechos por parte de los 
Pueblos Indígenas.
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c) Un tercer punto se relaciona con el escenario
internacional, especialmente en la Unión Euro-
pea, y la progresiva exigibilidad de la aplicación
de la debida diligencia en derechos humanos.
Esto ocurre en algunos casos por requerimientos
regulatorios de los países de origen de empresas
transnacionales que actúan en la región ya sea
directamente o a través de sus cadenas de valor, lo
que incluye la protección de los Pueblos Indígenas,
por medio de certificaciones de industrias especí-
ficas o por recomendaciones que han avanzado
hacia la inclusión explícita de la aplicación de los
PRDHUN.

2.2. Criterios de selección y 
análisis de las experiencias

Los criterios de selección e indicadores de evalu-
ación tuvieron como objetivo primario establecer 
una metodología clara para escoger las empresas 
que serían parte de la muestra, pero, además, 
orientar el proceso de recopilación de información, 
tanto de fuentes secundarias – entrevistas con 
expertos y documentación consultada – como para 
las fuentes primarias que estuvieran directamente 
relacionadas con los casos seleccionados. 

De este modo, se establecieron los criterios de prese-
lección de experiencias que se indican a continuación.

a) Zona geográfica, considerando el país y el
territorio en el que se desarrolla la experiencia,
manteniendo un equilibrio entre países y zonas
geográficas. Para este estudio se consideraron
experiencias en América del Sur y en Mesoamérica.

b) Sector productivo al que pertenece la
empresa. Se escogieron sectores que por su nat-
uraleza y desarrollo tuvieran relación más estrecha
con Pueblos Indígenas como proveedores de
mano de obra, vecindad y relaciones territoriales,

2  Ver Connect Portal

cohabitación en espacios comunes, proveedores de 
insumos, productos, servicios u otras.

c) Participación de Pueblos Indígenas, hacien-
do especial referencia a aspectos de género, diver-
sidad de pueblos involucrados, idiomas y etnias.

d) Criterios de exclusión:

i) No se seleccionaron proyectos en los que 
las empresas titulares hayan caído en notorio 
incumplimiento de la aplicación de la normativa 
internacional.

ii) Para la selección de casos se consideraron
los criterios de exclusión de la FAO 2.

Además, se determinaron los siguientes indicadores 
para analizar cada caso:

a) Indicadores basados en la utilización de
los PRDHUN aplicados en la relación con los
derechos de los Pueblos Indígenas.  Se revisaron
los indicadores por separado, considerando que
hay empresas que cumplen parcialmente con ellos
o tienen política de derechos humanos sin guiarse
estrictamente por los PRDHUN.

a.1 La empresa cuenta con una declaración 
formal de su la alta dirección sobre el compromiso 
con el respeto a los derechos humanos.
a.2 Alcance de la declaración dentro de la
empresa (estructuras y funcionalidades que
compromete).
a.3 La declaración es pública.
a.4 La empresa ha realizado un proceso de dili-
gencia debida, de acuerdo con los PRDHUN.
a.5 La empresa ha identificado o mapeado 
riesgos reales y potenciales de impactos negativos 
a los derechos humanos respecto de los Pueblos 
Indígenas involucrados.
a.6 La empresa ha establecido medidas de 
prevención y mitigación de los riesgos reales y 
potenciales.

https://www.fao.org/connect-private-sector/partnership-cycle/es/
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a.7 La empresa cuenta con personal asigna-
do a funciones propias de la aplicación de los 
PRDHUN.
a.8 La empresa ha dispuesto mecanismos de 
queja libres, accesibles y pertinentes a los Pueblos 
Indígenas (lenguaje, independencia, acceso físico
o virtual).
a.9 La empresa ha establecido mecanismos de 
reparación en caso de impacto negativos.

b) Relación empresa-Pueblos Indígenas que
participan directa o indirectamente en las iniciati-
vas. Estos, al igual que en los indicadores anteri-
ores, se revisaron de manera individual, dado que
el tipo de relación es muy variado y proviene de
diversas fuentes.

b.1 Relación laboral. Las comunidades indígenas 
aportan con mano de obra para la realización del 
proyecto. 

b.1.1 Cuentan con contrato formal escrito.
b.1.2 Existen cláusulas o prácticas específicas 
sobre trabajadores/as indígenas o sobre la 
comunidad.
b.1.3 Proporción de la comunidad que trabaja 
en el proyecto.
b.1.4 Tipo de trabajo que realizan o nivel de 
calificación requerido.
b.1.5 Están estipuladas capacitaciones o for-
mación requerida para trabajos demandados 
por la empresa.

b.2 Relación comercial. Las comunidades son par-
te de la cadena de valor de la empresa como:

b.2.1 Proveedores de materias primas.
b.2.2 Proveedores de productos terminados.
b.2.3 Proveedores o contratistas de servicios
asociados al proyecto.
b.2.4 En cualquiera de los casos anteriores,
están estipuladas capacitaciones o formación re-
querida para ser proveedor o contratista de pro-
ductos o servicios demandados por la empresa.
b.2.5 Arrendatarios de tierras.

3  Por lo general estas políticas o prácticas corporativas están incluidas en los Reportes de Sostenibilidad (memorias anuales integradas u otro instrumento de reportaje), 
instrumentos utilizados por los grupos de interés, incluidos Pueblos Indígenas, para la evaluación del desempeño económico, social y ambiental de las empresas. 

b.3 Origen de la relación. Más allá de relaciones
laborales o comerciales, la empresa se relaciona
con los Pueblos Indígenas porque cuenta con:

b.3.1 Políticas corporativas específicas para la
relación con Pueblos Indígenas.
bb.3.2 Políticas corporativas ambientales o so-
ciales con consideración especifica de los impac-
tos en los territorios y en los Pueblos Indígenas 3.
b.3.3 Las relaciones con los Pueblos Indígenas
son parte de la matriz de riesgo de la empresa 
considerando sus impactos reales y potenciales en
el ejercicio de los derechos de los primeros, consid-
erándolos como sujetos activos de derechos. 

b.4 Forma de relacionamiento de la empresa con
los Pueblos Indígenas.

b.4.1 Políticas de relacionamiento sistemático a
través de instrumentos regulatorios o voluntarios.
b.4.2 Información periódica del proyecto y
decisiones relativas a él.
b.4.3 Forma de entrega de la información
(escrita, oral, virtual, otra).
b.4.4 Gestión del idioma de las relaciones (uso
de traductores, multilingüismo).
b.4.5 Adaptación de actividades de la empresa
a efemérides, tradiciones y a la espiritualidad de
los Pueblos Indígenas.
b.4.6 Uso de canales apropiados y pertinentes
de comunicación.
b.4.7 Monitoreo de las conclusiones y acuerdos.
b.4.8 Mecanismos de prevención y resolución
pertinente de conflictos con comunidades
indígenas.

c) Creación de valor para los grupos de in-
terés involucrados en los procesos.

c.1 Actividades para el desarrollo económico, 
social y cultural de las comunidades y organiza-
ciones, y para el mejoramiento de la calidad de 
vida de las poblaciones indígenas.
c.2 Estimación del nivel y tipo de impacto en
aspectos ambientales y en el cambio climático
que afectan a poblaciones indígenas.
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Metodología

c.3 Estimación del impacto de la aplicación de
PRDHUN en la relación de las empresas con los
Pueblos Indígenas.
c.4 Aplicación de protocolos firmados y declara-
dos por parte del Estado y las empresas.
c.5 Impacto ejercido por la relación con los
Pueblos Indígenas en el valor económico de las
empresas.

2.3. Sistematización de las 
principales características4  

Una vez realizadas las entrevistas con especialistas y la 
revisión de fuentes primarias vinculadas directamente 
con los proyectos escogidos, así como la revisión de 
documentos, se seleccionaron las experiencias que ser-
virían para ejemplificar situaciones en las que en diver-
sos sectores económicos empresas y Pueblos Indígenas  
establecieron algún tipo de relación que terminó siendo 
un caso destacable en esta búsqueda de interacciones 
y que redundaran en el fortalecimiento de tradiciones, 
respeto a los derechos colectivos de los Pueblos Indí-
genas , mayor autogestión de las comunidades o que 
resaltaran algún tipo de actividad ancestral. 

La selección concluyó con 12 casos. Estos reflejaban, 
además de los criterios iniciales de selección, la 
variedad necesaria para sacar algunas conclusiones 
y recomendaciones, de acuerdo con los objetivos del 
estudio. No se trata de una lista exhaustiva ni tiene la 
pretensión de agotar los casos de prácticas destaca-
bles sino ofrecer información y evidencias para reflex-
iones y análisis por parte de personas, profesionales e 
instituciones interesadas en la materia. Probablemente, 
en la región existen muchas más que serán parte de 
futuros trabajos a realizarse en este incipiente campo 
de estudio. 

4  Las experiencias relevadas para este estudio se basan esencialmente en información obtenida en entrevistas personales con protagonistas de las empresas y los 
Pueblos Indígenas involucrados, en entrevistas con asesores y organizaciones participantes en dichos casos y en el análisis de información documental oficial de las 
empresas, estados y textos seleccionados. 

Metodología

El Cuadro 3 muestra el detalle de las expe-riencias. Las 
hay de ocho países de América Latina, cinco sectores 
productivos y representan variados tipos de relación, 
que van desde la negociación de acuerdos basados en 
la legislación internacional, especialmente el Convenio 
169 de la OIT  y la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas  (Naciones 
Unidas, 2007), hasta las de empresas indígenas que se 
insertan en el mercado nacional e internacional desde 
una perspectiva autóno-ma, a veces con productos 
finales o como parte de la cadena de valor de otras 
empresas, generando una interesante interacción de su 
economía y los modos de producción ancestrales con  
la modernidad, reflejada en su inserción comercial.
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Cuadro 3. Experiencias seleccionadas

Nombre de la
empresa

País Industria Pueblos Indígenas Formas de relacionamiento

1.Cerro Matoso Colombia Minería metálica Comunidad Zenú Trabajadores y convenio

2.BHP Billiton Perú Minería metálica
Comunidad Quec-

hua Tintaya Marquiri
Comunidad aledaña y 

convenio

3. Albemarle Chile Minería no metálica Lickanantay Trabajadores y convenio

4. Lote 192/Petroperú Perú Minería no metálica
Comunidades 

Quechuas, Kichwas 
y Achuar

Consulta Previa y Convenio

Hidrocarburos
Comunidades 

Quechuas, Kich-
was y Achuar

Consulta previa y 
convenio

Comunidades indí-
genas CRIC, Cauca

Proveedores

5. CENCOIC/Wakefield /
Cafeology

Colombia Agrícola/café
Comunidades indí-
genas CRIC, Cauca

Proveedores

6. ICAFE Costa Rica Agrícola/café
Comarca Ngäbe 

Buglé Panamá
Trabajadores temporales

7. De Mendes Brasil Agrícola/cacao
Yanomami, Paité 

Surui
Proveedores

8. Grupo Aje Perú Bebidas
Comunidades shipi-
bo-konibo y kukama 

kukamiriaa
Proveedores

9. Cervecería Boliviana 
Nacional

Estado Plurina-
cional de Bolivia

Bebidas
Mujeres Aymaras 

Huari
RSE 

10. Fuerza y Energía Limpia 
Tizimín

México Energía
Comunidades Ma-

yas de San Francisco 
Yohactún

Consulta previa y convenio

11. Enel Green Power Panamá Energía
Comunidad Ngäbe 

Buglé
Trabajadores

12. Ak’Tenamit/Grupo Tre-
fra/Hotel Villa Caribe

Guatemala Turismo
Maya q'eqchi' y 

Garífuna
Workers
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3. Experiencias

3.1 Sector minero

En los sectores empresariales extractivistas su relación 
con los Pueblos Indígenas suele estar determinada 
por negociaciones territoriales o vinculadas al desa-
rrollo económico y social de las comunidades donde 
se desarrollan las actividades empresariales. Estos 
casos constituyen, por lo general, el campo de acción, 
aunque no exclusivamente de instrumentos como la 
Consulta Previa, Libre e Informada (CPLI) y los PRD-
HUN, en la medida en que participe el Estado o que 
las empresas y Pueblos Indígenas involucrados hayan 
apelado a su aplicación. 

Cerro Matoso y 
comunidades Zenú, 
Colombia    

Cerro Matoso Sociedad 
Anónima (CMSA) es 
la mina a cielo abierto 
productora de níquel más 
grande de Colombia que, 
además, opera una planta 
de procesamiento, y está ubicada a 22 km. de Montelí-
bano, departamento de Córdoba. Es operada actual-
mente por la empresa australiana South 32. Durante 
los primeros 30 años, las relaciones de la empresa con 
los Pueblos Indígenas circundantes fueron de carácter 
asistencialista y poco respetuosas de la protección de 
los derechos y las reivindicaciones históricas de las co-
munidades, como los reclamos sobre la tenencia de las 
tierras. La situación de pobreza de las comunidades in-
dígenas y afrodescendientes de la zona y los crecientes 
impactos ambientales de la explotación minera y de la 

planta generaron progresivos reclamos y demandas 
por parte de los Pueblos Indígenas. 

La Constitución Política de Colombia aprobada en 
1991 (CP) (Corte Constitucional de Colombia, 1991) 
establece un reconocimiento explícito a los Pueblos 
Indígenas  como sujetos de derechos específicos, su 
derecho a la participación y consulta y a su identidad 
cultural, incorporando los tratados de derechos huma-
nos al derecho interno, incluyendo el Convenio 169 de 
la OIT, ratificado por el país ese mismo año (Ley 21 de 
1991), y la Convención Internacional sobre la Elimina-
ción de Todas las Formas de Discriminación Racial. La 
Constitución no solo consagró los derechos materiales 
de los indígenas, sino que además creó instrumentos 
jurídicos procesales para su defensa y concreción, en 
particular la acción de tutela (artículo 86 de la CP) 
y las instituciones correspondientes, entre las que se 
destaca la Corte Constitucional (artículos 239 ss.), 
(Semper, 2006). 

Asimismo, la Corte Constitucional (CC) en la senten-
cia T-376 de 2012 concluyó que la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas de 2007 (Naciones Unidas, 2007) es de 
aplicación directa, considerando que no contradice 
normas constitucionales y que se trata de un docu-
mento que refleja la voluntad actual de los Estados 
que integran el sistema de Naciones Unidas sobre el 
contenido y alcance de los derechos de los Pueblos 
Indígenas5 . 

El contexto anterior fortaleció la acción de grupos y 
comunidades indígenas por mayores demandas a las 
empresas, en este caso Cerro Matoso.  En los años 
2012 y 2013, se presentaron los primeros recursos judi-
ciales, que fueron rechazados por el Tribunal Superior 
de Córdoba. 

Así, surgió un nuevo escenario para las compañías, 
especialmente en las relaciones que habían estable-
cido con las comunidades. En el año 2013 tuvo lugar 

5   El fallo destaca que: “ii) La Declaración contiene, así mismo, la opinión autorizada de la comunidad internacional sobre los derechos de los Pueblos Indígenas, y fue construida 
en un proceso de diálogo con los pueblos interesados. El Estado colombiano es parte de tratados y convenios internaciones asociados a la protección de los Pueblos Indígenas y 
las comunidades afrodescendientes (especialmente el Convenio 169 de la OIT), Fallo T-376 de 2012, CC de Colombia, en Informe Final, Resultados de una evaluación independ-
iente sobre las consultas realizadas en cumplimiento de la Sentencia T-733 Análisis desde el Convenio 169 de la OIT y la Declaración de Naciones Unidas (Sánchez, E, 2018). 
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una protesta con un paro de la mina por 39 días, en 
que participaron ex trabajadores de Cerro Matoso 
y miembros de comunidades. Tras esto, se firmó un 
Acta de Entendimiento que contenía compromisos de 
apoyo productivo y mejoramiento de viviendas, y el 
establecimiento de una Mesa Permanente de Diálo-
go Intercultural entre la empresa, las comunidades y 
representantes del Gobierno. Ese mismo año, el líder 
Zenú Israel Aguilar, apoyado por un estudio de aboga-
dos, presentó una Acción de Tutela contra la empresa 
y el Gobierno colombiano, la que fue fallada favora-
blemente en 2017 por la CC a través del fallo T-733 
(Corte Constitucional, 2017). Este hecho constituyó un 
punto de inflexión en este tipo de demandas, dado que 
establecía que las comunidades afectadas –3 000 
familias de 18 comunidades– eran sujetos colectivos 
de derecho, y debían ser indemnizados por daños 
ambientales y de salud. Posteriormente, a instancias 
de una solicitud presentada por Cerro Matoso S.A. y 
la Asociación Colombiana de Minería la CC emitió 
una sentencia de nulidad parcial por la vulneración 
del derecho fundamental al debido proceso (Corte 
Constitucional de Colombia, 2018b) a través del cual 
la empresa logró reducir los montos indemnizatorios y 
disminuir cargos por denuncias ambientales y de salud. 

El fallo final determinó que Cerro Matoso debía 
brindar atención de salud permanente a la comunidad 
y someterse a un nuevo proceso de licenciamiento 
ambiental. Para esto, debía realizar un proceso de 
post consulta entre la empresa y ocho comunidades 
indígenas y una afrodescendiente, como una forma 
de conocer y reflexionar a partir de la opinión de las 
comunidades involucradas sobre los impactos y los da-
ños generados por la operación de la empresa. Según 
el líder de la comunidad Zenú, luego de debates entre 
las comunidades, se decidió aceptar el fallo.

A partir de 2018  y hasta fines de 2019  se desarrolló 
un proceso de negociación que incluyó 185 reuniones 
entre las comunidades, la empresa e instituciones del 
Estado, para:  i) determinar una ruta metodológica, 
con asesores de ambas partes; ii) establecer los temas 
ambientales a resolver, y iii) generar acuerdos de 
desarrollo en líneas de inversión: montos por año a 
invertir  hasta 2044 en cada comunidad, que inclu-

Experiencias

yeron  donación de tierras propiedad de la empresa o 
recursos para comprarlas (47,5 ha por comunidad), 
autoconstrucción de viviendas en un modelo mixto de 
construcción, becas de estudio para educación escolar 
y superior y un proyecto de recuperación de tradiciones 
de trabajo en productos Zenú de folclore ancestral y 
recuperación de la lengua materna, así como fortale-
cer instituciones de gobierno propio, conocimiento y 
aplicación de la legislación indígena y la Constitución 
Política de Colombia. 

En resumen, luego del fallo final de la CC se inició 
un proceso de consulta basado en las decisiones y 
necesidades de las comunidades representadas por 
sus autoridades, que dio como resultado el acuerdo 
señalado y que en un marco de diálogo permanente 
incluyó aspectos muy relevantes y de reivindicación 
histórica para las comunidades.  

En la actualidad, como resultado de la consulta previa 
originada en un fallo judicial adverso, el proceso se en-
cuentra en la etapa de aplicación de los acuerdos. Esto 
ha generado una relación permanente entre la empresa 
y las comunidades. Según los involucrados, el Convenio 
169 de la OIT y la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (DDPI) 
fueron claves para llegar a este momento de la relación. 
Estos instrumentos sirvieron como marco de fondo para 
organizar la participación de las comunidades a partir 
de satisfactores que permitirían un cambio de vida 
real y que mejorarían sustancialmente la relación de la 
empresa con las comunidades aledañas. 

Según representantes de las comunidades, las princi-
pales ventajas del proceso de consulta previa han sido 
permitirles convertirse en interlocutores válidos para la 
empresa, ser permanentemente consultados, haber lo-
grado reconocimiento y amplia participación de líderes 
indígenas y a la vez producir cambios significativos en 
la empresa y en las comunidades respecto al diálogo y 
conocimiento del otro. 

Antes de este proceso, las autoridades de la empresa 
eran desconocidas para las comunidades y la relación 
estaba basada en imposiciones. Hoy reconocen que 
el presidente y otros ejecutivos están en permanente 



12

Pueblos Indígenas y sector privado - Experiencias destacadas en América Latina

relación con los líderes y conversan e interactúan con 
ellos en una actitud de respeto. Según la empresa, si 
bien el proceso de diálogo se inició a través de un fallo 
judicial, fue una buena oportunidad para el desarro-
llo de relaciones armónicas en el uso compartido del 
territorio, ser una empresa más sostenible y aplicar este 
tipo de procesos en todas sus relaciones comunitarias. 

Finalmente, en noviembre de 2020, el Tribunal Admi-
nistrativo de Cundinamarca concluyó que las órdenes 
habían sido cumplidas en su totalidad y señaló que 
se continuaría verificando aquellas de cumplimiento 
permanente en el tiempo, aun cuando hasta el presen-
te hayan sido cumplidas a cabalidad (Cerro Matoso, 
2020). Lo anterior y las consultas previas realizadas 
permitieron a la Autoridad Nacional de Licencias 
Ambientales (ANLA) otorgar a la empresa la nueva 
licencia ambiental. 
. 

Indicadores relevantes

a) PRDHUN: La empresa cuenta con una
declaración corporativa sobre el respeto de los
derechos humanos en todos sus niveles, incluyen-
do a contratistas y a quienes actúen a nombre
de la compañía. Además, en 2018, Cerro
Matoso realizó procesos de diligencia debida en
derechos humanos para todas sus operaciones y
cadenas de valor. Como resultado de los proce-
sos anteriores, la empresa desarrolló una matriz
de derechos humanos, que determina los temas
relevantes que requieren atención inmediata,
los que deben ser monitoreados y aquellos que
aparecen como controlados, incluyendo el ma-
peo y las mitigaciones necesarias. Finalmente, la
compañía cuenta además con un mecanismo de
atención de quejas y reclamaciones basado en
derechos humanos y con pertinencia cultural.

b) Relación empresa–Pueblos Indígenas:
Según los acuerdos firmados con las comunida-
des en el proceso de consulta, la compañía debe
contar con un mínimo de 15 % de trabajadores

provenientes de las comunidades, a quienes ade-
más debe proveer de capacitación. Además, los 
acuerdos establecen mecanismos de resolución 
de conflictos y de negociación anual con las au-
toridades comunitarias. Si bien la empresa tanto 
en sus lineamientos corporativos como en sus 
operaciones en terreno tenía políticas sobre las 
relaciones con Pueblos Indígenas, fue a partir del 
fallo y la consulta previa para renovar la licencia 
ambiental que se fortalecieron los mecanismos 
de relación y las negociaciones directas con las 
comunidades. 

c) Creación de valor para los grupos de
interés: Para los Pueblos Indígenas  involucra-
dos en el proceso de consulta, los acercamientos
con Cerro Matoso derivaron principalmente en
asignaciones de tierras, becas de estudio, proce-
sos de autoconstrucción de viviendas, fortaleci-
miento de instituciones comunitarias, autonomía
y reconocimiento de derechos, consulta sobre
inversiones y cuidado ambiental, incluyendo
medidas decididas autónomamente por las
comunidades sobre el cuidado de las tierras y el
medio ambiente.

Para la empresa, el proceso de consulta previa 
significó obtener su licencia ambiental, cumplir 
con el fallo de la Corte Constitucional y fortale-
cer sus niveles de sostenibilidad en los procesos 
de relaciones, aplicando en la consulta previa 
el Convenio 169 de la OIT y la Declaración de 
las Naciones Unidas sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas, bajo la observancia de 
organismos estatales. Ello significó para la com-
pañía crear valor desde una mejor convivencia y 
relación y aumentar sus prácticas de relaciones 
sustentables con las comunidades, cada vez más 
valoradas en este sector productivo. 
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Análisis y lecciones aprendidas

a) Es destacable la importancia de la existencia de
la Constitución de Colombia de 1991 y los artícu-
los que resguardan y promueven los derechos de
los Pueblos Indígenas, su reconocimiento como
primeros habitantes del territorio y la validación de
sus demandas ancestrales, e integra los tratados
internacionales con reconocimientos específicos.
La CP ha significado un aliciente para el respeto de
los derechos de los Pueblos Indígenas y ha servido
de base para acciones políticas y jurídicas, como el
fallo T-133 de 2017 de la CC de Colombia.

b) Por otra parte, si bien los tratados interna-
cionales, tales como el Convenio 169 de la OIT
y Declaración de las Naciones Unidas sobre los
Derechos de los Pueblos Indígenas (UNDRIP) no
fueron aplicados directamente por el Estado, su
reconocimiento explícito tanto en la CP como en
fallos posteriores de la CC sirvió como base para la
consulta por parte de la empresa. Por lo tanto, en
alguna medida, cumplieron la función regulatoria
de estos procesos y lograron orientar la acción de
la empresa y de las comunidades, fortaleciendo las
relaciones entre ellos. Sin embargo, la ausencia no-
toria del Estado como garante u organizador sigue
siendo una falencia en la consolidación de este tipo
de procesos.

c) Respecto de la aplicación de los Principios
Rectores de Naciones Unidas para Derechos
Humanos y Empresas (PRNUDH), otro fallo de la
CC debe ser relevado en el marco de este caso. La
Sentencia U–123 de 2018 de la CC (Corte Consti-
tucional de Colombia, 2018) indica el deber de la
diligencia debida empresarial frente a los derechos
humanos, basada en los PRDHUN que establecen
el respeto de las empresas a los derechos humanos
como parte esencial de los principios, considerando
fallos de tribunales internacionales sobre la necesi-
dad de aplicar la diligencia debida con relación a

la consulta indígena en diversos países. Fallos como 
éste pueden contribuir a una mayor aplicación de 
ésta en la región6.

d) Si bien la empresa ya venía estableciendo
relaciones con las comunidades, solo a partir del
fallo judicial se decide hacer la consulta previa y
desarrollar planes de relacionamiento acorde a la
normativa internacional. Lamentablemente esto
tuvo lugar a partir de una demanda y no antes.
Igualmente, la consulta abrió las posibilidades para
conocer, aprender y respetar formas de vida indíge-
nas, sus formas de producir, sus creencias religiosas
y culturales, sus instituciones y su concepto de
naturaleza y de territorio, entre otras cosas. Para las
empresas no ha sido un proceso común y requirió
capacidades y conocimientos que normalmente
no tienen. Cumplir por parte de la empresa con la
sentencia que los obligaba a desarrollar un proceso
de relación con las comunidades indígenas repre-
sentó una oportunidad, permitiéndoles mejorar sus
prácticas y ser más sostenible.

BHP Billiton Tintaya 
y comunidades 
quechuas en Espinar, 
Perú  

A partir de 1981, el Estado 
peruano expropió 2 368 
hectáreas a las comuni-
dades de Anta Cama en 
el sector Tintaya Marquiri, Provincia de Espinar, a un 
precio considerado por los comuneros como muy bajo, 
por lo que realizaron una protesta. Luego de unos 
años, un porcentaje de estas tierras fue adquirido por 
la compañía británico-australiana BHP Billiton para 
construir una planta de tratamiento de óxido de cobre. 
BHP en 1996 adquirió Glencore, que a su vez había 
comprado Xstrata Tintaya, compañía multinacional 

6   En el año 2018, Cerro Matoso desarrolló un proceso de diligencia debida en derechos humanos, según los (PRUNDH), identificando 18 acciones posibles sobre grupos 
de afectación, las que al 2020 se encontraban, según información propia, cumplidas en un 83 % y el resto son acciones recurrentes (South 32. Cerro Matoso, 2020).
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minera británico-suiza con sede en Zug, Suiza, dedi-
cada principalmente a la extracción y producción de 
minerales.  BHP tiene operaciones en 19 países en todos 
los continentes, con ingresos que superan los 4 476 

millones de USD y cerca de 3 500 trabajadores.

En la época de la adquisición de tierras, los habitan-
tes de Espinar contaban con un acceso mínimo a los 
servicios básicos de agua, alcantarillado y electricidad. 
Al mismo tiempo, la empresa era la única beneficiaria 
de los recursos naturales de la zona (cobre y hierro), lo 
que generó durante décadas graves conflictos entre 
ambas partes. Las nuevas compras de tierras en 1996, 
tanto a comunidades como a particulares, sumadas a 
los impactos ambientales y sociales de la explotación 
de la mina provocó gran malestar en las comunidades 
vecinas de Tintaya Marquiri, especialmente a propósito 
del cuestionamiento de la validez legal de los procesos 
de adquisición de tierras. Las comunidades se organi-
zaron y exigieron a la empresa compartir la riqueza que 
según afirman les pertenece de manera ancestral. 

En 1999 se creó el Comité Coordinador Nacional de 
Comunidades Afectadas por la Minería, que asumió 
como prioridad el caso de Espinar. Por otro lado, infor-
mes independientes como el de Cooperación, en 2001, 
establecieron que se estaban cometiendo violaciones 
a los derechos humanos, notablemente expulsiones 
de tierras. Algunos informes incluso mencionaron 
presiones indebidas del Ministerio de Energía y Minas 
(Cooperacción, 2001). Otros informes recogieron los 
impactos ambientales, tanto en el agua, en el aire y en 
el suelo, especialmente por los relaves derramados en 
el río Tintaya.

En 2001 se constituyó en Espinar un Comité de Lucha. 
Las comunidades y organismos no gubernamentales 
denunciaron a BHP Billiton en Australia, país sede de 
la empresa, provocando la visita al Perú de una media-
dora oficial en temas de minería de la ONG internacio-
nal OXFAM (Oxfam Community Aid Abroad Mining 
Ombudsman). Luego de verificar todas las denuncias 
realizadas por las comunidades y sus asesores, la me-
diadora decidió en 2001 realizar una investigación.

La decisión de investigar fue el hecho más significativo 
y el que propició el inicio del diálogo entre la empresa 
y las comunidades. En el año 2003, ambas partes 
firman el primer Convenio Marco por el Desarrollo de 
la Provincia de Espinar y BHP Billiton Tintaya, para el 
cual se creó el Comité de Concertación de la Provincia 
de Espinar. En este comité participaron la empresa, 
la municipalidad de la Provincia de Espinar, como 
representante de la Provincia de Espinar, y más de 20 
organizaciones campesinas, profesionales y asocia-
ciones de productores afectados por la actividad 
minera, entre otras. Como finalidad del convenio se 
estableció la ejecución de proyectos o construcciones 
de infraestructura pública, y el desarrollo de programas 
establecidos en el Plan de Desarrollo de la provincia 
que contribuyeran al desarrollo sostenible integral de la 
provincia y de BHP Billiton Tintaya.

En el marco del convenio, la empresa se comprometió 
a entregar mientras duraran sus operaciones hasta un 
máximo de 3 % de sus utilidades antes de impuesto, 
con un mínimo de 1,5 millones de USD los primeros 
cinco años para el desarrollo de la provincia de Espi-
nar, incluyendo a las comunidades de su entorno, y a 
cumplir todos los acuerdos emanados de las comisio-
nes de Tierra, Medio Ambiente, Derechos Humanos y 
Desarrollo Sostenible, con reglamentos de funciona-
miento bajo observancia de Oxfam. Para los proyec-
tos, se estableció un comité de gestión formado por el 
municipio, la empresa y las organizaciones firmantes. 
Para el seguimiento ambiental se conformó un comité 
de vigilancia ambiental conjunto y participativo.

En 2004, se firmó un segundo acuerdo, conocido 
como la Mesa de Diálogo, con seis comunidades, 
entre los comuneros afectados por la contaminación 
y las expropiaciones. Desde la fecha hasta hoy, se 
han establecido nuevas mesas de diálogo ampliando 
los actores intervinientes en el proceso, considerando 
entidades públicas, la empresa y las comunidades, 
además de ONG peruanas e internacionales. Gracias 
a las mesas de diálogo de Espinar las comunidades 
han podido abordar positivamente las urgencias 
sociales, económicas, culturales y ambientales de su 
población, logrando acuerdos que incluyeron aportes 

significativos de las empresas a la zona.
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Indicadores relevantes 

a) PRDHUN: El proceso de negociación des-
crito ocurrió antes de ser aprobados los PRDHUN.
Sin embargo, la empresa BHP Billiton, que desarro-
lló y participó en las mesas de diálogo y firmó los
acuerdos, había desarrollado a nivel corporativo y
en algunas de sus instalaciones mineras la aplica-
ción de los derechos humanos en sus relaciones co-
munitarias como parte de sus políticas de respon-
sabilidad social. En los acuerdos se establecieron
mecanismos de queja y resolución de conflictos que
fueron aplicados durante las negociaciones.

b) Relación empresa-Pueblos Indígenas:
La empresa asumió compromisos ambientales y
sociales, especialmente a partir de la intervención
de la mediadora, esencialmente de tipo voluntario
ya que no se aplicaron instrumentos regulatorios. El
acuerdo alcanzado a través de la acción de las me-
sas de diálogo formalizó canales de comunicación
y mecanismos de seguimiento a través del Comité
de Gestión que incluyó a los líderes comunitarios.

c) Creación de valor para los grupos de
interés: Ambos acuerdos implicaron aportes
monetarios, manejados por un comité de gestión
del que las comunidades forman parte, lo que sin
duda constituye la esencia de esta experiencia.
También se formó un comité de vigilancia conjunta
y participativa, para dar seguimiento al trabajo y
a los acuerdos de la Comisión de Medio Ambiente
formada durante las negociaciones, de gran rele-
vancia para la vida de las comunidades.

Desde la perspectiva de la empresa y a partir de es-
tas negociaciones, BHP Billiton desarrolló políticas 
de relaciones comunitarias. Asimismo, los acuerdos 
asumidos constituyeron para las empresas que le 
siguieron en la operación un activo respecto de la 
convivencia comunitaria a la hora de programar 
presupuestos y anticipar conflictos.

Análisis y lecciones aprendidas

a) Este es un caso destacado y emblemático en
la historia del Perú y en general de negociaciones
entre empresas y comunidades afectadas por sus
operaciones. No en vano se estudia en universida-
des, como por ejemplo en Harvard, en el estudio de
casos de negociación de conflictos y sus acuerdos
son hasta hoy referentes en otros procesos simila-
res. Según fuentes consultadas, el 3 % de aporte
económico acordado fue posteriormente la base de
la ley sobre regalías mineras en el Perú, hoy Ley 29
788.

b) Para la empresa significó cambiar su forma
transaccional convencional, de relaciones poco
colaborativas y de negación de impactos.  Se
avanzó hacia una negociación en la que, más allá
de disponer de una parte de sus utilidades, se reco-
noció la importancia de un nuevo tipo de vincula-
ción territorial. De esta manera, en las relaciones se
comparten intereses con comunidades que les
habían planteado un escenario inédito con la pre-
sentación del caso ante el país sede de la empresa.

c) Según fuentes consultadas, ha sido impor-
tante la voluntad de la empresa de revisar reclamos
contra sus ejecutivos, asumir la necesidad de capa-
citar a personas para las negociaciones y participar
en ellas de manera proactiva y respetuosa. Para la
empresa, esta nueva situación significó cambios a
nivel corporativo en sus relaciones comunitarias, lo
que en la actualidad constituye un activo altamente
valorado por las empresas mineras.

d) Las comunidades y sus representantes tam-
bién enfrentaron situaciones novedosas. Pasar de la
denuncia a la construcción de acuerdos puede ser
muy frustrante si no se cuenta con buenos aliados
en la sociedad civil, capacidades de organización y
férrea voluntad de lograr los acuerdos. Éstas
apelaron inicialmente a un recurso internacional,
como el Ombudsman de Oxfam, que les permitió

7    Ver en este mismo estudio el caso Lote 192
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‘equiparar la cancha’ a su favor y abrir espacio a 
esta inédita negociación. No obstante, construir un 
proceso de este tipo es una tarea de largo aliento, 
con obstáculos que no estuvieron ausentes durante 
las negociaciones. 

e) La presencia efectiva del Estado peruano
en las negociaciones fue muy baja, aun cuando
contaba con instrumentos legales para participar,
ya que, pese a no haber sido aprobada todavía
la Ley de Consulta Previa, sí se había ratificado el
convenio 169 de la OIT. La participación solo se dio
al nivel municipal.

Lote 192 Petroperú/
Comunidades 
Quechuas, Shuar y 
Kichwas, Perú   

El Lote 192 es la reserva 
petrolera más grande del 
Perú que en algún momen-
to representó el 25 % de 
las reservas del país, con 
una extensión de 290 mil hectáreas y una producción 
de 12 mil barriles diarios (Petroperú,s.f.). Es también 
una de las más contaminantes, por lo cual se han 
generado problemas ambientales y conflictos con los 
pobladores y comunidades indígenas de la zona. Así, 
el Lote 192 acumula una larga historia de tensiones 
en sus más de 40 años de actividad petrolera en las 
cuencas de los ríos Tigre, Pastaza, Marañón y Co-
rrientes, donde viven los Pueblos Indígenas Kichwas, 
Quechuas, Achuar y Urarinas.

En julio de 2015 se terminaba el contrato de concesión 
del Lote 1 AB, denominado después Lote 192, entre el 
Estado peruano y la empresa argentino-holandesa 
Pluspetrol, por lo que se debía comenzar un nuevo 
proceso de licitación. En julio de 2011 se había promul-

gado en el Congreso la ley de Consulta Previa y al año 
siguiente se había reglamentado, esperando contar así 
con una herramienta que pusiera en práctica el Conve-
nio 169 de la OIT, firmado por el Perú en 19948.

En agosto del 2012, el Estado peruano llamó al primer 
proceso de consulta previa sobre la nueva licitación del 
Lote 192. Esto despertó el interés de las autoridades 
de los Pueblos Indígenas de la región. Ellas señalaron 
que antes de comenzar el proceso debía hacerse un 
acuerdo sobre temas que no habían sido remediados 
hasta el momento y que eran muy sensibles para las 
comunidades. Básicamente, se trataba de aspectos 
de remediación ambiental, como las graves conse-
cuencias de residuos vertidos en los ríos, y alrededor 
de 2 000 sitios impactados según las autoridades 
comunitarias, de titulación de tierras y soluciones a 
carencias económicas y sociales. Algunos temas, como 
los ambientales, ya habían sido visibilizados a partir de 
una fuerte protesta en la zona del río Corrientes, que 
en 2006 dio origen a un proceso de diálogo en el que 
participó la Defensoría del Pueblo.

Se instalaron comisiones de alto nivel y se declaró en 
emergencia las tres cuencas involucradas, a la vez que 
se comprobó que se trataba de una zona de alta con-
taminación. En marzo del 2015, se llegó a un acuerdo 
que no contó con la firma de las organizaciones más 
representativas, y que el Estado consideró válida.

Se firmó un acta que incluyó cuatro grandes temas: 
i) desarrollo integral e intercultural; ii) remediación
ambiental; iii) titulación de tierras, y iv) licitación del
Lote 192 con un proceso de consulta previa y partici-
pación ciudadana (ONDS, Perú 2015). Por otra parte,
la licitación convocada no tuvo postores y fue decla-
rada desierta. En ese escenario, el Estado peruano
realizó una negociación directa con la empresa Pacific
Stratus Energy, hoy Frontera, a la que le adjudicó el
Lote 192 con un contrato de servicios temporales por
dos años, hasta agosto de 2017 (Lévano, 2017), y que
finalmente duró seis.

8  Según la publicación Sin Derechos no hay Consulta, aproximación a las miradas indígenas sobre el proceso de consulta previa en el lote 192 de la Amazonía 
peruana (Zúñiga M.; Okamoto T, 2019, página 57): “La ley y su reglamento representaron entonces la afirmación más sólida por parte del Estado peruano del 

respe-to por los derechos colectivos frente al avance de la frontera extractiva y del uso de territorios indígenas. Su creación incluso colocó al Perú́ como el primer 
país en Latinoamérica con una ley y reglamento de consulta”. 



17

Para los apus, líderes de las comunidades nativas,  y 
para los dirigentes de la Federación de Comunidades 
Nativas del Corrientes (FECONACO), la Federación 
de Indígena Quechua del Pastaza (FEDIQUEP),  la 
Federación de Comunidades Nativas del Alto Tigre 
(FECONAT) y la Asociación Cocama de Desarrollo y 
Conservación San Pablo de Tipishca (ACODECOS-
PAT): “…ésta era una oportunidad para hacer visible y 
lograr atención a las demandas de indemnización por 
los daños sociales y ambientales producidos, com-
pensación por el uso de sus tierras, remediación de los 
pasivos ambientales y titulación de los territorios que 
incluyan las instalaciones petroleras” (Lévano, 2022). 
De este modo, se inició la consulta entre el Ministerio 
de Energía y Minas y los representantes de los trece 
pueblos originarios. 

Según fuentes consultadas, lo más importante era ha-
cer un plan de consulta previa que caracterizara el pro-
ceso y su calendarización y, sobre todo, que definiera 
cuales serían las materias consultadas. Las organizacio-
nes indígenas determinaron las condiciones del nuevo 
contrato: garantizar la atención de las necesidades e 
impactos esenciales y el mejoramiento las condiciones 
sociales en las que vivían las comunidades. 

Otro aspecto importante fue que las comunidades 
tuvieran 40 años de experiencia en la lucha por sus de-
rechos, y que además vivieran en el Lote 192, lo que les 
dio un poder de negociación para incluir las cláusulas 
de contrato. De 52 acuerdos, 16 fueron sobre el contra-
to. En general, la visión indígena sobre la consulta es 
positiva, a diferencia de lo ocurrido en otros casos del 
sector minero, en los cuales las consultas no han tenido 
buenos resultados. Esta experiencia se diferencia de 
lo ocurrido con otros proyectos de hidrocarburos. Las 
federaciones lograron beneficios ya en la primera con-
sulta, con grandes diferencias con otros procesos, por 
la fuerza y claridad de los liderazgos, clave para llevar 
adelante los acuerdos. 

Según el Ministerio de Energía y Minas, por su parte, 
la medida a consultar era el proyecto de Decreto 
Supremo que: i) aprueba la conformación, extensión, 
delimitación y nomenclatura del Lote 192; ii) aprueba el 
contrato de licencia para la exploración y explotación 
de hidrocarburos en el Lote 192, y iii) autoriza a PERU-

PETRO S.A. a suscribir este contrato que afectaría a 
26 localidades (Ministerio de Cultura Perú, 2019).

El último proceso de licitación se dio en medio de una 
propuesta de congresistas para devolver al Estado 
peruano su función de explotación y producción de 
petróleo, bajo el supuesto de que de esta manera 
se contaminaría menos. De este modo, el Congreso 
aprobó que el contrato fuera asumido por Petroperú. 
En este marco, las federaciones indígenas exigieron un 
nuevo proceso de consulta, lo que fue aceptado por el 
Gobierno luego de una gran campaña de las organi-
zaciones indígenas y la sociedad civil . Este proceso de 
consulta se inició en 2019 y terminó en 2021, luego de 
un alto por la pandemia de COVID-19, con un acta 
que contenía cerca de 40 acuerdos y con la revisión 
del nuevo contrato. Es el primer caso de consulta en el 
que se cambió la condición de la relación contractual, 
incluyendo fondos ambientales y mecanismos de parti-
cipación en la vigilancia del Lote, entre otros. 

De esta manera, nació el Fondo Social del Lote 192, 
que contempló dejar bajo responsabilidad de las 
comunidades un porcentaje de ganancia cercano al 
1,77 % de la producción. Se creó una asamblea general 
con participación y representación de comuneros, que 
organizaba y distribuía los recursos, de acuerdo con las 
necesidades de cada comunidad.

Indicadores relevantes

a) PRDHUN: En este caso los indicadores se
han aplicado a la empresa Petroperú, que actual-
mente gestiona el Lote 169. Ésta cuenta con una
declaración corporativa formal sobre su compromi-
so con el respeto a los derechos humanos, pública
y que incluye a todos los niveles de la empresa.
Respecto a la debida diligencia, la empresa la
realizó para el oleoducto Norperuano, durante los
años 2018- 2019. En este caso se contó además
con políticas de mitigación de sus impactos en los
derechos humanos de las poblaciones potencial-
mente afectadas. Dispone además de mecanismos
de queja y sistemas de reparación especialmente
en temas ambientales, laborales y de seguridad.
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b) Relación empresa-Pueblos Indígenas: 
Petroperú cuenta con políticas específicas sobre su 
relación con los Pueblos Indígenas, así como con 
directrices que guían su desempeño ambiental y 
social en territorios indígenas. Estas directrices 
incluyen traductores, canales de comunicación y 
mecanismos de queja con pertinencia cultural y en 
el caso de los acuerdos del Lote 192 una comisión 
de seguimiento de los acuerdos. Lo anterior fue 
parte de sus análisis de riesgo y de respeto a los 
derechos de los Pueblos Indígenas. Además de 
estos procesos voluntarios, la empresa aplica, de 
acuerdo con la legislación peruana, regulaciones 
internacionales como el Convenio 169 de la OIT.

c) Creación de valor para los grupos de in-
terés (indicadores cualitativos): Los Pueblos In-
dígenas, representados por las federaciones y agru-
paciones, lograron una importante contribución 
económica para sus proyectos a través del Fondo 
Social. También lograron contar con cláusulas 
específicas para el cuidado y protección ambiental, 
uno de los aspectos que por décadas motivaron las 
protestas. Por otro lado, el proceso ha signifi-cado 
un gran impulso para las organizaciones en 
relación con su capacidad de negociación, debido 
a la importancia de los acuerdos logrados y a la 
unidad demostrada en el proceso. De esta manera, 
la empresa que se adjudique la licitación tendrá 
necesariamente que asumir y continuar con las 
relaciones en los términos de los acuerdos. 

Petroperú, por su parte, a través de la aplicación 
del Convenio 169 de la OIT, logró establecer 
términos de referencia para nuevos contratos. Éstos 
serán clave para reducir los conflictos y lograr una 
mejor convivencia en una zona habitada por comu-
nidades indígenas que exigen desde hace muchos 
años una relación más equitativa.

Análisis y lecciones aprendidas

a) La aplicación de la consulta previa cumplió con 
los requisitos y el espíritu del Convenio 169 de la OIT 
y de otros instrumentos internacionales, que la 
establecen como parte esencial del respeto a los 
derechos de los Pueblos Indígenas. Los asesores de 
las federaciones indígenas involucradas indicaron 
que se trata de un caso excepcional.  Éste es quizás 
uno de los pocos procesos de consulta en que se han 
negociado los términos del contrato de licitación 
conforme a las demandas y con la aceptación de los 
Pueblos Indígenas. Contar con una ley de consulta 
previa y su respectivo reglamento permitió que el 
Estado realizara este proceso antes de la licitación 
del lote 192. De esta manera, las organizaciones 
indígenas pudieron alinearse con sus líderes, forta-
lecer sus demandas históricas y las reclamaciones 
ambientales como consecuencia de 40 años de 
explotación petrolera.

b) Lo anterior marcó diferencias con las formas en 
que las consultas se han reglamentado en la mayoría 
de los países de la región, incluido el Perú. De hecho, 
lo común es realizar la consulta una vez que se ha 
aprobado el instrumento de gestión ambiental, 
según el Reglamento del Ministerio de Energía y 
Minas. En esos casos, la empresa ya dispone de la 
licencia ambiental y es probable que haya realizado 
acuerdos previos con las comunidades por el acceso 
a las tierras y se haya realizado una negociación en-
tre privados en la que el Estado no participa. Esta es 
una figura establecida en el marco jurídico peruano y 
es normalmente realizada de forma asimétrica y des-
ventajosa para las comunidades. La aplicación de la 
ley de consulta previa del 2011 antes de la licitación 
permitió superar esta situación y lograr un acuerdo 
satisfactorio para las comunidades afectadas.

c) En este caso el Estado peruano solicitó y aplicó 
la consulta previa, no exenta de dificultades, provo-
cadas en parte por la urgencia del Estado por apro-
bar el primer diálogo. Esto marca una diferencia con 
otros casos, marcados normalmente por relaciones  

10  For example, see Case Kichwa Indigenous People of Sarayaku vs. Ecuador. Fund and Reparations. Decision of 27 June 2012. Series C N°245 (IACHR. 2012).
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conflictivas entre los Pueblos Indígenas y el Estado 
cuando se trata de inversiones en hidrocarburos10. 

d) Otro aspecto destacable es la utilización de 
otros casos de negociación históricos, como los de 
Las Bambas y el de Tintaya Espinar (en este trabajo),
primer Convenio Marco que estableció un aporte del 
3 % de las utilidades de la empresa para las comu-
nidades (De Echave J. et al, 2004).  Aquel Convenio 
significó un apoyo para el establecimiento del Fondo 
Social. Esto representó una continuidad en el desa-
rrollo de este tipo de negociaciones y un avance en el 
perfeccionamiento de los procesos de consulta.  Por 
otra parte, Petroperú a continuación inició el proceso 
de consulta para el Lote 8 en Marañón. 

Albemarle/
comunidades
Lickanantay 
(Atacameñas), Chile 

La Corporación Albemar-
le es una transnacional 
norteamericana con sede 
en Charlotte, Carolina del 
Norte, empresa especiali-
zada en la fabricación de productos químicos especia-
lizados y extracción de minerales. Sus operaciones se 
distribuyen en más de 75 países alrededor del mundo, 
bajo tres divisiones: bromo, catalizadores y litio. Este 
último, con presencia en el Salar de Atacama, Chile, 
opera bajo un Joint Venture con la empresa de servicios 
de minería australiana Mineral Resources. 

El Salar de Atacama concentra el 52 % de reservas de 
litio a nivel mundial (COCHILCO, 2017) y se ubica en 
la región de Antofagasta, en el Desierto de Atacama, 
tierra habitada hace más de 11 mil años por el pueblo 
indígena Lickanantay.

La extracción minera en el Salar tomó fuerza en 1975 
cuando la empresa norteamericana Foote Mineral 
firmó el primer contrato básico con la Corporación de 
Fomento de la Producción, CORFO11,  para explotar sus 
pertenencias de litio. Luego, en 1980, ambas entidades 
fundaron la Sociedad Chilena de Litio (SCL), empresa 
mixta entre el Estado chileno (45 %) y capital privado 
(55 %), autorizada a explotar 200 000 toneladas de li-
tio (Azócar, 2021). Así, en 1984 comenzó la producción 
de carbonato de litio en la planta química La Negra 
y de salmueras concentradas en la planta Salar. En 
1989, CORFO vendió su participación a Foote Mineral, 
asociada más tarde al holding Rockwood Lithium Ltda, 
que pasó a controlar la empresa, contratos e instala-
ciones mineras en Chile (Gundermann et al, 2018). El 
2015 Albemarle compró Rockwood y en 2017 inauguró 
una segunda planta, La Negra II, y el 2021 incorporó 
una tercera planta, La Negra III. Albemarle tiene la 
concesión de explotación minera en el Salar hasta el 
año 2043.

La primera década de exploración minera a gran escala 
cambió significativamente el escenario económico, 
social y cultural del pueblo Lickanantay, dedicado histó-
ricamente a labores agrícolas, ganaderas y de pastoreo. 
Con el advenimiento de la empresa minera, muchos 
indígenas comenzaron a trabajar en labores mineras, 
representando más del 70 % de los trabajadores de la 
mina, casi todos de la comunidad indígena de Peine. La 
cierta estabilidad económica conseguida por la comu-
nidad cambió abruptamente cuando en 1989 CORFO 
finalizó sus actividades en el salar, y aquellas familias 
dependientes de las actividades laborales asalariadas 
de carácter no tradicional sufrieron una migración forza-
da hacia las ciudades cercanas, principalmente Calama 
y Antofagasta (Núñez, 2000). Sin embargo, en 1994 se 
instaló un nuevo megaproyecto minero en el salar, actual 
SOQUIMICH, requiriendo nuevamente una cantidad 
significativa de mano de obra. 

Ese mismo año se fundó el Consejo de Pueblos Ataca-
meños (CPA) con el objetivo de preservar la integridad 

11 La Corporación de Fomento de la Producción (CORFO) es la agencia del Gobierno de Chile, dependiente del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo a cargo 
de apoyar el emprendimiento, la innovación y la competitividad en el país junto con fortalecer el capital humano y las capacidades tecnológicas, en: www.corfo.cl
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del territorio y el bienestar de las comunidades ataca-
meñas. El consejo integró a una autoridad tradicional 
de cada una de las 18 comunidades indígenas de la 
cuenca del Salar de Atacama. La asociación actual-
mente representa a todas las comunidades territoriales 
de Atacama La Grande: Río Grande, Machuca, Ca-
tarpe, Quitor, San Pedro de Atacama, Solcor, Larache, 
Yaye, Séquitor, Cúcuter, Coyo, Toconao, Talabre, 
Camar, Socaire, Peine, Solor y Huatín. 

La legitimidad de la asociación se produjo en el 
marco de la promulgación en 1993 de la Ley Indígena 
N.º 19253, que estableció normas sobre protección,
fomento y desarrollo de los Pueblos Indígenas y creó
la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena
(CONADI). En 1997 esta ley estableció la creación
de Áreas de Desarrollo Indígena (ADI) en el Salar de
Atacama y representó el impulso inicial para en 2008
la ratificación y entrada en vigor del Convenio N.º 169
de la OIT en Chile.

En la zona sur del salar se ubica la comunidad indígena 
atacameña de Peine, la más cercana y afectada por la 
actividad minera. Fue justamente aquí donde la SCL 
estableció su centro de administración y campamentos 
dormitorio mineros, zona que abarca el área de influen-
cia de la empresa. 

Como se señaló, desde el inicio de las actividades 
extractivas mineras se contrató mano de obra indígena, 
y también campesinos y trabajadores de las ciudades 
próximas. Éste fue el primer punto de conflicto, dado 
que los trabajadores indígenas consideraban que no 
tenían los mismos derechos ni posibilidades que los no 
indígenas. Esto se tradujo en demandas que tomaron 
fuerza a partir de la promulgación de la Ley Indígena. A 
partir de estas reclamaciones por igualdad de derechos 
laborales, los habitantes de Peine comenzaron a presio-
nar a la empresa minera. En el año 2000, las deman-
das aumentaron, principalmente por la preocupación 
por problemas en el desarrollo local.  Tras una serie de 
reuniones, el conflicto se logró moderar con la firma del 
Convenio de Cooperación, Sustentabilidad y Beneficio 

Mutuo firmado en 2012 entre la comunidad indígena de 
Peine y Rockwood Litio Ltda.

Para la empresa, este convenio marcó un hito muy 
significativo y se comenzó a poner en práctica una for-
ma distinta de relacionamiento con las comunidades. 
Ésta estuvo marcada por la apertura de la minera a 
comprender las reivindicaciones respecto del mal trato 
histórico percibido por las comunidades y su legítima 
preocupación por los intereses ambientales y por su 
interés económico. El convenio fue el primer acuerdo de 
negociación de este tipo entre una comunidad indígena 
y una empresa del sector minero en la región.

Las comunidades tuvieron como referencia el convenio 
firmado por la comunidad de Peine.  A partir de esto, 
el resto de las comunidades indígenas Lickanantay 
comenzó un proceso de debate para la firma de un 
nuevo convenio. Así, finalmente el 2016 se concretó un 
convenio entre la minera Albemarle, las 18 comunida-
des indígenas y el CPA12. El principal argumento de las 
comunidades para alcanzar este acuerdo fue el uso 
del territorio y la consideración de toda la comunidad 
atacameña afectada, entendiendo el salar como una 
unidad territorial. 

Este nuevo convenio tuvo parámetros similares al 
anterior, reafirmando los derechos de las comunidades, 
mecanismos de cooperación, de recepción de los bene-
ficios y las reparaciones que recibirían las comunidades 
por parte de la empresa. Las comunidades exigieron 
desde el inicio de las conversaciones que la empresa 
pagara asesorías para que les explicaran ambien-
talmente lo que la empresa haría en el salar. Desde 
entonces cuentan con asesorías en las materias que 
requieran. El acuerdo estableció que a partir de 2018 la 
empresa debía entregar el 3,5 % de sus ventas anuales 
de carbonato de litio y cloruro de potasio de la planta 
Salar, en forma directa y en partes iguales a las 18 co-
munidades atacameñas. El nuevo convenio reconoció 
los derechos de Pueblos Indígenas, los Principios Rectores 
de Naciones Unidas sobre Derechos Humanos y Empresas 
y el Convenio 169 de la OIT. De esta manera, el corazón 

12 Ver al respecto Rockwood Litio Ltda., Consejo de Pueblos Atacameños, Comunidad Indígena de Rio Grande y otras 2016. Convenio de cooperación, sustentab-
ilidad y beneficio mutuo entre Consejo de Pueblos Atacameños, Comunidad Indígena Atacameña de Rio Grande y otras y Roockwood Litio Ltda. suscrito el 21 de 
febrero de 2016. 
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del convenio fue la protección ambiental participativa 
del salar, a la cual se refiere el 75 % de sus cláusulas.    

Hasta ahora no se ha aplicado la totalidad de las 
cláusulas del convenio. Sin embargo, Albemarle y los 
representantes de las comunidades realizan reuniones 
periódicas en Mesas de Trabajo Permanente. Éstas 
realizan el seguimiento del convenio, rendición de 
cuentas, aclaración de dudas, regularizaciones de 
aspectos laborales, y talleres y capacitaciones. Estas 
últimas se realizan sobre requerimientos de la empresa, 
sobre temas de interés de las comunidades. Además, la 
empresa desarrolla investigaciones de I+D con parti-
cipación de las comunidades. Un grupo significativo 
de los trabajadores de la empresa (37 % y en alza) 
corresponde a indígenas Lickanantay.

En resumen, el convenio contempla tres aspectos prin-
cipales: i) el resguardo medioambiental del salar, con 
medidas y acciones tales como monitoreos participa-
tivos y transparencia de las informaciones, entre otros; 
ii) mecanismos de diálogo permanente, y iii) beneficio
económico a través del 3,5 % de las ventas totales para
las comunidades.

Un punto muy importante en el que coincidieron los 
representantes de la empresa y de las comunidades fue 
que en los procesos de negociación primó el diálogo 
directo entre las partes, con total ausencia del Estado. 
Incluso, la empresa realizó cambios en el Estudio de 
Impacto Ambiental, derivados de los talleres y reco-
mendaciones emanadas desde las comunidades y sus 
asesores. A la empresa se le recomendó agregar un 
tercero independiente, siendo seleccionado como tal el 
Banco Interamericano de Desarrollo.

En su declaración de sustentabilidad, Albemarle incor-
poró hace más de 10 años la Política de Relaciones Co-
munitarias y Pueblos Indígenas, en concordancia con 
los instrumentos internacionales.  Es así como fueron 
consideradas la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, la Decla-
ración de Posición del Consejo Internacional de Minería 

y Metales sobre los Pueblos Indígenas y la Minería y el 
respeto por los Derechos Humanos establecidos en los 
Principios Rectores de las Naciones Unidas

.

Indicadores relevantes

a) PRDHUN: En su informe corporativo de 
sostenibilidad, la empresa hizo pública una declara-
ción manifestando su compromiso con el respeto a 
los derechos humanos. Aun cuando no ha realizado 
un proceso de diligencia debida según los PRDHUN, 
cuenta con una política detallada sobre derechos 
humanos en diversos ámbitos, incluida su relación 
con los Pueblos Indígenas. Por otra parte, en el 
convenio suscrito con las comunidades Lickanantay 
figuran medidas de prevención y mitigación que 
involucran a los recursos materiales y humanos, así 
como mecanismos de queja y de declaración de 
impactos negativos.

b) Relación empresa-Pueblos Indígenas:
Desde sus inicios, la empresa cuenta en puestos de
diversa calificación con alrededor de 37 %
de trabajadores indígenas, los que cuentan con
contratos. El convenio contiene cláusulas laborales
respecto de la no discriminación a los miembros de
los Pueblos Indígenas, quienes reciben regular-
mente capacitaciones por parte de la empresa.
Además, Albemarle tiene políticas específicas de
relaciones con los Pueblos Indígenas, fortalecidas
por el convenio y su puesta en marcha, especial-
mente en aspectos ambientales. La relación se
basa esencialmente, además de lo que especifica el
convenio, en políticas voluntarias u orientaciones
empresariales, sin apelar directamente a instru-
mentos internacionales. Se desarrolla un diálogo
permanente, se revisan las inversiones y medidas
específicas, especialmente de tipo ambiental, en las
reuniones mensuales establecidas en el convenio.

13  Ver al respecto Rockwood Litio Ltda., Consejo de Pueblos Atacameños, Comunidad Indígena de Rio Grande y otras 2016. Convenio de cooperación, sustentab-
ilidad y beneficio mutuo entre Consejo de Pueblos Atacameños, Comunidad Indígena Atacameña de Rio Grande y otras y Roockwood Litio Ltda. suscrito el 21 de 
febrero de 2016. 
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c) Creación de valor para los grupos de 

interés (indicadores cualitativos):  Con el con-
venio, las comunidades indígenas han mejorado sus 
condiciones económicas y sus procesos autónomos 
para determinar su desarrollo a través de diversos 
proyectos. Por otra parte, en relación con la situación 
de vigilancia ambiental, una de las preocupaciones 
constantes de las comunidades, se establecieron 
mecanismos compartidos de monitoreo, incluyendo 
aportes tecnológicos por parte de la empresa y el 
manejo comunitario. Entre los principales beneficios 
para la empresa está el haber obtenido la Resolución
de Calificación Ambiental, el fortalecimiento de sus 
procesos y capacidades de manejo de conflictos 
comunitarios y un clima más favorable para sus 
operaciones. Además, con el logro de este acuerdo 
y con la relación con las comunidades, Albemarle 
facilitó su proceso de certificación del Estándar para 
la Minería Responsable de IRMA (IRMA, 2018), 
actualmente en curso. 

Análisis y lecciones aprendidas

a) El convenio firmado entre la empresa, el CPA
y las 18 comunidades Lickanantay reconoce la
ratificación del Convenio 169 de la OIT por parte
de Chile (2008), los PRDHUN y la Declaración de
Naciones Unidas sobre los Derechos de Pueblos
Indígenas. Por pedido expreso de las comunidades,
no se contó con la participación del Estado, aun-
que sí participó como garante de los acuerdos el
Banco Interamericano de Desarrollo (BID). Según
los entrevistados, este último hecho es positivo
respecto de la autonomía y autodeterminación de
las comunidades en su relación con la empresa.
Asimismo, se cuestiona el rol del Estado en este tipo
de negociaciones y muestra la desconfianza históri-
ca de los Pueblos Indígenas en sus autoridades.

b) Para el éxito de acuerdos de este tipo, hecho
inédito en Chile, ha sido muy importante la volun-
tad de las partes de generar confianzas y asumir
un proceso de construcción de valor compartido.
Para las comunidades fue clave su organización y

los acuerdos entre las comunidades involucradas, 
que tenían como antecedente el acuerdo con la 
comunidad de Peine. Para la empresa, fue muy im-
portante contar con políticas corporativas respecto 
de los Pueblos Indígenas y los derechos humanos. 
Sin embargo, fue aún más relevante asumir que 
establecer buenas relaciones requería un largo 
proceso de conocimiento y comprensión efectiva 
de las lógicas y funcionamiento de las instituciones 
y organizaciones indígenas. Más allá de la espe-
rable existencia de visiones diferentes respecto del 
convenio, éste ha permitido un proceso continuo en 
el marco del cual ya han sesionado 53 Mesas de 
Trabajo Permanente.

c) El convenio incluye diversos aspectos:  la 
protección del salar –que fue su origen y a lo cual se 
refiere alrededor del 75 % de las cláusulas–, la 
negociación económica, de inversiones, capacita-
ciones y asesoría técnica, entre otros. Todo ello ha 
tenido efectos positivos para los Pueblos Indígenas, 
que han fortalecido su autonomía en la adop-
ción de decisiones sobre proyectos que renuevan 
prácticas culturales y tradicionales. Prácticas tra-
dicionales como la agricultura y la ganadería han 
permitido que muchas de las personas, sobre todo 
jóvenes, regresen a la zona.

3.2. Sector agrícola/
alimentación/bebidas

Para los Pueblos Indígenas, la agricultura es parte de 
su actividad y sustento ancestral. Han desarrollado 
prácticas muy antiguas que reflejan, entre otros, su 
estrecho contacto con la naturaleza. Ésta es parte esen-
cial de una cosmovisión que incluye un gran respeto 
por la tierra, sus frutos y la vida que surge de ella en los 
territorios que sus antepasados han habitado desde 
tiempos inmemoriales. En este sentido, se han encontra-
do diversas experiencias vinculadas a la agricultura, a 
la inserción de los Pueblos Indígenas como trabajado-
res, como parte de cadenas de producción y también 
como generadores de servicios. En todos los casos se 
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ha priorizado el respeto de los Pueblos Indígenas, en 
un contexto de fortalecimiento de los derechos huma-
nos de las comunidades. También es indispensable 
destacar que la cosmovisión y la relación de los Pueblos 
Indígenas con la tierra y su agricultura pueden contri-
buir efectivamente a encontrar soluciones alternativas a 
la crisis climática que afecta al planeta. 

ICAFÉ/comarcas 
Ngäbe Buglé, 
Costa Rica  

En Costa Rica, el café es 
un producto de exporta-
ción por excelencia. Las 
condiciones favorables de 
la tierra, la climatología 
y también la estabilidad 
política favorecieron el desarrollo de su cultivo.  El Esta-
do mantiene la supervisión y el control de la actividad 
a través de Instituto del Café de Costa Rica (ICAFE), 
fundado en 1933. ICAFE representa a todos los sectores 
que intervienen en la actividad: productores y produc-
toras, beneficiarios, exportadores y torrefactores. Las 
relaciones entre estos cuatro sectores están reguladas 
por ley, con el propósito de garantizar una participación 
justa para cada participante en la actividad cafetalera. 
Según ICAFE, el 92 % de las personas que producen 
tiene un área sembrada de café menor a 5 ha, repre-
sentando el 44 % de la superficie total. El 6 % posee en-
tre 5 y 20 ha, con el 21 % de la superficie cultivada y el 2 
% tiene plantaciones de 20 ha y más, cubriendo el 35 % 
del área total (Instituto del Café de Costa Rica, s.f.).  En 
términos económicos, las exportaciones de café en la 
cosecha del 2018-19 representaron un 2,5 % del total 
de ingresos y en la temporada 2020-2021, el 2,3 % de 
las exportaciones del país (Álvarez, 2021). La actividad 
cafetalera se realiza en ocho regiones, en un total de 93 
697 ha, lo que representa un 1,8 % del territorio.

Costa Rica ha optado por la recolección manual de la 
cereza del café, lo que requiere de recolectores expe-
rimentados para no maltratar la planta y permitir que 
el cafeto vuelva a florecer. Esto implica una migración 
estacional, proveniente de Nicaragua y Panamá, de 
donde proviene el 40 % y el 20 % de los trabajadores 
migrantes respectivamente. Los migrantes de Panamá 
provienen de la población indígena de la Comarca 
Ngäbe-Buglé y su número oscila entre doce y siete mil 
personas, dirigiéndose especialmente a la región de 
Bruna y los Santos.

La población Ngäbe Buglé que ingresa a trabajar en 
la cosecha de café tanto en forma individual como en 
grupos familiares posee cédula costarricense14.  Inician 
su ingreso en agosto y se instalan hasta el fin de la 
cosecha en viviendas rústicas proporcionadas por los 
finqueros. La gran mayoría retorna en marzo, aunque 
algunos se quedan todo el año ocupando puestos de 
trabajo en otras industrias locales.  La pandemia del 
COVID-19 obligó al Gobierno a cerrar las fronteras, 
creando una situación muy crítica en el sector cafetale-
ro. Los productores y productoras perderían la cosecha 
si no se permitía la entrada a los inmigrantes estaciona-
les que cortaban el café. 

Las personas que producen no firman un contrato labo-
ral con el recolector, sino que se paga por los kilos reco-
lectados y son considerados trabajadores independien-
tes. En 2018, la Caja Costarricense de Seguro Social 
(CCSS) y el ICAFE firmaron acuerdos para garantizar 
un seguro social a los trabajadores recolectores y así 
darles acceso a servicios sociales. En el 2020, el proce-
so de aseguramiento fue ágil y colaborativo, y represen-
tó un paso fundamental para el reconocimiento de la 
relación laboral entre los trabajadores estacionales y los 
propietarios de las fincas productoras de café. Asimis-
mo, benefició a uno de los eslabones más débiles de la 
cadena, en particular a los inmigrantes binacionales 
Ngäbe Buglé. El seguro de salud fue creado como un 
mecanismo diferenciado, que cambió los aportes tripar-

14  Gracias al proyecto ‘Chiriticos’, realizado por las autoridades de Costa Rica y Panamá con el apoyo de ACNUR, cientos de personas Ngäbe-Buglé recibieron 
documentación de nacionalidad costarricense en 2014, habiendo sido registradas unas 19 603 personas entre adultos, infantes y jóvenes. https://www.acnur.org/
noticias/noticia/2017/8/5b0c1d5311/costa-rica-proyecto-chiriticos-beneficio-a-cientos-de-indigenas-ngaebe-bugle-en-sixaola.html
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titos por un mecanismo bipartito asumido por el Estado 
costarricense y el ICAFE, exonerando al recolector, en 
atención a sus condiciones de vulnerabilidad.

En el caso de la actividad cafetera, la emergencia del 
COVID-19 impulsó el trabajo articulado tanto a nivel 
nacional como binacional, incluyendo a autoridades 
indígenas en el caso del protocolo para población 
Ngäbe-Buglé.  A nivel nacional, el protocolo fue dise-
ñado entre diferentes instituciones, como los ministerios 
de salud, trabajo, migración y agricultura. También 
participó en el proceso la Organización Internacional 
de Migraciones (OIM). Este equipo articuló el procedi-
miento y coordinó con el ICAFE, los gobiernos locales y 
el sector productivo.

La dinámica para el ingreso a Costa Rica se inició 
desde las comarcas como resultado de un convenio 
con las autoridades panameñas y los representantes 
Ngäbe Buglé. Al no presentar síntomas del COVID-19 y 
revisado el salvoconducto en la frontera, los 
trabajadores avanzaban hacia otro puesto de control 
médico en el distrito de Bugaba, en la provincia de 
Chiriquí. Una vez superados los controles sanitarios, la 
finca contratante debía considerar 14 días de 
aislamiento, vivienda limpia con espacios para la 
preparación y almacenamiento de alimentos, y un área 
de comedor. Así mismo, debían cumplir un estricto 
control de medidas higiénicas en las áreas comunes y 
servicios sanitarios. Durante este período fueron 
sometidos a controles diarios con el fin de descartar un 
posible contagio.

Asimismo, como parte de las mejoras incorporadas en 
la temporada  2021-2022, se implementó un protocolo 
de regreso seguro, que incluyó: i) un seguro de salud;   
ii) la toma y registro de signos fisiológicos en la 
frontera; ii) el traslado a la finca bajo el concepto de 
burbuja sani-taria, con el costo a cargo del productor; 
iii) cuarentena obligatoria en cada finca en burbujas e 
informe diario de signos fisiológicos en el Sistema de 
Trazabilidad Temprana (SITLAM15);  iv) atención 
temprana en casos sospechosos, y v) seguimiento y 
reporte de cambio de finca con traslados controlados 

con costo a cargo del nuevo empleador. Además, los 
trabajadores de la Comarca Ngäbe Buglé debían 
portar un certificado sanitario binacional emitido por 
las autoridades pana-meñas y un salvoconducto 
migratorio.

Otro aspecto relevante fueron los protocolos de fiscali-
zación implementados como parte del trabajo colabo-
rativo, que preveían la fiscalización de las condiciones 
sanitarias y laborales realizadas por autoridades migra-
torias, sanitarias y del trabajo. Estas últimas verificaban 
las condiciones definidas por la ley, tales como las con-
diciones de salud ocupacional, requerimientos básicos 
en los alojamientos provistos por el productor, aspectos 
salariales y de jornada laboral, entre otros.

Para ICAFE, la trazabilidad sanitaria y laboral migrato-
ria ha sido uno de los mecanismos de mayor éxito para 
garantizar los derechos de los trabajadores temporales 
migrantes. La relación entre las empresas privadas y 
los migrantes estacionales provenientes de Nicaragua 
y de la Comarca panameña Ngäbe Buglé marcó un 
nuevo inicio al establecer para ellos una cédula de 
identidad específica de menor costo que la tradicional. 
Según algunos entrevistados, la pandemia puso de 
manifiesto el maltrato a los trabajadores migrantes de 
estratos inferiores en Costa Rica, por lo cual desde la 
Casa Presidencial fue creado un grupo multidisci-
plinario para abordar el tema, poniendo de relieve la 
importancia esencial de la mano de obra migrante 
para el sector agrícola.

Entre otras actividades destacables de este trabajo 
conjunto de empresas e instituciones del Gobierno fue 
la creación de 20 Casas de la Alegría, centros de 
cuida-do de hijos e hijas de recolectores de café entre 0 
y 12 años, que viven en ellas mientras sus padres y 
madres se encuentran en las labores de cosecha del 
café. Éstas surgieron de una alianza público-privada y 
son gestio-nadas a través del Subsidio de Cuidado y 
Desarrollo Infantil y el aporte de propietarios de fincas, 
cooperati-vas de caficultores y municipalidades. Éstas 
existen en varias zonas cafetaleras y tuvieron su origen 
en 2014, como parte del Programa de Seguridad 
Humana de las 

15  El SITLAM, Sistema de Trazabilidad Temprana, consiste en una herramienta informática que registra a las personas, las vincula con el productor respectivo, y 
mantiene un control de los síntomas asociados a COVID-19. Estos datos se reportan diariamente a las autoridades de salud, lo que permite atención temprana a 
casos sospechosos. 
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Naciones Unidas, en el marco del Programa conjunto 
para mejorar la seguridad humana de migrantes tem-
porales Ngäbe-Buglé de Costa Rica y Panamá.  

Cada centro cuenta con cuidadoras contratadas por 
el Gobierno que realizan actividades de estimulación 
temprana, cuidado digno y alimentación saludable. Las 
Escuela de Medicina, de Enfermería, de Nutrición y la 
Facultad de Educación de la Universidad de Costa Rica 
colaboran de forma conjunta en el proyecto, realizando 
trabajos que incluyen el rescate de los valores culturales 
de las comunidades y el apoyo a una formación sólida 
en el ámbito educacional. 

Indicadores relevantes

a) PRDHUN: ICAFE es una agrupación de
productores que declara apegarse a los convenios
internacionales, pero no aplica los PRDHUN como
instrumento voluntario. Aplica en sus estrategias
principios de derechos humanos e identifica riesgos
a través de protocolos de fiscalización, así como en
los procedimientos relevados en esta experiencia.

b) Relación empresa-Pueblos Indígenas: Las 
fincas cafetaleras se relacionan con los recolec-tores 
migrantes a través acuerdos con trabajadores 
independientes, utilizando protocolos especiales. El 
trabajo que realizan es no calificado, aunque la reco-
lección de café requiere experiencia para su efecti-
vidad y para no producir daños durante los cortes. 
ICAFE tiene una relación antigua con las comuni-
dades Ngäbe Buglé, la que sin duda se fortaleció en 
este período de pandemia y con el mejoramiento de 
condiciones laborales, incluida la seguridad social. 
Las políticas de relaciones con la población indígena 
se enmarcan en el Programa ético de ICAFE. En este 
caso, se estableció además una alianza entre las 
comunidades, a través de mensajeros y líderes nego-
ciadores de la comarca, alianza en la que participa 
el Estado, académicos y organismos multilaterales. 
Por otra parte, ICAFE tiene un procedimiento de 
atención de denuncias con pertinencia indígena en 
todos sus niveles de operación. 

c) Creación de valor para los grupos de
interés (indicadores cualitativos): El mejora-
miento de las condiciones de trabajo y habitación
adquirió mayor valor al incluirse la atención de
infantes, puestos de salud y el traslado de las fami-
lias al lugar de trabajo, entre otros, respetando las
condiciones culturales y sociales de la comunidad.
La aplicación de acuerdos migratorios, garantiza-
dos por el Estado y la OIM, fue también un valor
agregado para las comarcas.

ICAFÉ logró asegurar recolectores para la cosecha, 
que se dificultaba durante la pandemia, y fortalecer 
en sus fincas asociadas la relación con las comar-
cas indígenas de Panamá y sus líderes. Este trabajo 
de alianza público-privada permitió desarrollar un 
modelo aplicable en otros sectores con trabajado-
res migrantes.

Análisis y lecciones aprendidas

a) Un hecho destacable de esta experiencia es
la interacción entre los sectores privado, público y
multilateral, con la participación de la OIM, y su
carácter binacional, con la participación de los Go-
biernos de Costa Rica y Panamá. La participación
de esta variedad de actores afectó positivamente
el relacionamiento entre las empresas a través de
ICAFÉ y los Pueblos Indígenas. Esto probablemente
ocurrió por situaciones especiales propias de los
países involucrados, y por la voluntad política de-
mostrada para obtener un proceso que beneficiara
a las partes.

b) En este sentido, es claro que la gestión de la
migración debe combinar el enfoque de derechos
humanos y la aplicación del marco normativo,
nacional e internacional, para garantizar migracio-
nes seguras para las personas, en este caso las po-
blaciones Ngäbe Buglé. La puesta en práctica por
parte de ICAFÉ de derechos antes casi ignorados
para las poblaciones migrantes, permitió generar
mayores niveles de participación de las comarcas,
junto con mejorar los niveles de vida de las comuni-
dades migrantes durante su estadía en las fincas.

Experiencias
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c) Los protagonistas destacan como aspectos 
destacables la visibilización de la importancia de 
los recolectores, en este caso la población Ngäbe 
Buglé, en la cadena de valor del café, lo que llevó a 
considerar una mejor forma de trabajar y una valo-
rización de su trabajo. También, fue importante que 
se regulara la situación de los migrantes a través 
de la articulación multisectorial y binacional. Esta 
experiencia ha estado encaminada a convertirse en 
mecanismo permanente, más allá de la pandemia, 
y a incluirla en acuerdos binacionales. 

d) Queda pendiente, según fuentes consultadas, 
el reconocimiento del carácter de trabajadores de 
los migrantes estacionales, más allá del seguro 
especial con que cuentan, lo que constituye una 
brecha a cerrar para consolidar las relaciones entre 
los trabajadores de la comarca y las empresas 
cafetaleras. 

Central Cauca 
Indigenous 
Cooperative, 
CENCOIC/
DRWakefield-
Cafeology, 
Colombia 

La Central Cooperativa 
Indígena del Cauca (CENCOIC) nació en 1980 como 
un mandato de autoridades indígenas para cumplir 
con el octavo punto del plan de lucha del Consejo 
Regional Indígena del Cauca (CRIC, 1971). El plan 
apunta al fortalecimiento de la economía propia y de 
empresas comunitarias de los territorios. Éste opera 
como un mecanismo de resistencia social y política de 
los Pueblos Indígenas del departamento del Cauca, 
agrupados en el CRIC, organización no reconocida 
por el Estado en esa época. El objetivo era buscar 
una alternativa social que fortaleciera los procesos 
que se desarrollaban en el marco de la recuperación 

de tierras. Esta alternativa debía permitirles moverse 
de manera estratégica por los distritos del país sin ser 
perseguidos o estigmatizados en el contexto de la gue-
rra interna que vivía Colombia. Además, el CRIC los 
representaría en ámbitos nacionales e internacionales 
denunciando los problemas económicos y sociales de 
los Pueblos Indígenas de la región. 

CENCOIC conforma una cadena de valor interesante. 
Vende el café ‘verde’ a la empresa británica DRWake-
field, quien a su vez vende el producto a Cafeology. 
Esta última es una empresa distribuidora de café de 
Sheffield, Reino Unido, compradores de green coffee y 
que desde hace 14 años se relaciona con productores y 
productoras de Colombia y Mesoamérica. 

CENCOIC se ha incorporado desde 2011 a la cadena 
de valor de Cafeology como proveedor, a través de la 
intermediación de Wakefield. Lo singular de esta ca-
dena de valor es que existe un contacto estrecho entre 
las partes: proveedores, intermediarios y clientes finales 
(Cafeology y la Univesidad de Sheffield).  CENCOIC 
se comunica directamente con los clientes finales para 
determinar el tipo de producto que se requiere, a través 
de un comprador y distribuidor que es el cliente inicial. 
Es común que los clientes primarios y finales visiten y 
conozcan la forma de producción y los proyectos que 
apoyan, en alianzas con empresas grandes y media-
nas que tienen un sentido social.

Según los ejecutivos de Cafeology, ellos compran el 
café a DRWakefield, que a su vez compra el café a 
CENCOIC, para luego terminar el proceso de tostado 
y venderlo a sus clientes finales, como la Universidad 
de Sheffield. En este caso, tanto Cafeology como las 
personas responsables de compras de la universidad 
conocen de cerca la producción del café que com-
pran, realizando visitas a Colombia o recibiendo a los 
productores y productoras en sus países. Según los 
ejecutivos este hecho le agrega valor a su negocio tan-
to por la alta calidad del producto como por su origen. 
También han establecido nexos con profesionales de la 
universidad que realizan aportes técnicos a la produc-
ción del café. 
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DRWakefield, por su parte, menciona en sus políticas 
de sostenibilidad el valor que les agrega, declarando: 
“apoyar a crear una industria de café más sustentable 
económica, social y ambientalmente. Pagamos precios 
justos por el café que compramos y nos abastecemos 
de los mismos productores y productoras cada año 
asegurándoles así un ingreso regular. También traba-
jamos con ellos en mejorar su calidad y estándares, 
de manera que puedan aumentar su producción de 
café y a la vez mejorar las condiciones de sus familias y 
comunidades” (DRWakefield, s.f.). 

La cooperativa, por su parte, ha desarrollado una 
trayectoria en dos frentes: el político, con la organiza-
ción de comunidades en la lucha por sus derechos, y el 
económico, a través del proceso de comercialización 
de café, la distribución de medicamentos y la comer-
cialización de bienes producidos en las comunidades. 

En este sentido, hoy CENCOIC sigue de la mano 
con CRIC y desarrollan tres ejercicios comerciales. El 
primero es el Departamento de Café, que concentra su 
base social en 18 territorios indígenas del Cauca con 
20 grupos de productores y productoras que incluyen 
a 3 100 familias productoras de café. En cada territorio 
indígena hay un grupo organizado que cuenta con 
una junta directiva encargada del trabajo económico, 
político y de comercialización del café. Son capacita-
dos en finanzas y reciben acompañamiento técnico 
para el manejo agronómico del territorio. Cada pueblo 
tiene su manera de trabajar, pensada desde la filosofía 
de cada cultura y apoyados con la tecnología nece-
saria que mejore su calidad de vida, sin contradecir 
su manera de vivir. El coordinador tiene su equipo de 
trabajo que incluye un especialista en exportación (tie-
nen licencia propia). Ante la falta de recursos propios, 
han creado relaciones con bancos internacionales y 
nacionales como Rabobank y la Fundación Rabobank, 
muchas veces considerando el apoyo a proyectos 
de identidad y desarrollo indígena a partir de inicia-
tivas de comercio justo.  Para el director ejecutivo de 
Cafeology, la ética de la empresa se fortalece al tener 
una cadena de suministro con trazabilidad completa 
y vinculada a la promoción de la protección de modos 
de vida, con impactos locales y globales, dada su 
directa relación con la adaptación al cambio climático 
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y cuidado del medio ambiente. La empresa declara 
que su negocio va más allá de contar con una buena 
cadena de proveedores. Ésta considera clave apoyar 
tales iniciativas y darlas a conocer para aumentar la 
sensibilidad de la sociedad británica sobre la impor-
tancia del comercio justo para enfrentar los desafíos 
sociales y climáticos del planeta.

En resumen, el valor agregado al proceso del café 
permite satisfacer necesidades de las personas que 
producen y visibilizar a una comunidad indígena con 
un producto de excelente calidad en el mercado inter-
nacional, mostrando a la vez el proceso organizativo 
de las comunidades del departamento del Cauca. Por 
otra parte, a través de la diferenciación de sus produc-
tos pueden relevar aspectos sociales que consideran 
claves, como el café de mujeres –producción con 
perspectiva de género– y el café de jóvenes.  Estiman 
que así es posible generar oportunidades para que los 
jóvenes no abandonen el territorio y de paso fortalez-
can el conocimiento de su cultura y tradiciones. El café 
no sale etiquetado como café CENCOIC, sino que este 
depende del municipio, de las comunidades de donde 
viene y del estándar del cliente. Esto les permite vender 
en Alemania, Australia, Reino Unido de Gran Bretaña 
e Irlanda del Norte, Canadá y Nueva Zelandia. 

El segundo ejercicio comercial lo hace el departa-
mento de distribución de medicamentos a personas, 
hospitales indígenas y dispensadoras, bajo la idea de 
acortar la cadena de intermediarios que tienen los 
medicamentos en Colombia. La cooperativa compra 
a los laboratorios, distribuye y hace la entrega del me-
dicamento a los usuarios en todo el departamento del 
Cauca. A su vez apoyan también un proceso de salud 
indígena de desmedicalización. 

El tercer departamento es el de Economía Propia, cuya 
sede está en Santander de Quilichao. Han creado 
supermercados comunitarios que apoyan iniciativas 
de productos indígenas como mermeladas y jugos de 
frutas, que pueden ser visibilizados y comercializados. 
Así se unifican esfuerzos para fortalecer las diversas 
formas económicas de las comunidades.
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En el marco del comercio justo, CENCOIC es parte 
de un proceso de certificación de fair trade, iniciativa 
de comercio justo en Colombia. CENCOIC tiene la 
representación y la interlocución con indígenas, afro-
descendientes y otros grupos étnicos, apoyándolos en 
la promoción de los productos de todas las organiza-
ciones que la forman. 

Indicadores relevantes

a) PRDHUN: Las empresas involucradas en
este caso no aplican los PRDHUN, ya sea por
desconocimiento o por no vincular su operación a
instrumentos internacionales. Sin embargo, sus ac-
tividades de apoyo a la sostenibilidad están dentro
de sus principios.

b) Relación empresa-Pueblos Indígenas:
CENCOIC es parte de la cadena de valor de
Wakefield y Cafeology y de clientes finales como
la Universidad de Sheffield, en calidad de provee-
dores de café ‘verde’. Las relaciones establecidas
incluyen aportes tecnológicos de parte de los
clientes, en especial la universidad, que aportan en
el mejoramiento del producto. En la relación que
se establece son claves:  i) el concepto de comercio
justo, que tiene implícito el apoyo a proyectos de
desarrollo indígena y la sensibilización de reali-
dades socioeconómicas, y ii) la integración del
conocimiento ancestral a la producción occidental
del café. Estos puntos son parte esencial de las
políticas y de la definición ética de las empresas
mandantes o compradoras y parte de la moti-
vación para establecer relaciones entre todos los
eslabones de la cadena. Esto incluye información
directa y muy cercana, incluso a través de visitas a
proyectos para conocer los procesos productivos
del café.

c) Creación de valor para los grupos de
interés (indicadores cualitativos): Las comu-
nidades agregan valor económico a través de
la producción y venta del ‘café verde’, lo que les
permite un mayor desarrollo y autonomía económi-
ca, que es el punto octavo del programa del CRIC.

A la vez fortalecen otros objetivos, a través de su 
participación en las cadenas de valor de empresas 
que aprecian y apoyan el comercio justo, la realiza-
ción de sus políticas ambientales, la defensa de la 
tierra y de la vida en armonía y equilibrio. Además, 
logran aplicar programas de identidad cultural, 
retención de personas en los territorios y programas 
específicos como el café de mujeres y de jóvenes. 

Tanto Cafeology como Wakefield declaran que 
esta experiencia agrega valor a sus negocios a 
través de la creciente sensibilización de sus clientes 
y les permite incursionar en nichos de mercado de 
comercio justo. Por otro lado, el sistema de alianzas 
mejora la relación interna en la cadena de valor, a 
través de los contactos estrechos y de la aplicación 
de avances tecnológicos para un mejor producto.

Análisis y lecciones aprendidas

a) Esta experiencia representa una de las formas
crecientes de asociación entre empresas privadas
y Pueblos Indígenas. Su especificidad es formar
parte de la cadena de proveedores de compañías
que se vinculan tanto por los aportes al negocio
como por el aporte a los valores y la ética de las
compañías involucradas. En suma, se trata de un
claro proceso de ganar-ganar. De la misma forma,
se fortalece también la llegada a públicos cada vez
más sensibles a la trazabilidad de los productos
que consumen. Asimismo, este público valora el
aporte a temas globales como el cambio climático
y el cuidado del medioambiente. Para los Pueblos
Indígenas constituye un apoyo significativo a sus
objetivos de organización social, desarrollo econó-
mico, sobrevivencia como pueblos y defensa de sus
tradiciones y modos de vida. Es una relación directa
entre las empresas y las comunidades indígenas,
que en oportunidades incluyen organizaciones de
la sociedad civil.

b) Más allá de la vinculación de esta experien-
cia con corrientes de comercio justo, es relevante
destacar la capacidad de crear y manejar una coo-
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perativa que trabaje y gestione productos agrícolas 
y preste servicios a la comunidad de forma autóno-
ma. Es valorable que ésta desarrolle un mercado 
colectivamente sustentable, en el que el comercio 
y su participación en el mercado no se contradi-
ga con los modos de producción y la vocación 
agrícola de las comunidades. De esta manera, esta 
experiencia fortalece los derechos colectivos de los 
Pueblos Indígenas del Cauca.

c) Cafeology y DRWakefield cuentan con acti-
vidades que fomentan el desarrollo de los Pueblos
Indígenas con los que se relacionan, basadas en
definiciones éticas y principios de acción corpora-
tivos. Sin embargo, éstas no adscriben de manera
explícita a los PRDHUN, por desconocimiento de
estos o por falta de comprensión de la relación que
puedan tener con el mejoramiento de sus negocios.
Este tipo de experiencias muestra que existe un
campo para ampliar el alcance de los PRDHUN,
pero al mismo tiempo pone de relieve la brecha que
significa la falta de promoción de esta herramienta
en el ámbito empresarial.

Chocolatería 
De Mendes/Pueblos 
Yanomami y Paite 
Suruí, Brasil  

La tierra indígena Yanoma-
mi en la Amazonía brasile-
ña es rica en oro, lo que ha 
atraído unos 
20 000 mineros a la zona, 
conocidos como garimpeiros. Esta situación ha repre-
sentado una amenaza y un peligro significativo para 
sus habitantes. En esta actividad ilegal se ha invadido 
el Parque Yanomami, talando miles de hectáreas de 
selva para construir tres pistas de aterrizaje y tres minas 
a cielo abierto. Por otra parte, han contaminado los 
ríos de la reserva con mercurio y limo, deteriorando la 
calidad del agua, erosionando sus orillas, destruyendo 
las pesquerías y espantando a los animales que cazan 
los Pueblos Indígenas. También, a partir de la obtención 

de dinero ilegal han incitado a las mujeres locales a la 
prostitución, propagando enfermedades a las que los 
indígenas no tienen resistencia y alterando patrones de 
consumo y conductas.

En este perjudicial contexto, como forma de contra-
rrestar la situación, apareció una iniciativa económica 
de producción de chocolate, impulsada por César De 
Mendes. El hoy empresario chocolatero de Belem de 
Pará es un ingeniero químico e investigador de tecnolo-
gías alimenticias. Pará es una de las regiones de mayor 
producción de cacao de Brasil. De Mendes consideró 
que sería muy interesante tener un producto que refleja-
ra las características propias de la Amazonía brasilera. 
Fue así como decidió hacer chocolate con cacao nativo. 
Su idea fue crear cadenas de valor que rescataran la 
sustentabilidad y los aportes de los Pueblos Indígenas al 
cuidado del medio ambiente, en un producto final que 
reflejara sus tradiciones y su cosmovisión.

La empresa De Mendes está ubicada en la comunidad 
tradicional de Colonia Chicano, en Santa Bárbara, en 
la región Metropolitana de Belém. Fabrica chocolates 
de un modo artesanal, con materias primas generadas 
a partir de sociedades con poblaciones tradiciona-
les de la Amazonía (terroir amazónico). De Mendes 
trabajó con investigadores universitarios en busca del 
cacao nativo para aprender y enseñar metodologías 
de siembra y cosecha de cacao en las comunidades. 
Esto lo llevó a adentrarse en la Amazonía. Estableció 
contactos y sociedades con los Pueblos Indígenas 
Yanomami, en los estados de Amazonas y Roraima, 
Ashaninkas en el estado de Acre y Paite Suruí en el Sur 
de Rondonia. Con ellas realizó talleres y desarrolló el 
comercio de cacao nativo. 

El proceso de café consta de las etapas de recolección, 
selección de frutos, quiebra, fermentación y secado.  
Las comunidades realizan la recolección y pre-pre-
paración de la materia prima, para lo que reciben 
capacitación directa de César De Mendes (chocola-
tier) y ayuda técnica de la empresa. Con el apoyo del 
Instituto Socioambiental de Brasil (ISA), De Mendes 
y otros fabricantes de chocolate realizan talleres con 
los líderes y las comunidades indígenas. En estos les 
aconsejan sobre las mejores formas de recolectar las 
semillas, procesarlas y hacer el chocolate. Este impulso 
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de elaboración de chocolate de alta gama ha signifi-
cado un ingreso económico adicional importante para 
las comunidades. Esto le ha permitido a las comunida-
des permanecer en la región y contrarrestar de alguna 
forma la invasión ilegal de los mineros del oro.
Fuentes de ISA consideran esta experiencia muy ori-
ginal y valiosa, dado que la empresa estableció en un 
principio una relación de asesoría técnica que luego 
se transformó en una relación de apoyo comercial a 
los proyectos con las comunidades. Indicadores de 
la zona señalaban que había mucho cacao y que 
era posible una actividad de generación de renta, 
integración de jóvenes y creación de cadenas de valor 
sostenibles. La llegada de De Mendes, conocedor 
del cacao amazónico y de las formas de trabajo de 
las comunidades originarias, y el establecimiento de 
acuerdos con las asociaciones indígenas significó 
para estas poblaciones seguridad en sus ingresos y 
contar con las capacitaciones técnicas indispensables 
para desarrollar un negocio.  

La experiencia, iniciada en 2010, comenzó a apare-
cer en algunos medios, con lo que personas de otras 
comunidades se acercaron a la empresa en búsqueda 
de trabajo. En esos momentos, comenzó también la 
relación con proyectos sociales de las comunidades, 
no siempre relacionados con el cacao, pero siempre 
conectadas con la empresa. En 2020, hicieron la pri-
mera campaña por internet de una barra de chocolate 
Yanomami (300-400 barras), que hoy forma parte de 
la oferta de chocolates de la compañía. 

Por otro lado, a través de contactos con personas y 
grupos interesados en la defensa de la Amazonía, 
se abrió una corriente de compradores de chocolate 
Yanomami en el Reino de los Países Bajos y en Fran-
cia, en una experiencia de comercio justo, en la que el 
precio de la barra es superior al de una barra normal. 
Esto fortalece la conexión con el desarrollo sostenible 
de la Amazonía y sus habitantes, en la medida que 
genera mayores recursos para proyectos sociales. Un 
porcentaje del valor es destinado a proyectos de las 
comunidades, porcentaje que alcanzó al 100 % duran-
te las etapas más álgidas de la pandemia, con gran 
impacto positivo en un área invadida especialmente en 
los últimos años por garimpeiros, lo que la hacía más 

peligrosa al contagio y manejo del virus COVID-19 
(ISA, 2020). En ese momento, una de las medidas 
consideradas fue mudarse a otro lugar, al menos el 
grupo con que la empresa trabajaba. 

En la actualidad, la empresa también está desarrollan-
do proyectos en el sur del Estado de Rondonia, al Norte 
de Mato Grosso, donde trabajan con comunidades 
Paite Suruí. Son pueblos con mayor influencia urbana 
y constituyen una reserva cultural muy interesante, pre-
servan la lengua y la identidad (Tupí Mondé). También 
se hicieron barras de chocolate con el cacao de sus te-
rritorios, aunque mantuvieron el nombre de Yanomami. 
En este momento, hay también otro producto en 
espera de salir al mercado, una barra de chocolate 
realizada con cacao del territorio de pueblos Asha-
ninkas (estado de Acre), quienes se contactaron con 
la empresa antes de la pandemia. En 2021, una vez 
que fue posible realizar visitas, comenzaron a trabajar 
un fruto llamado cupuaçu, fruto nativo con el que se 
fabrica el cupulate, con propiedades y sabor similares 
al chocolate. 

Si bien hasta el momento la participación de las 
comunidades es esencialmente en la preparación y 
venta de semillas, se ha iniciado un proceso que les 
permita producir chocolate para consumo propio. En 
el caso de la comunidad Paite Suruí, se ha avanzado 
en construir una pequeña fábrica y se realizan talleres 
para desarrollar un producto que se integre a su cultu-
ra alimentaria, no solo para vender, como una forma 
de aumentar la identificación con el producto. También 
las comunidades Yanomami han aumentado sus plan-
taciones de chocolate, aplicando técnicas tradiciona-
les propias de su sistema agroforestal, sembrando y 
cosechando según sus conocimientos ancestrales. 

El pago del cacao se realiza directamente a las comu-
nidades, ya sea a través de sus asociaciones, como el 
caso de los Yanomamis o de pequeñas cooperativas 
como los Paite Suruí. Según fuentes de la empresa, 
esta paga cuatro a cinco veces más que precio del 
mercado. Por lo tanto, los productos finales son más 
caros y entran en el sistema de comercio justo forma-
do por clientes que entienden que comprando estos 
productos están ayudando a la sustentabilidad de la 
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Amazonía. De Mendes es una empresa en crecimiento, 
que aspira a reducir el impacto ambiental a través de 
este tipo de comercio. 

Finalmente, De Mendes aplica un modelo productivo 
alineado con la sustentabilidad socioambiental, com-
pra créditos de carbono de Proyectos REDD+, impac-
tando directamente en la preservación de cientos de 
miles de hectáreas de la selva amazónica. Actualmen-
te cuenta con 300T de créditos comprados.

Indicadores relevantes

a) PRDHUN: La empresa De Mendes no
adscribe a los PRDHUN, principalmente por
desconocimiento. Sus prácticas de defensa de las
comunidades indígenas amazónicas fortalecen
los derechos humanos y son considerados por la
empresa como un orientador de su trabajo.

b) Relación empresa-Pueblos Indígenas:
En principio, la relación se basa en aspectos comer-
ciales, a través de la compra de cacao no proce-
sado. Para ser parte de la cadena de valor de De
Mendes las comunidades necesitaron capacitación
técnica, la que fue entregada por la empresa una
vez tomada la decisión de comercializar el cacao
amazónico y convertir este tipo de negocio en parte
de la política corporativa de la empresa, no solo
por los impactos económicos sino por el apoyo
decidido a proyectos que mejoraran la situación
de los habitantes de la Amazonía brasileña. Para
ello, la empresa desarrolla políticas ambientales
y de reducción de gases de efecto invernadero
en alianza con empresas especializadas (ZCO2).
La protección de la Amazonía y las poblaciones
indígenas que la habitan es parte esencial de la
definición estratégica de la empresa y define el tipo
de relación con las comunidades. La empresa es
parte de Ekosfera, organización orientada a forta-
lecer y promocionar cadenas de valor sostenibles
en poblaciones originarias. De este modo, todas
las actividades de capacitación, comunicación, así
como los acuerdos, se revisan periódicamente y
tienen pertinencia cultural.

c) Creación de valor para los grupos de
interés: Las poblaciones indígenas amazónicas
involucradas generan valor a través del desarrollo
económico comunitario que les proporciona el
ingreso proveniente del cacao. Igualmente, las
capacitaciones les han permitido mejorar y ampliar
su producción, creando incluso un nuevo produc-
to, como el cupulate. Por otra parte, el manejo
ambiental sostenible de este proyecto ha permitido
proteger la región y mejorar la organización frente
a la minería ilegal.

De Mendes, por su lado se ha posicionado como 
una productora de chocolate amazónico por 
excelencia y ha entrado en circuitos de comercio 
justo a través de productos con marcas originales e 
identificables con el cuidado de la región. 

Análisis y lecciones aprendidas

a) Es necesario destacar la decisión autónoma
y personal del dueño de la compañía de incorpo-
rar en su cadena de valor a los Pueblos Indíge-
nas de una región amenazada por empresarios
extractivistas, por la minería ilegal e incluso por
instituciones del Estado brasileño, que en algunas
épocas ha mantenido políticas a favor de activi-
dades productivas extractivas (WWF, 2016). La
empresa lo ha hecho desde una doble perspectiva:
para mejorar y diferenciar su producto, al incorpo-
rar cacao nativo, y también para contribuir a me-
jorar la situación de comercialización del cacao de
las comunidades, incluso a través de un producto
con nombre propio, producción que anteriormente
tenía muy bajos precios.

b) Además, resulta relevante la relación que la 
empresa establece con la cadena de valor, incor-
porando en ella la cooperación técnica y aportes a 
proyectos de desarrollo comunitario que rescaten 
valores y tradiciones, como forma de proteger a las 
comunidades y a la vez permitir continuar con sus 
tradiciones y legados. Para esto, ha sido indispen-
sable contar con un nicho de mercado de comercio
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justo que permitiera, al menos mientras la calidad del 
producto se posiciona en el mercado, cobrar precios 
más altos. En este aspecto, otra de las claves del 
éxito ha residido en comunicar al mundo no indígena 
la capacidad de los Pueblos Indígenas de hacer un 
producto de calidad.

c) Para los Pueblos Indígenas, este tipo de acuer-
dos les ha abierto posibilidades de construir relacio-
nes menos asimétricas, transformando su vinculación
histórica con el mercado y dejando atrás las situa-
ciones violentas y de subordinación tradicionales en 
la Amazonía. Han podido acceder a los bienes que 
requieren a través de procesos colectivos, aplicando 
conocimientos tradicionales, reforzando su identi-
dad como Yanomamis o Paite Suruí y estableciendo 
normas de producción con impactos positivos. 

d) Finalmente, es importante rescatar el papel 
que puede jugar una práctica como esta relación 
empresa-Pueblos Indígenas en la protección de un 
activo universal para la humanidad frente al cambio 
climático, como es la Amazonía, y acercarla al resto 
del mundo, en busca de alianzas entre diversos 
actores de la sociedad. En este caso particular, ha 
sido más importante aún la contribución de las 
organizaciones de la sociedad civil y las empresas 
considerando la actitud que durante un período tuvo
el Estado brasileño con políticas de fomento de la 
deforestación16.

Grupo Aje/
Comunidades Indíge-
nas amazónicas, Perú 

El Grupo Aje es una 
compañía multinacional 
que surgió hace más de 30 
años en Ayacucho, Perú. 
Es una empresa familiar de 
origen español dedicada 
a la producción de jugos, agua y bebidas carbona-
tadas, con presencia en más de 30 países en Asia, 
África, América Latina e incorporándose actualmente 
a Europa. A lo largo de su historia ha desarrollado 
una variedad de marcas importantes, tales como: Bio 
Amayu, CIELO, Pulp, Free Tea, Cifrut, Sporade, BIG 
Cola y Volt. 
Aje ha desarrollado un modelo productivo sostenible, 
en el que participa la empresa y las comunidades 
indígenas, principalmente de la Amazonía peruana. 
La Amazonía tiene una diversidad de flora y fauna 
incomparable, pero que está en inminente peligro. La 
Reserva Nacional del Pacaya Samiria de la Amazonía 
peruana ha sufrido las consecuencias de la defores-
tación y se mantiene en constante amenaza. Por este 
motivo principal, la empresa Aje ha instalado su sede 
ahí, abarcando 6,5 millones de hectáreas para su pro-
tección (Panorama Solutions, 2021). En este contexto 
desarrollaron el Movimiento Amarumayu.

El modelo de Aje opera generando alianzas econó-
micas y de comercialización de un producto. Todo 
parte en el corazón de la Amazonía peruana, donde 
las comunidades indígenas, manteniendo su tradición, 
se dedican al cultivo y recolección de frutos silvestres, 
usando técnicas de agricultura sostenible que ayudan a 
mitigar el cambio climático. Luego, venden estos frutos 
a Aje, para después ser transformados y comercializa-
dos como jugos de superfrutas, denominadas así por 
su alto valor vitamínico, sin conservantes ni azúcares 
añadidos, como el aguaje y el camu camu, materias 

16 Según datos difundidos por el INPE de Brasil, hubo un aumento del 52,9 % en el área deforestada en los tres años de gobierno de Jair Bolsonaro (promedio de 11 405 
km² entre 2019 y 2021) en comparación con el promedio de los tres años anteriores (promedio de 7 458 km² entre 2016 y 2018). Se señala que: “El Gobierno actual, con 
su política anti-ambiental, ha elevado drásticamente el nivel de deforestación en el bosque tropical más grande del planeta. Son niveles inaceptables ante la emergencia 
climática que vivimos en Brasil y en el mundo, con extremos climáticos y sus impactos cada vez más devastadores y frecuentes”, ha comentado Cristiane Mazzetti, vocera 
de Green Peace. Ver más en: Con Bolsonaro, la Amazonía sufre la mayor tasa de deforestación desde 2006, Greenpeace, 2021. https://acortar.link/aDHMJ9. 
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primas que compran a las comunidades indígenas 
shipibo-konibo y kukama kukamiriaa, ubicadas en el 
departamento de Loreto, en la Amazonía peruana.

La línea de productos se llama Bio Amayu y la compo-
nen cinco jugos de superfruta, los antes mencionados 
Bio Amayu y Bio Camu Camu, y también Bio Acaí, Bio 
Arándano y Bio Aguaymanto.  Con esta nueva lógica 
de negocio y de valorización de la agricultura ancestral 
sostenible, la empresa ayuda a prevenir la deforestación 
de la selva del Amazonas, ya que, entre otras cosas, 
consideran que los frutos sean de palmeras no taladas, 
para así asegurar la sostenibilidad del ecosistema. 
Además, el modelo otorga un sustento económico de 
mayor estabilidad a cerca de 500 familias indígenas, 
con quienes acuerdan un valor único promedio de 
precio anual de compraventa de los frutos para todo el 
año. Anteriormente, el valor dependía de la temporada, 
por lo que había meses en que el ingreso económico era 
muy bajo e irregular. Como las comunidades indígenas 
amazónicas históricamente no han tenido buenas ex-
periencias de comercialización, la empresa se propuso 
generar confianza con las comunidades, mediante el 
establecimiento de un comercio con precios y condicio-
nes justas. 

Para reafirmar el compromiso de su modelo económi-
co-estratégico con el desarrollo sostenible, Aje declara 
su compromiso con los Objetivos de Desarrollo Sosteni-
ble de la ONU, impactando positivamente, de manera 
directa, en cuatro de ellos:  

ODS 3: Salud y bienestar, a través de su portafolio 
de productos saludables.
ODS 11: Ciudades y comunidades sostenibles, con la 
creación del proyecto Ciudades Sostenibles: Machu 
Picchu Sostenible.
ODS 13: Vida de ecosistemas terrestres, con el com-
promiso de conservación y restauración de la biodi-
versidad de áreas protegidas ‘Pacaya-Samiria’. 
ODS 15: Acción por el clima. con la reducción del 
material plástico para envases y embalajes.

La relación de Aje con las comunidades indígenas y 
el desarrollo del producto Bio Amayu se produce en 
el marco de una alianza inicial entre la empresa y la 
Cámara de Comercio de los Pueblos Indígenas del Perú 
(CCPIP)17  en 2014, cuando la Cámara extendió una 
invitación para que la empresa se relacionara y traba-
jara de forma directa con las comunidades amazóni-
cas, con foco en el desarrollo sostenible y acorde con 
la idiosincrasia de las comunidades. En este caso, esto 
se ha realizado al resignificar y revalorar frutos pro-
pios de la Amazonía, como el camu camu de familias 
recolectoras del río Putumayu y el aguaje, recolectado 
principalmente con asociaciones de las familias de la 
etnia Cucama. 

La Cámara de Comercio de los Pueblos Indígenas del 
Perú es un organismo que nació como proyecto en 
2012, y en su proceso de creación han participa-do 
empresas, asociaciones productivas comerciales 
indígenas, jóvenes, líderes regionales y organizaciones 
políticas como la Asociación Interétnica de Desarrollo 
de la Selva Peruana-AIDESEP y la Confederación de 
Nacionalidades Amazónicas del Perú (CONAP). La 
CCPIP se ha planteado como objetivo empoderar a los 
Pueblos Indígenas de la Amazonía en temas de econo-
mía de mercado para afrontar así en mejores condi-
ciones el futuro junto con el respeto por las culturas y la 
sostenibilidad.

Es importante señalar que para que la cámara deci-
diera establecer este tipo de relaciones comerciales, 
las empresas debían respetar y promover las ‘4R’ del 
modelo de desarrollo sostenible global: reciproci-
dad, redistribución, relación y respeto. Además de lo 
anterior, la cámara ha establecido tres criterios propios 
y específicos desde las comunidades para tratos 
comerciales en la relación empresa y comunidad: i) 
que las empresas promuevan la conservación produc-
tiva de la biodiversidad debiendo cualquier actividad 
productiva promover la conservación de los bosques, 
generar un trato equitativo en los términos comerciales 
entre el productor y la empresa o comprador (equidad 
y acceso justo;  ii) respetar la cultura indígena, lo que 

17 Es una organización nacional enfocada en promover oportunidades económicas con los Pueblos Indígenas del Perú sobre la base de sus valores ancestrales de rel-
ación, redistribución, reciprocidad y responsabilidad, preservando su identidad cultural. La Cámara agrupa emprendimientos y asociaciones productivas comerciales 
indígenas y les brinda el soporte técnico y académico, defiende sus derechos económicos y genera alianzas con sectores estratégicos para el desarrollo de negocios 
sostenibles. En: www.conservation.org
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se traduce de distintas formas de respeto a las tradicio-
nes de las comunidades,  y iii) la posibilidad de que la 
empresa participe de esas tradiciones.  

Aje hoy forma parte de la cámara, dado su compro-
miso de trabajar con las comunidades en base a los 
parámetros antes mencionados. Esta relación de la 
empresa con los Pueblos Indígenas es, en el Perú, uno 
de los casos emblemáticos de trabajo y acercamiento 
con las comunidades. 

Desde la cámara consideran que el relacionamiento 
con la empresa ha sido beneficioso para todas las 
partes involucradas por lo que les interesa seguir pro-
moviendo inversiones para las comunidades, siempre 
que se cumplan los criterios antes mencionados. La 
empresa está orientada a que las propias comuni-
dades desarrollen negocios y emprendimientos, y les 
resulta indispensable generar alianzas internacionales 
entre Pueblos Indígenas, que apunten a formar una 
Red Sudamericana de Empresas y Organizaciones 
Indígenas. Actualmente, ya organizaron el Primer Foro 
Sudamericano de Negocios Indígenas, han formado 
alianzas con la Cámara Mapuche de Chile y han 
establecido los primeros acercamientos y asesorías con 
organizaciones de Ecuador, Colombia y Paraguay.

Indicadores relevantes

a) PRDHUN: La empresa no se adscribe a los
PRDHUN por desconocimiento. Tampoco cuenta
con declaración ni política de derechos humanos
explicitada. Sí lo hace con los ODS de Naciones
Unidas.

b) Relaciones empresa-Pueblos Indígenas:
La relación se estableció inicialmente a través
de la compra de materia prima a las comunida-
des indígenas, formando parte de la cadena de
proveedores para la elaboración de jugos. Alrede-
dor de 500 familias participan del negocio y son
proveedoras de frutos silvestres para la empresa.
Además, el proceso incluye capacitaciones y

trabajo con las comunidades para cumplir con los 
estándares requeridos, que hoy en día se imparten 
con la CCPIP, y con la que existe una alianza en los 
términos planteados por esta última. Ello define la 
relación desarrollada puesto que, al ser reconocida 
por la CCPIP, Aje da sustento a su modelo estraté-
gico, basado en el desarrollo sostenible declarado 
por la empresa según los ODS de la ONU, modelo 
que define la forma como se vinculan con las 
comunidades. La comunicación directa en terreno 
es la característica de la relación inicial, a lo que se 
suman las relaciones institucionales con la CCPIP. 
En resumen, la relación de Aje con los Pueblos 
Indígenas amazónicos se define a partir de las 
definiciones de la empresa sobre la protección de 
la Amazonía y sus habitantes, y se fortalece con el 
vínculo con la CCPIP. Las comunidades desarrollan 
el trabajo según sus prácticas tradicionales, respe-
tando su diversidad y destacando sus aportes a un 
producto natural y sano.

c) Creación de valor para los grupos de
interés: Por una parte, las comunidades partici-
pan en la cadena de valor de una empresa que les 
permite mantener ingresos a precios promedio de 
mercado, generados según sus prácticas ancestrales 
y cuidando ambientalmente su territorio. Además, al 
ser una empresa internacional con ventas en muchas 
partes del mundo, aseguran un mercado y promue-
ven la realidad de la Amazonía. La asociación con la 
CCPIP ha aumentado la posibilidad de valorizar la
producción, se han fortalecido los aportes tecno-
lógicos a través de los talleres y se respetan sus
culturas y tradiciones.

La empresa opera a través de una cadena de valor 
que le permite ofrecer productos únicos y que, 
además de mantener la coherencia entre sus prin-
cipios y su práctica, les ha posibilitado la creación 
del movimiento Amarumayu, aumentando con ello 
sus ventas. 
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Análisis y lecciones aprendidas

a) La alianza entre la Cámara de Comercio 
Indígena y Aje da cuenta de que no existe contradic-
ción alguna en que empresas y Pueblos Indígenas 
desarrollen relaciones comerciales, siempre y cuando
sea respetada la idiosincrasia de cada cultura o, 
como en este caso, fortalecida. 

b) Si bien las normativas internacionales son de 
relevancia, resulta de igual valor que las comuni-
dades desarrollen sus propios criterios previos de 
asociación, basados en sus lógicas contextuales y 
culturales específicas, las que debiesen ser conoci-
das y respetadas por las empresas y también por 
los estados. En este caso, la empresa no adscribe 
a los PRDHUN por desconocimiento declarado, 
sin embargo, reconocen que existiendo un ámbito 
favorable a la promoción de estos principios por 
parte de las autoridades no les sería difícil adoptarlos 
formalmente.

c) Todo tipo de relación, acuerdo, alianza o 
convenio entre empresas y Pueblos Indígenas debe 
considerar, desde un comienzo, indicadores de desa-
rrollo de las poblaciones involucradas. En este caso, 
ambas partes se han relacionado sobre la base del 
valor que obtienen según sus propios objetivos.

Cervecería Boliviana 
Nacional/comunidad 
de mujeres tejedoras 
 Huari  

En el año 1870 surgieron 
en La Paz las primeras 
cervecerías y en 1877 fue 
creada la icónica cerveza 
Paceña. En 1886, tras la fusión de Cervecería Nacional 
y Cervecería Americana surgió la Cervecería Boliviana 
Nacional (CBN), propiedad de cuatro inmigrantes 
alemanes. 

En la actualidad, y con 134 años de historia, CBN dis-
pone de ocho plantas de producción, en las ciudades 
de La Paz, El Alto, Santa Cruz, Cochabamba, Oruro 
y Tarija, aportando a la industria nacional cuatro 
marcas propias: Paceña, Huari, Beck’s y Bock, además 
de algunas marcas de producción regional. Desde el 
2009, CBN incorporó a su patrimonio dos plantas de 
elaboración y envasado de bebidas gaseosas y desde 
el 2021 la compañía lanzó al mercado el agua embo-
tellada SOMOS, que es el primer producto concebido 
desde su nacimiento con un propósito solidario: llevar 
agua a comunidades vulnerables del país. 

Por otra parte, desde hace seis años, la cervecería 
desarrolla la campaña Causa Huari, con el objetivo 
de resignificar la tradición de las tejedoras aymara de 
Huari, uno de los lugares emblemáticos de la empresa, 
fundado en el municipio de Santiago de Huari. Con 
el propósito de rescatar la cultura de la región, la em-
presa quiso destacar lo más típico y tradicional de la 
zona, los aguayos, tejidos de Huari que hasta el inicio 
de la campaña y de la relación con la empresa eran 
elaborados en la comunidad solo por dos tejedoras de 
edad avanzada.

La campaña se propuso promover el oficio a partir 
de tres líneas fundamentales: i) la implementación de 
una escuela y taller de capacitación y producción para 
jóvenes mujeres aymara que quisieran aprender el pro-
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ceso de tejido; ii) la realización del  documental Teje-
doras Huari, destinado a visibilizar los tejidos andinos y 
concientizar respecto de su valor, que consta de cuatro 
capítulos que invitan a no interrumpir la herencia de las 
tejedoras, y iii) el reconocimiento de los tejidos andinos 
como Patrimonio Cultural Nacional, con el objetivo de 
fortalecer a la comunidad de tejedoras. Para esto, en la 
página web de la cervecera se dispuso de un espacio 
para reunir firmas apoyando la Causa Huari.

Según fuentes cercanas a la Causa Huari, de no 
haberse hecho algo por el rescate de esta tradicional 
forma de tejer, ésta se perdería una vez que estas 
dos tejedoras dejaran de trabajar ya que se estaban 
perdiendo los telares, el conocimiento y la cultura. En la 
actualidad ya hay 46 tejedoras, muchas de ellas muy 
jóvenes y se ha logrado, entre otras cosas, rescatar el 
orgullo de la gente de valorar lo que tenían. 

Con la campaña se han producido cambios econó-
micos y comerciales en la actividad de las tejedoras. 
Normalmente, sus productos eran mal vendidos en 
el mercado, no valorándose, por ejemplo, el largo 
tiempo que significaba tejer una manta grande. Solían 
cambiar los telares por ropa usada o los vendían muy 
baratos, dada la competencia de telares de imitación, 
producidos de forma más económica. A partir de esta 
campaña y de la relación con la empresa se comenza-
ron a valorizar los aguayos producidos por las tejedo-
ras, intercambiando conocimientos y generando un 
concepto de negocios a partir de su producción ances-
tral. Hoy se han sumado como clientes conocidos dise-
ñadores que incluyen en sus ofertas tejidos encargado 
a las tejedoras de Huari, quienes incluso han visitado la 
comunidad, la fábrica y los telares como una manera 
de conocer mejor el producto que ofrecerían. 

Por otra parte, según los asesores del proyecto, a partir 
del inicio del trabajo se produjo un cambio en la forma 
de pensar de las jóvenes, que usualmente se vestían 
como una forma de estar a la moda con ropa usada 
traída desde fuera del Estado Plurinacional de Bolivia. 
Hoy se ha observado un cambio en esta tendencia 
y se visten con ropa confeccionada por ellas con 
telas tejidas mediante su tradición ancestral. Esto ha 
traído también cambios en su autoestima individual y 

colectiva, siendo para ellas un orgullo ser parte de la 
comunidad de Huari, no solo porque ahora venden 
sus productos y pueden generar ingresos para el hogar 
sino también porque han revalorizado su cultura. Se 
ha producido un empoderamiento que, si bien no es 
específicamente parte de las reuniones o talleres, se 
transmite a partir del trabajo conjunto y del apoyo de 
la empresa y de la sociedad.

Hoy existe la Asociación de Tejedoras de Huari, que 
cuenta con registro comercial y que se organiza de ma-
nera autónoma para vender sus productos, capacita a 
nuevas tejedoras y contrata o subcontrata especialis-
tas cuando los encargos lo requieren. 

Indicadores relevantes

a)  PRDHUN: La empresa no adscribe for-
malmente a los PRDHUN ni explicita política de 
derechos humanos. 

b) Relación empresa-Pueblos Indígenas: 
Este se produce básicamente a través del proyecto 
Causa Huari, por lo que no establecen relaciones 
directas con los negocios de la empresa, ni como 
trabajadoras ni como parte de su cadena de valor, 
aunque como parte del desarrollo de mercados ésta 
es cliente de sus productos. La esencia de la relación 
es el apoyo a la conservación de la tradición arte-
sanal del tejido y el desarrollo del emprendimiento 
de las mujeres de Huari. CBN desarrolla las políticas 
corporativas de relaciones de la empresa con los 
Pueblos Indígenas desde su Política de Responsa-
bilidad Social Empresarial. Sin embargo, la Causa 
Huari no se incluye en este marco de acción, sino 
que es una campaña corporativa de nivel nacional, 
orientada al reconocimiento de la actividad de las 
tejedoras como patrimonio cultural. A través de esta 
campaña se realizan capacitaciones a las tejedoras, 
tanto en aspectos de diseño como de administración 
del negocio.

c) Creación de valor para los grupos de 
interés: Para la comunidad de mujeres aymara de 
Huari, la relación con la empresa ha implicado cam-
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bios sustanciales en su calidad de vida, en el rescate 
de tradiciones y en el fortalecimiento de su identidad 
como tejedoras indígenas, especialmente en las 
mujeres jóvenes. También han mejorado su capa-
cidad de organización y de relaciones comerciales, 
otorgándoles mayor autonomía en sus decisiones. 

La empresa ha fortalecido su reputación, siendo 
elegida por seis años   como la empresa de mejor 
reputación en el Estado Plurinacional de Bolivia en 
términos de sostenibilidad ambiental y de relacio-
nes con comunidades, asociando su marca a una 
causa nacional que convoca a proteger y destacar 
prácticas ancestrales de pueblos originarios, muy 
importantes en la identidad del pueblo boliviano. 

Análisis y lecciones aprendidas

a) El relacionamiento entre una de las plantas de 
una empresa privada como CBN y la comunidad ha
promovido la revalorización y rescate de una forma 
ancestral de producción, los telares de las tejedoras 
de Huari, con impactos positivos diversos para sus 
protagonistas. Para la empresa, apostar parte de su 
reputación a promover una marca y una campaña 
de este tipo es parte de su política de buen vecino o 
como una forma de obtener la licencia para operar. 

b) Para las tejedoras de Huari, la relación con 
la empresa ha producido un desarrollo social que 
sobrepasa lo económico, impactando en un derecho
colectivo, como la supervivencia del pueblo aymara 
de Huari. 

c) En esta experiencia también es destacable que 
una empresa emblemática como CBM, a pesar de 
no tener entre sus políticas la adhesión explícita a los 
Principios Rectores de Derechos Humanos y Empresas,
haya podido, en un país multicultural y con gran 
diversidad de Pueblos Indígenas como el Estado 
Plurinacional de Bolivia, generar una interacción con 

impactos positivos en el respeto a los derechos de 
una comunidad indígena.

3.3. Sector energético

Este sector productivo es uno de los que presenta más 
conflictos de las empresas vinculadas a las diferentes 
áreas de la energía con los Pueblos Indígenas, espe-
cialmente en la generación y transmisión. Es un sector 
cuyo avance está muy vinculado al uso de nuevos 
territorios para la construcción de infraestructura 
e instalaciones que permitan el desarrollo de estos 
proyectos. Desde la perspectiva vigente de desarrollo 
económico, la electrificación ha sido uno de los indi-
cadores del avance hacia una mejor calidad de vida 
de la población y una medida del crecimiento de los 
países. Hoy, la reconversión energética hacia energías 
renovables no convencionales que reduzcan los gases 
de efecto invernadero es parte ineludible de la política 
de las economías de todo el planeta en sus esfuerzos 
por mitigar el cambio climático.  

Lo anterior ha significado muchas veces la ocupa-
ción de territorios que ancestralmente pertenecían a 
poblaciones originarias y que muchas veces son parte 
de sus reivindicaciones. En otras oportunidades se han 
producido desplazamientos o reasentamientos invo-
luntarios que han generado conflictos de larga data. 
Parte de estos conflictos provienen de inundaciones de 
tierras consideradas parte de ritos o santuarios propios 
de la cosmovisión indígena, ocupaciones de sectores 
aledaños a comunidades indígenas que dificultan sus 
actividades económicas tradicionales o directamente 
expropiaciones de tierras. Por ello, se ha incluido en 
este estudio dos casos que contienen aspectos que se 
pueden entender en el marco de una mejor relación 
entre ambos actores, o al menos donde los Pueblos 
Indígenas fueron consultados y participaron de los 
proyectos que les afectaban directamente18.

18 A nivel nacional la Cámara de Diputados aprobó, en general, la misma ley de la Ley General de Consulta de los Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexica-
nas el 2021. 
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Parque Eólico Fuerza 
y Energía Limpia de 
Tizimín/Comunidades 
Mayas de Yucatán, 
México 

En marzo de 2016 se 
otorgó el permiso para la 
construcción del Parque 
Eólico Tizimín (Secretaría de Energía. 2016), que sería 
construido por la empresa Fuerza y Energía Limpia de 
Tizimín S. A .de C.V., subsidiaria de la Empresa Avan 
Energy S. de R.L. de C.V., con capital local. El parque 
está ubicado en el municipio de Tizimín, la segunda 
ciudad más importante del estado de Yucatán, en 
cuatro pequeñas comunidades mayas: San Francisco 
Yohactún, Santa Clara Dzibalkú, Xkalax Dzibalkú y 
Yohactún de Hidalgo. 

En esta región viven los pueblos zapotecos, que se de-
dican a la pequeña agricultura bajo la forma de ejidos 
y de bienes comunales. Las empresas acreditadas por 
el Gobierno iniciaron la construcción de los primeros 
parques bajo un esquema de funcionamiento en que 
sus estrategias prevalecieron sobre las demandas y 
propuestas de las comunidades, sin instaurar puentes 
de información e interlocución con ellas.

Según fuentes vinculadas a comunidades indígenas 
protagonistas de estos conflictos, el problema no 
eran los proyectos ni que las comunidades estuvieran 
en contra per se, sino la falta de información, lo que 
dificultaba la confianza necesaria para el desarrollo de 
la actividad económica. Sin embargo, reconocen que 
en la actualidad hay algunos cambios, como dejar de 
negociar a espaldas de las comunidades o desarrollar 
procesos de consulta, como el que en este caso llevó 
adelante la Secretaría de Energía de México basada 
en la ley aprobada por el Congreso del Estado de 
Oaxaca en febrero del 2020 19.

El parque eólico de Tizimín entró en operaciones el 
2018 y tiene una vigencia hasta el 2033, cuenta con 

40 aerogeneradores de 2,1 MW cada uno, dos sub-
estaciones y la línea para la interconexión. La energía 
que ahí se produce es llevada por una línea de alta 
tensión de 47 km hasta el punto de interconexión en 
la subestación de la ciudad de Tizimín, que equivale a 
energía para 115 000 viviendas en Yucatán. El proyec-
to se localiza a 50 kilómetros del Golfo de México y 
se encuentra levantado en terrenos donde convergen 
otras actividades, como la pequeña ganadería y la 
agricultura. Durante su construcción, este parque eóli-
co creó 300 empleos directos y en su funcionamiento 
está generando 30 puestos laborales. La etapa de 
edificación duró 16 meses y actualmente se encuentra 
conectado a la red nacional de transmisión.

Con la reforma a la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) en materia 
energética del año 2013, se establecieron dos cambios 
fundamentales en la forma en la que se desarrolla el 
sector energético en México. Por una parte, se incor-
poró la sustentabilidad como un criterio (Art. 25 de la 
CPEUM) y, por la otra, en un ejercicio de armoniza-
ción normativa con la reforma constitucional del año 
2011 en materia de derechos humanos, la legislación 
secundaria (Ley de Hidrocarburos y Ley de la Industria 
Eléctrica) estableció un enfoque de derechos huma-
nos.  Con el objetivo de operacionalizar los principios 
de sustentabilidad y el enfoque de derechos humanos 
se incluyeron tres elementos novedosos dentro de la 
reforma energética: i) evaluación de impacto social; 
ii) consulta libre, previa e informada, y iii) modelo de 
ocupación superficial19.

La empresa Fuerza y Energía Limpia Tizimín presentó 
en 2016 la Evaluación de Impacto Social y la Evalua-
ción de Impacto Ambiental, documentos aprobados 
por la Secretaría de Medio Ambiente y la Secretaría 
de Energía, esta última encargada de realizar en 2017 
las consultas en el marco del Convenio 169 de la OIT, 
aprobado por México en 1989, en las cuatro localida-
des consideradas el área núcleo del parque eólico. Las 
cuatro consultas a las localidades (comisarías) fueron 
realizadas por la Secretaría de Energía con el acom-
pañamiento del personal de la empresa e instituciones 

19 A nivel nacional la Cámara de Diputados aprobó, en general, la misma ley de la Ley General de Consulta de los Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas el 2021. 
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del Gobierno, como el Instituto Nacional de Pueblos 
Indígenas, el Instituto para el Desarrollo de la Cultura 
Maya del Estado de Yucatán y la Junta de Electrifica-
ción del Estado.

En las actas de cada una de las asambleas de las 
consultas se acreditó que la Secretaría de Energía, la 
Junta de Electrificación de Yucatán y la Empresa Fuerza 
y Energía Limpia de Yucatán S.A. se comprometían 
a llevar a cabo las actividades pactadas con cada 
comunidad, las cuales quedaron consignadas en los 
instrumentos jurídicos, las actas consultivas respecti-
vas. Con estas asambleas se dio por cerrada la consul-
ta previa, libre e informada en las cuatro comunidades 
consultadas. 

Las comunidades manifestaron su consentimiento 
para el desarrollo del proyecto y aceptaron las pro-
puestas, que consistieron en recursos económicos para 
beneficios sociales durante treinta años de duración, 
fortalecimiento y construcción de equipamientos en 
cada comunidad, canalización de recursos durante 
cuatro años para construir aulas de bachillerato, 
mejoramiento de caminos y de pozos de agua, y la 
realización de proyectos productivos. Por parte de 
las comunidades, éstas se comprometieron a crear 
comités para dar seguimiento a los compromisos, que 
se reunirían cada dos meses. 

Yucatán es uno de los estados mexicanos donde la cul-
tura maya tiene una presencia importante. Por ello, du-
rante la construcción del parque, la empresa junto con 
el Instituto Nacional de Antropología e Historia (INAH) 
realizó el rescate y salvamento del material arqueológico 
que forma parte del patrimonio cultural del Estado. 

Este proyecto siguió tres pasos para obtener la 
autorización de generación eléctrica: i) definición de 
los criterios técnicos-económicos; ii) la Evaluación de 
Impacto Ambiental, y iii) la Evaluación de Impacto 
Social. Durante el desarrollo de las consultas, el Insti-
tuto para el Desarrollo de la Cultura Maya del Estado 
de Yucatán apoyó con la presencia de traductores en 
lengua maya. En el caso de la Evaluación de Impacto 
Ambiental, la empresa antes de la construcción del 
parque eólico tuvo que atender las recomendaciones 

señaladas por la Secretaría de Medio Ambiente.
No obstante, habitantes y colectivos locales mani-
festaron su descontento con la consulta, señalando 
que la empresa y el Gobierno no la habían cumplido 
cabalmente, y que no se tomaron en cuenta las comu-
nidades que se encuentran en el área considerada de 
amortiguamiento. Sin embargo, pese a esto, el proyec-
to avanzó en la construcción y hoy está en operación. 

Indicadores relevantes

a) PRDHUN: Ni la empresa ni su ente corpo-
rativo adscriben públicamente a los PRDHUN. En
el proceso de evaluación y otorgamiento de las
autorizaciones se aplicaron conceptos de dere-
chos humanos vinculados a la consulta, sin hacer
expresa mención de los PRDHUN. En los estudios
de impacto ambiental y social se hizo referencia a
mitigaciones de riesgos.

b) Relación empresa-Pueblos Indígenas:
El proceso de consulta previa diseñó el tipo de
relación de la empresa con las comunidades. Al ser
una empresa nueva, creada para la construcción
del parque eólico, no tiene historia de relaciones
previas, aunque sí la tiene la empresa matriz (Avant
Energy) con larga experiencia de trabajo con tribus
indígenas en Estados Unidos de América. El proce-
so de consulta, sin embargo, establece los tipos de
relación laboral para la construcción y operación
del parque eólico, incluidas capacitaciones para los
puestos requeridos. Las evaluaciones ambientales
y económicas, por su parte, incluyeron análisis
de riesgo sobre los impactos del parque en las
poblaciones indígenas aledañas y las respectivas
mitigaciones, incluyendo medidas sobre el respe-
to a los derechos humanos. En el acuerdo final
se incluyen comités de seguimiento de las obras
comprometidas en estos, en los que participan las
organizaciones indígenas.

c) Creación de valor para los grupos de
interés: El acuerdo establece la destinación de
recursos para mejoramiento y construcción de
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infraestructura sanitaria, caminos, establecimientos 
educacionales y proyectos productivos. También 
el acuerdo estipula la provisión de energía eólica, 
lo que constituye un aporte al cuidado del medio 
ambiente. La consulta se realizó en el marco del 
Convenio OIT 169, por lo que para los Pueblos 
Indígenas constituye un precedente para nuevos 
proyectos en que se requiera aplicar consulta 
previa. Similar cosa ocurre con los estudios de 
impacto social propios de la legislación mexicana. 
En este sentido, más allá de los recursos económi-
cos, existen beneficios propios de la negociación 
y aplicación de instrumentos internacionales y de 
legislación secundaria.

La empresa logró para la construcción del parque 
eólico las licencias legales establecidas en las leyes 
aplicables, y la licencia social al generar climas de 
diálogo ante posibles conflictos futuros propios 
de este tipo de proyectos. También, la experiencia 
de este proceso generó capacidad instalada en 
habilidades que normalmente no son comunes en 
empresas del sector energético.

Análisis y lecciones aprendidas

a) En este caso se observa que la elaboración 
de la evaluación de impacto social y las consultas 
previas, libres e informadas realizadas antes de la 
construcción del parque eólico permitieron que la 
empresa y las comunidades llegaran a acuerdos 
que ambas partes deben cumplir. El cumplimiento 
de los protocolos sociales, ambientales y económi-
cos indica que su inclusión en la legislación secun-
daria y su aplicación de estos procesos es el camino 
para la inclusión de derechos humanos y derechos 
de los Pueblos Indígenas, legítimamente reconoci-
dos por la legislación nacional y por los protocolos 
internacionales. También tienen un impacto positivo 
en la relación entre ambos actores sociales. 

b) La participación del gobierno nacional y local 
en las consultas previas, libres e informadas reali-
zadas con el debido tiempo, con personal técnico 

interdisciplinario y con los recursos necesarios para 
solventar el costo de la consulta garantizan el desa-
rrollo de proyectos instalados en contextos rurales 
y urbanos, especialmente en territorios indígenas. 
Adicionalmente, un camino de diálogo y la ejecu-
ción de los acuerdos beneficia a los actores sociales 
y aborda las discrepancias que pudieran surgir 
durante la vida del proyecto, como es el caso de los 
reclamos de las comunidades.

c) Al planificar futuros procesos de consulta, para 
que estos sean efectivos e inclusivos, constituye un 
desafío para las autoridades y las empresas conside-
rar a aquellas comunidades que no forman parte del 
área inmediata, no consideradas en este proceso.  

Enel Green Power/
Comarca Ngäbe 
Buglé, Panamá   

Enel Green Power (EGP), 
empresa  de energías 
renovables, está presente 
en 21 países, en los que 
genera energía a través de 
centrales eléctricas de fuen-
te eólica, hidroeléctrica, solar y geotérmica. A partir del 
2021 es parte de Enel, a través de una fusión aprobada 
el 2020 (Enel, 2020).

En Panamá, EGP es el principal operador de energías 
renovables. En términos de capacidad instalada, 
la empresa opera la Hidroeléctrica Fortuna de 300 
MW desde 1984, ampliada en 1994, y la planta solar 
fotovoltaica Chiriquí de 12 MW, ambas en la provincia 
de Chiriquí. Además, opera el complejo solar fotovol-
taico Sol Real de 42 MW, compuesto por cinco plantas 
distribuidas entre las provincias de Chiriquí y Coclé y la 
planta Estrella Solar de 8 MW en Coclé. 

EGP desarrolló en 2013 un proyecto de electrifica-
ción rural en la misma zona donde la empresa opera 
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la Hidroeléctrica Fortuna, que lleva el nombre de la 
localidad, construyendo en coordinación con la Oficina 
de Electrificación Rural (OER) del Ministerio de la 
Presidencia una línea de transmisión de más de 12 km 
para el suministro de electricidad a 35 viviendas de la 
comunidad de Fortuna.

Tres años más tarde, Enel llevó a cabo otro proyecto de 
electrificación fotovoltaica, para 2 000 habitantes de la 
comunidad de Cerro Iglesias, ubicada en el distrito pa-
nameño de Nole Duima, donde habitan comunidades 
Ngäbe Buglé. Cerro Iglesias fue escogido en el marco 
del proyecto de creación de valor compartido (Creating 
shared value, CSV) adoptado por la empresa en sus 
políticas de relación con sus grupos de interés, en este 
caso las comunidades indígenas. Es una experiencia de 
acuerdo bilateral empresa-estado para proveer energía 
limpia a una comunidad indígena. A partir del 2016, la 
comunidad de Cerro Iglesias tiene energía sostenible y 
renovable, posibilitando que todos los habitantes de la 
aldea dispongan de calles iluminadas y de la electrici-
dad necesaria para abastecer a viviendas, empresas 
locales, colegios y centros de salud.

El proyecto construyó una línea de transmisión de 14 
km, dividida en tramos de tensión media, baja y de 
tensión combinada, lo que permitió la instalación de 
263 farolas para el alumbrado público y la electrifica-
ción de 423 viviendas, con una inversión aproximada 
de 1,6 millones de USD. La iniciativa fue coordinada por 
la OER, como autoridad responsable de fomentar la 
electrificación rural en Panamá, con la participación del 
Grupo SIMEL para la construcción, de Naturgy como 
responsable de la firma de contratos individuales para 
el suministro de electricidad, y de los servicios locales de 
bomberos, que inspeccionaron los sistemas eléctricos 
de cada una de las viviendas.

La empresa gestiona la iniciativa de valor compartido, 
CSV, bajo su compromiso con los Principios Rectores de 
las Naciones Unidas sobre Empresas y Derechos Humanos, 
asumida como política por Enel a nivel regional y global 
desde el año 2011. 

La Comarca Ngäbe Buglé fue creada en 1997 a partir 
del territorio de Bocas del Toro, Chiriquí y Veraguas. 
Su capital es Llano Tugrí (o Buabïti). La comarca está 

habitada por las etnias indígenas y por campesinos, 
estrechamente relacionados y referidos colectivamente 
como los Ngäbe y Buglé, de los cuales el pueblo más 
numeroso es el Ngäbe. En conjunto, estos dos grupos 
constituyen la mayor población indígena en Panamá. 
Cerro Iglesias es la cabecera del distrito de Nole Duima 
que se encuentra dentro del territorio que pertenece a la 
comarca, donde se encuentran las cuencas hidrográfi-
cas más caudalosas del país. 

Este caso muestra la interacción entre las autorida-
des, la empresa privada y los dirigentes comunitarios 
de Cerro Iglesias en la realización de un proyecto de 
inversión social que incluye a sectores indígenas y que 
se desarrolla en el marco de un proceso de relación 
de largo plazo entre la empresa y la comunidad. Para 
las comunidades indígenas, el proyecto es el resultado 
El resultado del esfuerzo de varias generaciones y ha 
significado un significativo mejoramiento en sus vidas, 
considerando sus opiniones y necesidades.

En abril del 2022, Enel inició la instalación de los pane-
les solares del proyecto Madre Vieja de 30,86 MW de 
capacidad. La instalación, compuesta por un total de 
66 528 paneles, fue realizada por 83 personas durante 
24 días de trabajo con las más estrictas medidas de se-
guridad para culminar con cero accidentes. De acuerdo 
con el modelo de obras sostenibles, todos los traba-
jadores que instalaron los paneles solares procedían 
de la zona en la que se ubica la planta. Estos fueron 
capacitados tanto por Enel como por el contratista. 
Durante la construcción, también se contó con mano 
de obra femenina. Además, para favorecer el desarrollo 
de la comunidad, la empresa se ha propuesto mejorar 
la infraestructura de la Junta Comunal, con un aula in-
teractiva que beneficia a más de 500 jóvenes; además 
tiene entre sus objetivos apoyar al emprendimiento 
local, gracias a los materiales del sitio de construcción. 
Madre Vieja, que lleva el nombre de la comunidad 
donde se encuentra, está ubicada en el corregimiento 
de Progreso, distrito de Barú, provincia de Chiriquí. Con 
este proyecto, la compañía reafirma su compromiso 
con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) 7 y 8. 
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Indicadores relevantes

a) PRDHUN: Enel cuenta con una política de
derechos humanos basada en los PRDHUN, con
declaración pública y alcance a todos sus niveles or-
ganizacionales. Ha realizado procesos de diligencia
debida a nivel corporativo y en varias de sus ramas
en países de la región, aunque no en Panamá, y sus
directrices corporativas son válidas para todas sus
empresas, incluida Enel Green Power.

b) Relación empresa-Pueblos Indígenas:
La relación está altamente influida por las políticas
corporativas globales y por la alianza realizada con
el Estado panameño en los proyectos analizados.
Esta se caracteriza por el concepto de creación de
valor compartido al que se suma la impronta am-
biental propia de una empresa de energías renova-
bles y los proyectos incluyeron, especialmente en su
construcción, contratación de mano de obra local,
siendo Madre Vieja construida con 100 % de mano
de obra comunitaria, la cual recibió especialmente
capacitación técnica.  Parte importante en esta
relación comunitaria es el respeto a los derechos de
los Pueblos Indígenas como poblaciones afecta-
das, desde el punto de vista de los PRDHUN, para
lo cual se ha contado con personas responsables
especialmente capacitadas para ello.

c) Creación de valor para los grupos de in-
terés (indicadores cualitativos): En los casos de
Cerro Iglesias y de Madre Vieja, la electrificación de
la aldea ha sido sin duda el principal beneficio para
las comunidades Ngäbe Buglé. A esto se suman
las contrataciones laborales, las capacitaciones y
el desarrollo de una relación de respeto y participa-
ción, activo relevante en la actualidad para todo
proceso de relación. Igualmente, el uso de energías
renovables no convencionales significa una ventaja
para la disminución de las emisiones de gases de
efecto invernadero.

Para la empresa, se ha agregado valor reputacional a 
través del cumplimiento de sus políticas de desarrollo 
sostenible y derechos humanos y, sobre todo, ha me-
jorado notoriamente su relación con las comunidades, 
grupo de interés clave para las empresas de energía. Jun-

to con lo anterior, la empresa ha fortalecido su alianza 
con las autoridades y con el Estado.

Análisis y lecciones aprendidas

a) Es relevante que la característica más impor-
tante de este proyecto haya sido la colaboración
de tres actores: Pueblos Indígenas, empresa y
Gobierno. Asimismo, es importante que se trate de
una iniciativa de la empresa, que pone en práctica
políticas y directivas voluntarias como parte de
su política de responsabilidad social corporativa
y que su realización y financiamiento responda a
una alianza con el Estado panameño, con la activa
participación de la comunidad.

b) Se destaca que las alianzas público-privadas
constituyen instrumentos notables para establecer
relaciones con beneficios para las comunidades,
como la electrificación de Cerro Iglesias y de Madre
Vieja, cuyo financiamiento fue compartido entre la
empresa y el Estado.

c) Para el establecimiento de una alianza públi-
co-privada ha sido de importancia que Enel sea una 
empresa con alto nivel de compromiso voluntario 
sobre la relación con sus grupos de interés estable-
cidos en instrumentos internacionales, incluidos los 
Principios Rectores para Derechos Humanos y Empresas 
de Naciones Unidas (PRDHUN). Asimismo, ha sido
relevante que sus motivaciones vayan más allá de 
cumplir con las leyes del país, y que la empresa com-
prendiera que iniciativas de este tipo le agregaban 
valor a su negocio, en una dinámica de ganar-ganar 
con las comunidades. También, desde la perspectiva 
del cumplimiento de los PRDHUN, ha sido clave que 
las poblaciones indígenas hayan sido consideradas 
parte de los grupos de interés afectados (righthol-
ders), y que éstas, que deberían estar presentes en
cualquier evaluación de riesgo, sean actores esencia-
les en un proceso de diligencia debida.

d) Asimismo, la electrificación por paneles sola-
res ha constituido un aporte a la sostenibilidad de
las zonas afectadas, contribuyendo a la adapta-
ción al cambio climático del país.
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3.4 Sector turístico y 
gastronomía

El turismo es una de las actividades más importantes 
para muchas comunidades indígenas, especialmen-
te cuando existen políticas nacionales o locales de 
fomento del sector, a través de emprendimientos o ini-
ciativas de grupos y comunidades que pueden generar 
alguna oferta turística a partir de sus conocimientos 
territoriales, gastronómicos, culturales y, muy espe-
cialmente hoy en día, de la naturaleza. En este ámbito 
han surgido empresas indígenas de turismo sostenible 
que son parte importante en localidades con bellezas 
naturales o en las que se pueden desarrollar activida-
des relacionadas con el turismo aventura o a través 
de experiencias de convivir con pueblos originarios en 
sus lugares de origen. En este marco, se incluye una 
experiencia de formación de profesionales indígenas 
pertenecientes a una organización defensora de los 
derechos indígenas, la cual establece relaciones con 
empresas del rubro hotelero o gastronómico para la 
realización de prácticas y para promover la contrata-
ción de sus estudiantes. 

Ak’Tenamit/
Tefragroup/
Hotel Villa Caribe, 
Guatemala 

Ak´Tenamit 
-pueblo nuevo- es una orga-
nización maya Kekchí con
30 años de experiencia en
proveer servicios educati-
vos gratuitos a jóvenes indígenas, en dos centros que
operan con subvención del Ministerio de Educación. La
misión de la organización es la defensa y promoción
de los derechos de los Pueblos Indígenas en Guatema-
la. Proporcionan educación gratuita en internados a
jóvenes que proceden de los municipios rurales de Alta
Verapaz y del Petén. Los jóvenes estudian tres años de
manera práctica, cursando la carrera de perito en turis-
mo sustentable. Las capacitaciones abarcan el servicio
al cliente, la manipulación de alimentos, administra-

ción de empresas turísticas, bioseguridad turística, 
intercambios y promoción a través de la creación de 
página Facebook.

Lo relevante de este caso es la alianza estratégica que 
Ak`Tenamit ha forjado con hoteles y restaurantes de la 
capital para que los jóvenes realicen pasantías durante 
los tres años, dotándoles de uniformes, alimentación 
y salud. Cuando son contratados, la organización 
realiza el seguimiento asegurando que las empresas 
les paguen un salario justo y con las prestaciones 
correspondientes de acuerdo con la ley. Fuentes de la 
organización señalaron que parte de sus objetivos son 
la prevención de la migración de los jóvenes hacia los 
Estados Unidos de América, así como enfrentar los 
severos índices de desnutrición de la población maya 
en los municipios de donde provienen. Para asegurar la 
alimentación y el servicio de salud de los estudiantes se 
cuenta con una subvención del Ministerio de Educa-
ción de Guatemala.

Para efectos de este caso, se han escogido como ex-
periencias dos empresas: una cadena de restaurantes 
y un hotel Tre Fratelli es un restaurante parte del grupo 
Tefragroup, que tiene su origen en San Francisco, 
Estados Unidos de América y agrupa a 13 restaurantes 
de comida asiática, mexicana e italiana. Fue fundado 
por tres socios guatemaltecos y desde 1995 tiene cua-
tro locales en Guatemala, con influencias californianas. 
Desde 2011 mantiene, al igual que otras empresas del 
rubro, una relación de trabajo con Ak’Tenamit, consis-
tente en pasantías para estudiantes de la organización 
y facilitando su futura inserción laboral. 

Según fuentes del restaurante, los practicantes, que 
provienen de quinto y sexto grado, trabajan en su 
mayoría en el área de cocina y un veinte por ciento lo 
hace en servicios: meseros, baristas, café y limpieza. 
Los de quinto grado ingresan en dos temporadas al 
año por tres meses y los de sexto lo hacen por un mes. 
En total, se capacita aproximadamente a 250 jóvenes 
por año, la mitad de los cuales son mujeres. Ellos y ellas 
se integran como practicantes restaurantes, con un ho-
rario de seis de la mañana a cuatro de la tarde, y en los 
cuales se les brinda desayuno y comida. Los de quinto 
año que aún son menores de edad regresan a Ak´Te-
namit y los de sexto que hayan cumplido la mayoría 

Experiencias
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de edad y terminado sus prácticas son incorporados 
en los restaurantes en el área de cocina y servicios, con 
contratos formales con las prestaciones correspondien-
tes de acuerdo con la ley del trabajo de Guatemala.

Las necesidades de personal en los restaurantes de 
Trefragroup dependen del tamaño. Los tres más gran-
des cuentan cada uno con once estudiantes de Ak´Te-
namit, y los más pequeños con cinco a siete, con lo que 
aproximadamente el 60 % de su personal proviene de 
Ak´Tenamit. Para la empresa, la responsabilidad y la 
confianza es la principal ganancia para que operen en 
los restaurantes, dado que los jóvenes son capacitados 
por un corto el tiempo en las especialidades de cada 
restaurante. Para los jóvenes de Ak´Tenamit el princi-
pal beneficio reside en la posibilidad de ser contrata-
dos posteriormente.

El Hotel Villa Caribe, cuyos propietarios son oriundos 
de Guatemala, cuenta con 47 habitaciones, se en-
cuentra en Livingston, Izabal, y forma parte de una ca-
dena de cuatro hoteles ubicados en los departamentos 
de Petén, Sololá y Ciudad Antigua. En el año 2012, 
el hotel estableció una alianza con Ak´Tenamit para 
contribuir en la formación educativa de los jóvenes 
estudiantes. Esta iniciativa fue propuesta por el gerente 
de la cadena a la junta directiva del ente corporativo 
y se implementó únicamente en Villa Caribe, en parte 
porque muchos de los estudiantes eran menores de 
edad, lo que significaba mucha responsabilidad para 
la cadena hotelera.

El hotel recibe grupos de cinco estudiantes a los que 
se les brinda habitación, alimentación y salud mien-
tras duran sus prácticas. De los treinta estudiantes 
que recibe al año la mayoría son mujeres, aunque en 
2022 han empezado a elegir varones para darles la 
oportunidad de incorporarse a tareas generalmente 
asignadas a mujeres. Durante sus prácticas, que duran 
un mes y medio, tienen la oportunidad de recorrer 
todas las áreas del hotel: cocina, limpieza, lavandería, 
atención al cliente, etc. En la temporada alta, que se 
extiende de octubre a marzo, son contratadas, por lo 
general, las personas más destacadas o aquellas que 
han encontrado su vocación en alguna de las áreas 
donde realizaron sus prácticas. El contrato cumple con 
todas las formalidades de la ley del trabajo:

 salario base, prestaciones, aseguramiento de salud.  
Desde que el hotel inició esta política han sido 
contratadas alrededor de cincuenta personas. Fuentes 
del hotel aseguran que para la administración y los 
dueños esta política es parte de su compromi-so de 
apoyar a jóvenes de comunidades indígenas mayas. 
También significa un apoyo a la convivencia y 
valoración de la inclusión, ya que además trabajan 
personas garífunas y de otras nacionalidades. Para los 
trabajadores mayas hay apoyo de traducción y en la 
adaptación al trabajo. 

Con el fin de diversificar sus actividades, a partir del 
año 2000, Ak´Tenamit opera una red de turismo 
comunitario en Izabal, con proyectos de emprendi-
mientos con diferentes socios locales. Estos están 
formados por grupos mixtos, maya kekchí y garífunas 
y se encuentran dentro del Parque Nacional Río Dulce: 
Café Tajín, Asociación Cayo Quemado, Plan Grande 
Quehueche, Laru Beya y Seacacar. Este proyecto se 
consolidó financiera y técnicamente en 2012 con el 
apoyo de capital semilla del Fondo Mundial para la 
Naturaleza (WWF) y del Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID). Cuenta con una oficina en el casco 
urbano de Livingston. Ak´Tenamit firmó con cada 
emprendimiento un acuerdo para integrarse a la red 
con una marca que los identifica como Caribe Maya. 
También han hecho alianzas con tour operadores de 
la capital para promover los emprendimientos que se 
orientan al turismo de naturaleza, y a la cultura gastro-
nómica de mayas y garífunas.

Ak´Tenamit cuenta además con una clínica para la 
atención de las y los estudiantes que pernoctan en los 
internados. Esta clínica también atiende a los habitan-
tes de las comunidades cercanas, que no disponen de 
acceso a la salud, dado que el centro sanitario más 
cercano se encuentra en el casco urbano de Livingston 
o en rio Dulce, y el Hospital en el municipio de Puerto
Barrios, y muchos miembros de las comunidades no
cuentan con recursos para la movilización acuática.
Cabe señalar que el Fondo Verde y la Iniciativa Lati-
noamericana del Paisaje (LALI) premió a la iniciativa
Caribe Maya por la promoción de emprendimientos de
turismo sostenible en la costa atlántica de Guatemala
y Honduras. En el marco de la segunda convocatoria
del nodo LALI Buenas Prácticas 2017, Caribe Maya
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obtuvo una mención especial en la categoría de pro-
yectos de paisaje y turismo rural comunitario. 

Indicadores relevantes

a) PRDHUN: Ninguna de las empresas
escogidas para esta experiencia se adscribe a los
PRDHUN, debido al desconocimiento de estos y
probablemente a que en escalas locales y regio-
nales el área gastronómica es una de las menos
asociadas a estos principios.

b) Relación empresa-Pueblos Indígenas: Lo
esencial de esta relación es la alianza de Ak’Tena-
mit, como organización que promueve los derechos
indígenas a partir de la capacitación e inserción
laboral, con las empresas participantes. En los
casos reseñados existen contratos de práctica y se
formalizan posteriormente cuando se incorporan
como trabajadores. Los estudiantes van adquirien-
do práctica laboral al incorporarse a trabajos de
diferente capacitación. Las empresas analizadas
declaran tener propósitos relacionados con el apo-
yo a los objetivos de la organización y, si bien no
tienen políticas explícitas de relacionamiento con
Pueblos Indígenas, la actividad se ha desarrollado
de forma permanente durante varios años. Por su
parte, Caribe Maya es una empresa formada por
la misma organización para difundir la cultura y
costumbres de las zonas en que trabajan y han de-
sarrollado una red de socios y alianzas con empresas
turísticas nacionales e internacionales. El apoyo de 
organizaciones internacionales como el BID o WWF 
ha permitido avalar la seriedad del trabajo, aspecto 
de importancia para la obtención de recursos y 
como garantía en la relación con las empresas. 

c) Creación de valor para los grupos de in-
terés (indicadores cualitativos): Para las pobla-
ciones indígenas, los beneficios de su relación con
las empresas han sido principalmente educaciona-
les y de formación para el trabajo, considerando
sus intereses y objetivos como pueblos originarios.
A esto se suman los esfuerzos de Ak’Tenamit por
proveer de alimentación y salud a la población a

través de sus convenios con el Ministerio de Educa-
ción. En el caso de los emprendimientos de Caribe 
Maya, estos se encuentran dentro de un área 
natural protegida. 

Las empresas, a nivel corporativo, entregan el 
apoyo a la capacitación de estudiantes de las po-
blaciones originarias como una forma de obtener 
alumnos en práctica avalados en su formación y en 
su origen por Ak’Tenamit, fortaleciendo además su 
valor reputacional.

Análisis y lecciones aprendidas

a) Lo más relevante en este caso es el fortaleci-
miento de asociaciones dirigidas por profesionales
indígenas, cuyo propósito es la promoción y pro-
tección de los derechos de los Pueblos Indígenas,
mediante alianzas con empresas privadas y con el
mercado global. Esto mejora la rentabilidad de los
proyectos y beneficia a las comunidades involu-
cradas, al contar servicios de salud, educación y
trabajo. Las empresas también obtienen ventajas
para su negocio, más allá de la declaración de su
voluntad de colaboración con las comunidades.

b) Como en otras experiencias relevadas en este
estudio, lo interesante de este caso es que las em-
presas indígenas se integran al mercado a través
de la promoción y salvaguardia de sus culturas,
y de los derechos de los Pueblos Indígenas. Esto
ocurre tanto en la incorporación de estudiantes al
mercado laboral, como en Caribe Maya, en la zona
de Livingston.

c) Finalmente, las alianzas que mantiene Ak’Te-
namit con organizaciones estatales y multilaterales
como el BID y WWF muestran las posibilidades de
crear alianzas público-privadas que promuevan ac-
tividades con confluencia de objetivos y propósitos,
así como la creación de oportunidades económicas
y sociales en el marco de la defensa de los derechos
y culturas de los Pueblos Indígenas.

Experiencias
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4. Principales
hallazgos
El presente estudio ha permitido conocer algunas ex-
periencias destacadas respecto a las relaciones entre 
empresas y Pueblos Indígenas en América Latina. Su 
análisis se sintetiza en los siguientes apartados. 

4.1 Tipo de relación de las 
empresas con los Pueblos 
Indígenas 

Los casos presentes en el estudio son variados en 
cuanto a la naturaleza de las relaciones de las comu-
nidades indígenas con las empresas.  Es así como en 
cinco casos las comunidades establecen relaciones 
laborales con las empresas: Cerro Matoso, Albemarle, 
ICAFE, Enel Green Power y Ak’Tenamit. En cuatro 
casos las comunidades actúan como proveedoras de 
bienes y servicios: Icafé, CENCOIC, Chocolatería De 
Mendes y Aje. En tres situaciones las comunidades son 

habitantes de territorios aledaños a las operaciones, 
como en BHP Billiton, Lote 192 de Petroperú y Fuerza 
y Energía Limpia de Tizimín. Y en un caso las comu-
nidades son beneficiarias de un programa de respon-
sabilidad social empresarial, como en la empresa de 
Cerveza Boliviana Nacional. 

En todos estos escenarios se constataron relaciones 
positivas, por lo que lograr el éxito al involucrarse con 
Pueblos Indígenas parece no depender exclusivamente 
de establecer relaciones comerciales o contractuales. 
Podrá haber muchas otras formas de relaciones aún 
no exploradas entre estos dos actores. 

4.2 Origen de la relación

Las relaciones con las comunidades indígenas se han 
originado como consecuencia de diferentes factores, 
que en algunos casos se combinan.  
Especialmente en los casos de las empresas mineras, 
las relaciones de cooperación entre éstas y los Pueblos 
Indígenas han sido el resultado de la existencia previa 
de conflictos por la tierra, el agua y la contaminación.  
Esto ha hecho imprescindible llegar a acuerdos con las 
comunidades y obtener la licencia social para hacer 
viables las nuevas operaciones.  

Cuadro 4. Tipo de relación de las empresas con los Pueblos Indígenas 

Relación laboral. Las 
comunidades indígenas 
aportan con mano de 
obra para la 
realización del proyecto

Relación comercial. Las 
comunidades son parte 
de la cadena de valor 
de la empresa

Con los habitantes de 
territorios aledaños a las 
operaciones o programas 
de RSE

Convenios

N.º de casos y
empresas

Cinco: 
Cerro Matoso, 
Albemarle, 
ICAFE, 
Enel Green Power, 
Ak’Tenamit/Grupo Tre-
fra/Hotel Villa Caribe.

Cuatro: 
Icafé, 
CENCOIC, 
Chocolatería De 
Mendes, 
Aje.

Cuatro: 
BHP Billiton, 
Petroperú, 
Fuerza y Energía Limpia 
Tizimín,
Cerveza Boliviana Na-
cional.

Cinco: 
Cerro Matoso,
BHP Billiton,
Albemarle, 
Lote 192/Petroperú,
Fuerza y Energía Lim-
pia Tizimín. 
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Otro factor ha sido la necesidad de contar con traba-
jadores para la recolección del café. Esto impulsó en 
Costa Rica una acción conjunta entre las empresas, 
el Gobierno y organismos internacionales para crear 
condiciones favorables para los trabajadores migran-
tes. Así sucedió durante la pandemia del COVID-19 en 
Costa Rica, momento en que se crearon condiciones 
sin precedentes para el ingreso y la permanencia en el 
país de los trabajadores migrantes.  

Además, la existencia de políticas de responsabilidad 
social en las empresas ha sido otro factor considerable, 
el cual ha impulsado el establecimiento de relaciones 
de las empresas con las comunidades indígenas y el 
respeto a sus derechos. 

Por otra parte, ha contribuido de manera significativa 
a las relaciones de cooperación la existencia de políti-
cas nacionales que establecen derechos de los Pueblos 
Indígenas, ya sea en la Constitución o en leyes espe-
cíficas. Los principios de la Constitución en Colombia 
y la Ley Indígena en Chile fueron de gran importancia 
para los términos en que se establecieron las relaciones 
entre las empresas y las comunidades indígenas.

También ha desempeñado un papel especial la 
voluntad de personas o empresas por contribuir al 
cuidado del medio ambiente y respetar los derechos de 
los Pueblos Indígenas. Esto se destaca en el caso de la 
Chocolatería De Mendes. 

Finalmente, es importante mencionar que estos 
factores se han sumado a la existencia de un contexto 
internacional de creciente reconocimiento de los dere-
chos de los Pueblos Indígenas, a través de diferentes 
instrumentos internacionales, como se señala en el 
apartado que sigue. 

4.3 Adscripción de las empresas 
a los principios contenidos en 
los PRDHUN

En general, las empresas no han utilizado los PRDHUN 
como tales, especialmente por desconocimiento. Esto 
se ve reflejado en que solo el caso Cerro Matoso haya 
utilizado explícitamente el instrumento. Sin embargo, 
muchos de estos principios son aplicados implícita-

Cuadro 5. Origen de la relación entre las compañías y los Pueblos Indígenas

Fuente:  elaboración propia

Existencia de un 
conflicto de larga data 
en los territorios

Necesidad de las 
empresas de contar 
con trabajadores

Existencia en las 
casas matrices de las 
empresas de políticas 
de responsabilidad 
social. 

Existencia de 
políticas nacionales 
estableciendo los 
derechos de los Pueb-
los Indígenas 

Voluntad de perso-
nas o empresas de 
contribuir al cuidado 
del medio ambiente 
y respetar los dere-
chos de los Pueblos 
Indígenas 

Cerro Matoso, 
Albemarle, Lote 

192/Petroperú, BHP 
Billiton.

ICAFE

Cerro Matoso, 
Enel Green, Power, 

Fuerza y Energía Lim-
pia Tizimín

Cerro Matoso, BHP 
Billiton, Albemarle, 
Lote 192/Petroperú, 

ICAFÉ, Parque Eólico 
Fuerza y Energía  

Limpia de Tizimín,  
Ak’Tenamin, Cerveza 
Boliviana Nacional. 

De Mendes,
 CENCOIC, 
Grupo Aje. 
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mente por las empresas al considerar otros instrumen-
tos internacionales, como el Convenio 169 de la OIT o 
los ODS 2030. 

Además, la mitad (seis) de las empresas analizadas 
cuenta con una declaración formal sobre el compro-
miso de éstas con el respeto a los derechos humanos 
de los Pueblos Indígenas: Cerro Matoso, BHP Billiton, 
Albemarle, Lote 192 de Petroperú, ICAFE y Enel Green 
Power.  Para cinco de las doce experiencias analizadas 
esta declaración es pública, y dos entidades han reali-
zado el proceso de diligencia debida: Cerro Matoso y 
Lote 192 de Petroperú.  

Por otra parte, cinco empresas han identificado riesgos 
de impactar negativamente los derechos humanos de 
los Pueblos Indígenas involucrados. Estas son: Cerro 
Matoso, Albemarle, Lote 192, ICAFE y Parque Eólico 
Fuerza y Energía Limpia de Tizimín. La identificación 
de los riesgos se ha realizado especialmente como con-
secuencia de sus declaraciones de impacto ambiental. 
Tres empresas, Cerro Matoso, Albemarle y Lote 192, 
han establecido medidas de prevención y mitigación 
de los riesgos reales y potenciales. Dos cuentan con 
personal especializado para atender las relaciones 
comunitarias: Cerro Matoso y Enel Green Power. 

Asimismo, cuatro empresas han dispuesto mecanismos 
de queja: Cerro Matoso, BHP Billiton, Albemarle y el 
Lote 192. Sin embargo, no se tiene información que per-
mita aseverar que estos mecanismos son libres, accesi-
bles y pertinentes a los Pueblos Indígenas en relación con 
el lenguaje, la independencia y acceso físico o virtual.

Esto muestra que existe el desafío de dar a conocer los 
PRDHUN a las empresas, así como un amplio campo 
para que éstas suscriban los principios contenidos en 
este instrumento. Esto se podría hacer realidad en la 
medida que estos sean conocidos por las empresas.  

4.4  Relaciones laborales 

Según la información disponible, en tres de los cinco 
casos en que las comunidades indígenas aportan con 
mano de obra, los trabajadores cuentan con un con-
trato escrito: Albemarle, ICAFE y  Ak’Tenamit. En dos 

de las empresas, Albemarle e ICAFE, existen cláusulas 
o prácticas específicas sobre trabajadores/as indíge-
nas o sobre la comunidad. En Albemarle, el convenio
establecido con las comunidades contiene cláusulas
laborales respecto de la no discriminación a trabajado-
res miembros de los Pueblos Indígenas.

La proporción de trabajadores que pertenece a las 
comunidades que trabaja en los proyectos varía entre 
el 15 %, mínimo establecido en el convenio entre Cerro 
Matoso y las comunidades, y el 100 %, que es el caso 
de la construcción de la planta de Enel Green Power. 

En dos de las cinco empresas donde comunidades 
indígenas proveen trabajadores la mayoría de ellos son 
no calificados: ICAFE y Enel Green Power. En un caso, 
Ak’Tenamit, se trata de estudiantes de la comunidad 
que se han formado en el rubro de la empresa. 

Además, en cuatro de los cinco casos en que existe 
una relación laboral, a los trabajadores se les entre-
gan capacitaciones o la formación requerida para los 
trabajos demandados por la empresa. El único caso en 
que no se les capacita es en ICAFE, en que se contrata 
a trabajadores que, aunque definidos como no califi-
cados, corresponden a migrantes muy experimentados 
por la recurrencia con que realizan el trabajo de la 
recolección del café.

4.5  Relación comercial en que 
las comunidades son parte de la 
cadena de valor de la empresa

En tres de los cuatro casos en que se establecen rela-
ciones comerciales entre las empresas y las comunida-
des estas últimas proveen materias primas. Estos son 
los casos de ICAFE, Chocolatería De Mendes y Aje. Sin 
embargo, en Chocolatería De Mendes también se ha 
comenzado a fabricar productos terminados, iniciando 
un proceso que les permita producir chocolate para 
consumo propio, como por ejemplo el establecimiento 
de una fábrica en la comunidad Paite Suruí. Por otra 
parte, en el caso de CENCOIC/Wakefield /Cafeology, 
las comunidades organizadas en CENCOIC venden el 
café ‘verde’ a la empresa británica DRWakefield, quien 
a su vez vende el producto a Cafeology.  
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Cuadro 6. adscripción a los PRDHUN 

Nombre de 
la empresa

Uso de 
PRDHUN

Declaración 
formal sobre 
respeto a 
DDHH

Compromiso 
con la 
declaración

Declaraciónes 
públicas

Realizada
diligencia
debida

Identificación  
de riesgos de 
impactos 
negativos a 
DDHH de PPII

Medidas de 
prevención
y mitigación 

Personal 
para 
aplicación 
de PRDHU 

Mecanismos
de queja

1.Cerro Matoso, 
Colombia x x x x x x x x x

2.BHP Billiton, 
Perú x x

3. Albemarle, 
Chile x x x x x

4. Lote 192/ 
Petroperú, Perú x x x x x x x

5. CENCOIC/
Wakefield / 
Cafeology,
Colombia

6. ICAFE,
Costa Rica

x x x

7. De Mendes 
Brasil

8. Grupo Aje 
Perú

9. Cervecería
Boliviana
Nacional Bolivia

10. Parque 
Eólico Fuerza y 
Energía Limpia 
de Tizimín

x

11. Enel Green 
Power Panamá x x x x

12. Ak’Tenamit/
Grupo Trefra/
Hotel Villa 
Caribe 
Guatemala
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4.6  Más allá de las relaciones 
comerciales de las empresas con 
los Pueblos Indígenas 

Las empresas, además de establecer relaciones comer-
ciales con los Pueblos Indígenas, se relacionan con las 
comunidades de múltiples formas y sobre diferentes 
bases. Junto con la existencia de los marcos legales 
sobre el respeto a los Pueblos Indígenas, las empresas 
se relacionan con las comunidades en respuesta a 
sus propias normas. Así, por ejemplo, cinco de éstas, 
especialmente empresas mineras, lo hacen sobre la 
base de instrumentos regulatorios propios y voluntarios 
(Cerro Matoso, Albemarle, Lote 192, CENCOIC y Aje). 
También, las empresas se relacionan con las comuni-
dades considerado principios contenidos en sus pro-
pios programas de responsabilidad social empresarial 
(BHP Billiton, Enel Green Power, Cervecería Boliviana 
Nacional y De Mendes).     

Sin embargo, un acuerdo carece de valor si no existe un 
seguimiento posterior a su firma. Podemos ver que son 
principalmente las empresas mineras aquellas que han 
establecido mecanismos de seguimiento de los acuer-
dos (Cerro Matoso, BHP Billiton, Lote 192, Albemarle, 
De Mendes, Fuerza y Energía Limpia de Tizimín).  

Por otra parte, y en cuanto a la entrega de información 
a las comunidades, vemos que solo tres empresas de 
las estudiadas (Cerro Matoso, Albemarle e ICAFÉ) 
entregan información periódica a las comunidades 
indígenas sobre los proyectos que desarrollan y de las 
principales decisiones relativas a éste. La información 
se entrega especialmente en forma oral o escrita en 
mesas de trabajo establecidas en los acuerdos. Sólo 
en unos pocos casos, esta relación se realiza con 
pertinencia cultural (Lote 192, ICAFE y  De Mendes). 
Para ello utilizan traductores, y las actividades de las 
empresas se adaptan a las efemérides, tradiciones y a 

Cuadro 7. Relaciones laborales

Nombre de la empresa
Cuentan con 
contrato formal 
escrito

Existen cláusulas o 
prácticas específicas 
sobre trabajadores/
as indígenas o la 
comunidad

Proporción de 
la comunidad 
que trabaja en la 
entidad

Nivel de 
calificación 
requerido

Desarrollo de 
capacidades para 
trabajos demanda-
dos por la empresa

Cerro Matoso, Colombia

15 % x

Albemarle, Chile
x x 37 % x

ICAFE, Costa Rica
x x No calificado

Enel Green Power Panamá
100 % No calificado x

Ak’Tenamit/Grupo Trefra/Hotel 
Villa Caribe Guatemala

x 60 % Calificado x



52

Pueblos Indígenas y sector privado - Experiencias destacadas en América Latina

la espiritualidad de los Pueblos Indígenas.  En todas las 
empresas mineras (Cerro Matoso, BHP Billiton, Lote 
192 y Albermale) y en ICAFE existen mecanismos de 
prevención y resolución de conflictos con las comuni-
dades indígenas, que cuentan con pertinencia cultural.

4.7 Creación de valor para las 
comunidades

Como se muestra en el Cuadro 8, en la mayoría de los 
casos las relaciones establecidas entre las empresas y 
las comunidades se tradujeron en desarrollo económi-
co, social y cultural de las comunidades y sus organi-
zaciones, así como en el mejoramiento de la calidad 
de vida de las poblaciones indígenas. Estos avances 
han sido determinados por los representantes de los 
Pueblos Indígenas, de acuerdo con su propia califica-
ción, valorando aquellos aspectos que ellos consideran 
importantes desde su cosmovisión y que no siempre 

pueden corresponder a aquellos identificados por la 
cultura no indígena prevaleciente. 
El desarrollo económico se ha producido a través 
de la asignación de tierras (Cerro Matoso), aportes 
monetarios (BHP Billiton), el apoyo al desarrollo de 
proyectos productivos identificados y gestionados 
autónomamente por los Pueblos Indígenas (Albemarle 
y Parque Eólico Fuerza y Energía Limpia de Tizimín), y 
del aumento de sus ingresos (De Mendes). 

El desarrollo social de las comunidades se ha visto 
reflejado en el mejoramiento de su infraestructura sa-
nitaria, de los caminos (Parque Eólico Fuerza y Energía 
Limpia de Tizimín), la construcción de viviendas (Cerro 
Matoso) y la electrificación del pueblo (Parque Eólico 
Fuerza y Energía Limpia de Tizimín). También ha sido 
relevante la creación de un Fondo Social (BHP Billiton). 
Por otra parte, la educación de los miembros de las 
comunidades ha sido fortalecida. Esto se ha expresado 
a través de las capacitaciones provistas por la mayoría 
de las empresas, la construcción de escuelas (Parque 

Nombre de la empresa
Proveedores de 
materias primas

Proveedores de 
productos 
terminados

Proveedores o 
contratistas de 
servicios asociados 
al proyecto

Está estipulada 
formación para 
ser proveedor o 
contratista de pro-
ductos o servicios 
demandados por la 
empresa

Arrendatarios 
de tierras

ICAFE, Costa Rica

x No

CENCOIC/Wakefield /Cafeology
x x No

Chocolatería De Mendes, Brasil
x x x No

Aje, Perú
x x No

En tres de los cuatro casos en que las comunidades 
son parte de la cadena de valor de las empresas éstas 
reciben capacitaciones que les permiten ser proveedo-

Cuadro 8. Relación comercial

res o contratistas de los productos demandados por la 
empresa. Por último, en los casos analizados no existe 
arrendamiento de tierra.
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Cuadro 9. Otras formas de relacionamiento

Nombre de la
 empresa

Instrumentos 
regulatorios o 
voluntarios

Seguimiento de 
los acuerdos

Entrega de infor-
mación periódica 
del proyecto

Relación con 
pertinencia 
cultural 

Mecanismos de 
resolución de 
conflictos

1.Cerro Matoso x

2.BHP Billiton x x x x

3. Albemarle x x x

4. Lot 192/Petroperú x x x x x

5. CENCOIC /DRWake-
field /Cafeology

x x x

6. ICAFE x x

7. De Mendes x x x x

8. Grupo Aje x

9. Cervecería Boliviana 
Nacional 

x

10. Parque Eólico Fuerza y 
Energía Limpia de Tizimín

x

11. Enel Green Power x

12. Ak’Tenamit x

Fuente:  Elaboración propia.
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Eólico Fuerza y Energía Limpia de Tizimín, Cerro Ma-
toso) y la provisión de becas para estudiantes de las 
comunidades indígenas (Cerro Matoso). También la 
formación para el trabajo de los jóvenes (Ak’Tenamit) 
ha significado una capacitación, considerando sus 
intereses y objetivos como pueblos originarios. 
También, en un caso (ICAFE), las relaciones entre 
empresas y Gobierno mejoraron significativamente las 
condiciones laborales, y se logró el establecimiento de 
condiciones migratorias sin precedentes. 

 4.8 Impacto en el valor 
económico de las empresas

Para las empresas, las relaciones establecidas con las 
comunidades han representado un incremento de su 
valor reputacional. Este constituye un activo altamente 
valorado en la actualidad, lo que ha redundado en 
el incremento del valor económico de las empresas. 
Así se constató en los casos de Cervecería Boliviana 
Nacional, Enel Green Power, Ak’Tenamit, BHP Billiton y 
el Lote 192 de Petroperú. 

La existencia en los acuerdos de cláusulas específicas 
para el cuidado y protección ambiental en el Lote192  
de Petroperú y en Albemarle, así como el estable-
cimiento de mecanismos compartidos de monitoreo, 
permitió a las empresas obtener sus resoluciones de 
calificación ambiental. Asimismo, Parque Eólico Fuerza 
y Energía Limpia de Tizimín pudieron acceder a la 
licencia social, establecida en la legalidad vigente en el 
país.  

ICAFÉ, por su parte, logró asegurar recolectores para 
la cosecha, con los que no habría podido contar de no 
adoptarse los acuerdos con las comunidades y el 
Gobierno, especialmente en tiempos de pandemia el 
COVID-19. 

 En los casos de CENCOIC, Chocolatería De Mendes y 
del Grupo Aje, las empresas agregaron valor a sus 
negocios aumentando sus ventas al entrar en circuitos 
de comercio identificados con el cuidado del medio 
ambiente, y en uno de los casos, con el comercio justo.  

4.9 Impactos ambientales 
que afectan a poblaciones
indígenas

En los casos de Cerro Matoso y Albemarle se otorgó 
especial importancia a los aspectos ambientales, una 
de las preocupaciones constantes las comunidades.   
En esta última se establecieron mecanismos compar-
tidos de monitoreo de la situación ambiental del salar 
afectado. 

BHP Billiton se comprometió a cumplir todos los 
acuerdos emanados de la comisión de medio ambien-
te establecida en el acuerdo con las comunidades. En 
el Lote 192 de Petroperú se establecieron mecanismos 
de queja y sistemas de reparación especialmente en 
temas ambientales. 

CENCOIC se propuso enfrentar los desafíos climáticos 
del planeta, cuidando de producir green coffee, con 
completa trazabilidad, uno de los valores especialmen-
te apreciados por los compradores. 

La empresa De Mendes tuvo como propósito crear 
cadenas de valor que rescataran la sustentabilidad 
y los aportes de los Pueblos Indígenas al cuidado del 
medio ambiente, en un producto final que reflejara sus 
tradiciones y su cosmovisión.

Fuerza y Energía Limpia Tizimín estuvo obligada a cum-
plir con lo establecido en la Evaluación de Impacto Am-
biental aprobada por la Secretaría de Medio Ambiente. 

Por su parte, Aje desarrolló productos a partir del 
cultivo y recolección de frutos silvestres en que se utili-
zaran técnicas agrícolas tradicionales que ayudaban a 
mitigar el cambio climático.  Se puso como condición 
que los frutos fueran de palmeras no taladas, para así 
asegurar la sostenibilidad del ecosistema. 

El acuerdo de las comunidades con Enel Green Power 
significó un aporte a la sostenibilidad de las zonas 
afectadas a través de la electrificación por paneles so-
lares lo que contribuyó efectivamente a la adaptación 
al cambio climático. 
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5.1 La primera conclusión es que es posible esta-
blecer relaciones de beneficio mutuo entre las empresas 
y las comunidades. Estas se han establecido como 
consecuencias de circunstancias diversas: debido a la 
necesidad de abordar conflictos anteriores, de cumplir 
con estándares ambientales y sociales, tanto del país 
donde se ejecuta la operación como del país de la ma-
triz, a la necesidad de contar con trabajadores, y como 
resultado de la iniciativa de particulares comprometidos 
con el cuidado del medio ambiente y con el desarrollo 
social de las comunidades indígenas. Sin embargo, más 
allá de los casos estudiados, las relaciones de beneficio 
mutuo entre empresas y comunidades indígenas aún 
no constituyen la norma, y aún queda un largo camino 
para las empresas privadas cumplan con los desafíos 
de mitigar sus impactos socioambientales. 

5.2 Cualquiera haya sido el origen, las relaciones 
positivas han sido construidas a través de un proceso 
largo, en que mediante el diálogo se ha llegado a 
establecer relaciones de confianza entre ambos actores. 
A través de este diálogo ha sido posible llegar a un 
denominador común entre la visión predominantemen-
te económica de las empresas con la cosmovisión de los 
Pueblos Indígenas lo que fue la base de la generación 
de acuerdos. 

5.3 En la actualidad, existen condiciones favora-
bles para relaciones positivas entre las empresas y los 
Pueblos Indígenas. Esto es debido a la existencia de un 
contexto internacional de creciente reconocimiento de 
los derechos de los Pueblos Indígenas y su aporte al de-
sarrollo sostenible. Se destaca el valor de instrumentos 
internacionales que reflejan ese reconocimiento como 
el Convenio 169 de la OIT (1989), la Declaración de 
las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 

Indígenas (2007) y la Declaración Americana sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas (OEA, 2016). Todos 
ellos crean un amplio campo de posibilidades para la 
aplicación de los Principios Rectores de Naciones Unidas 
sobre Derechos Humanos y Empresas (Naciones Unidas, 
2011), cuyo conocimiento es hasta ahora muy limitado. 

5.4 Haciendo uso de los instrumentos menciona-
dos, y sobre la base de su larga trayectoria de lucha, los 
Pueblos Indígenas negocian con las empresas acuerdos 
de beneficio mutuo.  Tales acuerdos tienen como centro 
la defensa de sus territorios, del medio ambiente, de la 
preservación de sus tradiciones y del mejoramiento de 
las condiciones económicas y sociales de los miembros 
de sus comunidades. 

5.5 Desde el punto de vista de las empresas, las 
relaciones de colaboración con los Pueblos Indígenas 
constituyen cada vez más un activo y fuente de valor del 
negocio. En la actualidad son cada vez más comunes 
los escenarios en que grandes empresas rigen sus ope-
raciones por iniciativas voluntarias y normas internas 
más estrictas y apegadas al respeto a los derechos 
humanos de los Pueblos Indígenas.  Sin embargo, aún 
está pendiente la difusión y aplicación de instrumentos 
internacionales como los Principios Rectores de Naciones 
Unidas sobre Derechos Humanos y Empresas (2011), el 
Convenio N.º 169 sobre Pueblos Indígenas y tribales en 
países independientes de la OIT (1989) y la Declara-
ción Americana de Derechos de los Pueblos Indígenas 
(2016), entre otros. Solo así se ampliará el respeto a los 
derechos humanos de los Pueblos Indígenas por parte 
de las empresas

5. Conclusiones
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Considerando los capítulos anteriores, es posible esta-
blecer algunas recomendaciones: 

6.1. Empresas

• Las empresas deberían asumirse como acto-
res decisivos del desarrollo sostenible, asumiendo 
los compromisos que esto implica para su entorno, 
para el futuro de sus negocios y de las sociedades. 

• Considerar a las comunidades indígenas 
como socios antes que beneficiarios, superando 
una visión asistencialista, contribuyendo así a equi-
librar la asimetría de poder existente entre ambos.  

• Conocer los contextos históricos de los Pue-
blos Indígenas, comprender sus cosmovisiones y 
respetar conceptos disímiles de territorio. 

• Fortalecer las capacidades y estrategias al 
interior de las empresas para ampliar su visión del 
negocio, pasando de una predominantemente 
económica hacia otra intercultural, que privilegie 
el diálogo y la negociación respetuosa entre las 
partes.

• Desarrollar procesos efectivos de diligencia 
debida.  Estos les permitirían mejorar su conoci-
miento y comprensión de los aportes de una buena 
relación de largo plazo con los Pueblos Indígenas 
considerando, muy especialmente, su autonomía 
y el derecho a participar en los proyectos desde el 
inicio.

• Alinear los propósitos y misiones empresaria-
les con iniciativas internacionales que hagan tangi-
ble su opción por ser parte de un futuro sostenible.

• Considerar la adscripción a los PRDHUN y 
otros instrumentos internacionales. La puesta en 
práctica de estos instrumentos constituiría un ele-

mento estratégico para las empresas al obligarlas a 
establecer relaciones directas con los Pueblos Indí-
genas como grupos de interés afectados, pasando 
de una gestión de riesgo a una de derechos.  

6.2. Estados

• Ejercer su rol como agente líder y garante del 
cumplimiento de las normativas internacionales 
suscritas por los gobiernos, creando mecanismos 
acordes al espíritu y la letra de éstos, y con la 
participación de personas cercanas a los Pueblos 
Indígenas. 

• Facilitar el desarrollo temprano del proceso de 
consulta y consentimiento libre, previo e informado 
de toda licitación o inversión, entregando oportu-
namente información completa a todos los actores, 
salvaguardando por las autoridades estatales 
pertinentes la consideración de las decisiones y con-
tribuciones de los Pueblos Indígenas. Asimismo, los 
estados deberían facilitar la existencia de asesores 
que permitan una comprensión total de los impac-
tos de cualquier proyecto de inversión. Considerar el 
procedimiento en seis pasos para facilitar el proceso 
de CLPI contenido en el Manual Consentimiento 
libre, previo e informado: Un derecho de los Pueblos 
Indígenas y una buena práctica para las comunida-
des locales  (FAO, 2016), que facilita el trabajo de 
campo, aunque no sustituye el rol del estado como 
principal titular de deberes. 

• Realizar el seguimiento de los acuerdos estable-
cidos en los procesos de consulta, generalmente de 
largo plazo, para garantizar la sostenibilidad de las 
relaciones entre las empresas y Pueblos Indígenas.

• Asumir el carácter multidimensional e intercul-
tural de las políticas públicas vinculadas al desarro-
llo. Si bien la protección o devolución de territorios y 

6. Recomendaciones
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Recomendaciones

tierras a los Pueblos Indígenas es importante, tam-
bién lo son las políticas orientadas al apoyo a las 
comunidades para operar en un sistema económico 
que respete sus derechos colectivos a la autodeter-
minación de formas de producción y convivencia 
con el territorio.

• Promover el desarrollo de estudios de base y
de impactos de la actividad de las empresas en la
vida de los Pueblos Indígenas.

• Fortalecer el apoyo estatal a experiencias
empresariales indígenas que ya tienen un camino
recorrido, como una forma de ampliar su campo de
acción.

• Crear políticas públicas que faciliten la
inserción de las empresas indígenas en mercados
establecidos, promoviendo la creación de mercados
y la ampliación de la demanda de sus productos y
servicios.

• Desarrollar políticas públicas más inclusivas
que faciliten el cambio cultural que requiere una
nueva relación entre distintos actores de la sociedad
y los Pueblos Indígenas.  A partir de los avances nor-
mativos registrados que incluyen reformas constitu-
cionales e incorporación de instrumentos internacio-
nales, se generan mejores condiciones para avanzar
hacia relaciones interculturales equitativas.

• Promover la participación de organizaciones y
líderes indígenas en la elaboración de los Planes de
Acción Nacional (PAN), sobre empresas, derechos
humanos y Pueblos Indígenas de la Organización
de las Naciones Unidas, así como que dichos planes
consideren sus propuestas en su relación con las
empresas, desde la perspectiva del respeto a los
derechos humanos de individuos y pueblos.

• 

6.3. Pueblos Indígenas 

• La construcción de sociedades interculturales
que favorezcan relaciones más simétricas y basadas
en la aceptación de cosmovisiones diversas como
punto de partida requiere del esfuerzo de todos los
actores involucrados.

• Los Pueblos Indígenas, organizaciones,
autoridades, líderes y lideresas también requieren
incluir entre sus activos de incidencia e interacción
con el mundo no indígena las normas voluntarias
y los requerimientos que hoy son parte del mundo
empresarial.

6.4. Organismos internacionales 

• Avanzar hacia la obligatoriedad de la aplicación
de los PRDHUN, haciéndolos vinculantes, como
ocurre con otras normativas de derechos huma-
nos. Considerarlos como base para una mayor
regulación en las relaciones entre las empresas y
los Pueblos Indígenas, así como un instrumento
bisagra entre las obligaciones de los estados y las
empresas.

• Ampliar el ámbito de las relaciones entre empresas
y Pueblos Indígenas hacia las experiencias empre-
sariales de éstos. Las empresas indígenas suelen
fortalecer identidades, culturas, formas de produc-
ción y organización ancestrales, involucrándose en
el mercado desde una situación particular, que no
solo las incluye a ellas sino a otras empresas que
consideran el trabajo como un aporte a la genera-
ción de espacios de interacción más sostenibles.

• Realizar foros de intercambio de experiencias
entre miembros de comunidades indígenas que se
relacionan con empresas, incluidas Cámaras de
Comercio Indígena, para lo cual la base de datos
de este proyecto sería de gran utilidad.
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• Ampliar el número de aliados públicos y privados 
para apoyo a las empresas indígenas.

• Desarrollar indicadores que permitan analizar 
mejor las relaciones entre empresas y Pueblos 
Indígenas. De esta manera se podrían hacer 
aportes más amplios que los desarrollados en este 
primer abordaje de esta relevante temática, los 
cuales podrían complementar otros usados tanto 
por el Estado (indicadores de desarrollo y derechos 
humanos20 ) como de las empresas (GRI, SASB, 
entre otros) y que faciliten las relaciones entre estos 
actores en la medición de impactos en el DS21.
 

20  Como los mismos tratados internacionales incluidos en este estudio -PRDHUN, OIT 169, UNDRIP, DADPI- y en otros relativos al Cambio Climático o protección 
ambiental (p. ej. Acuerdo de  Escazú).

21 Esto se hace más relevante si consideramos que en los ODS de Naciones Unidas hay muy poca referencia, y de manera indirecta, a los Pueblos Indígenas como 
sujetos del DS, más allá de ser incluidos como población vulnerable.

• Continuar, por parte de la FAO, con los esfuerzos 
por apoyar decididamente la aplicación del proce-
so de CLPI, los PRDHUN y los demás instrumentos 
internacionales desde el ámbito de la alimentación, 
la agricultura y los sistemas agroalimentarios,
en las que los Pueblos Indígenas tienen mucho que 
aportar. Asimismo, profundizar por parte de la 
FAO en la redefinición de la concepción del 
territorio, las empresas indígenas, la autonomía de 
las comunidades y el fortalecimiento de prácticas 
ancestrales de manejo agrícola, aspectos ya seña-
lados en este estudio. 
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